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IllTRODUCCIOll 

El presente trallajo tiene por obje~o mencionar cuál es el 

procedimiento que se debe aplicar a las personas que infringen la ley 

penal y son personas inimputables, es decir, interpretando el concepto 

de imputabilidad a contrario sensu, personas que carecen de la capacidad 

de querer y entender en el campo del Derecho PenaL 

Los inimpucables conforme al Derecho Penal Mexicano, son -

espec!ficamente dos: personas con desarrollo mental insuficiente y pe!. 

senas que carecen de salud mental. 

Dentro del desarrollo mental insuficiente se puede mencio­

nar a los menores de edad que no solo se apareja a la inimputabilidad 

sino que además a los menores de 18 años se les excluye de la regulactóo 

del Código Penal, y quedan sometidos a un régimen jurídico especial, 

aclarando que dentro de los menores de edad existen io.putables e ini.m.p~ 

tables. 

Dentro del Código de Procedimientos Penales de 1931 se e.! 

tablecta un cap{tulo en el título tercero que se denominaba Procedimie~ 

to ante el Tribunal de menores, capítulo que se integraba por los art! 

culos 389 al 407 que fueron derogados por el decreto de 22 de abril de 

1941, Ley Orgánica y Normas de Prdcedimientos de loa Tribunales de Men~ 

res y sus Instituciones Auxiliares en el Distrito Federal, motivo por el 

cuál se estudiará el procedimiento que se sigue actualmente ante el Co.!!. 

sejo Tutelar de Henares del Distrito Federal y Entidades Federativas, -

haciendo una comparación con el procedimiento penal que consagra nues­

tra Ley adjetiva para así poder tener un panorama más espec1'..fico y det.! 

!lado de ambos procedimientos. 

En el Código Federal de Procedimientos Pena.les, se regula 

dentro del Titulo Décimo Segundo, Capitulo II a los menores, establecie!! 

dese que dentro de los lugares donde existan Tribunales Locales para in~ 

nares, éstos s~rán competentes para conocer de infracciones a Leyes P!, 

nales Federales cocetidas por menores de l8 años, conociendo en sus re! 

pectivas jurisdicciones los Tribunales Federales para menores infracto-

res a las Leyes Penales. Los Tribunales Federales para .menores en las 



Entidades Federativas estarán a lo dispuesto y pre.visto por la Ley que 

crea el Consejo Tutelar para Menores tnfractores del Distrito Federal. 

En el presente trabajo se tratarán problemas especificos, 

como son el procedimiento que se sigue para el caso de que un menor de 

edad coci.eta un 1.llcito penal y éste sea un enfermo mental, considerando 

también el caso de que a base de un tratamiento recobre su lucidez. Ast 

mismo se estudiará el procedimiento que se sigue cuando un menor comete 

un il1cito penal y en la comisión del delito se encuentra en el limite 

de la minoría de edad. Lo anterior se estudiará tomando en cuenta que 

en la actualidad los oenores de edad de entre los 14 y 18 años. son co! 

pletamente imputables es decir tienen la plena capacidad biol6gtca y -­

psicológica o volitiva para poder querer y entender sus actos u om.isi~ 

nea a las reglas impuestas por el Estado y la Sociedad. 

En el caso de la carencia de salud mental, podemos mencio­

nar a. los enfermos mentales, se estudiará el procedimiento que se debe 

de seguir para el caso de que comentan un ilicito penal ya que no se e.! 

tablee.e por parte del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal dicho procedimiento, no as! el Código Federal de Pr.ocedlm.ientos 

penales que ya resueh•e éste problema y que se puede aplicar de manera 

supletoria estableciendo el procedimiento relativo a los enfermos ment,! 

les. 

Hay que tocar en cuenta. que ésta regulación se hace por Pª! 

te del Código Federal de Procedimientos Penales, es con el f!n de que 

exista un procedimiento Tutelar adecuado. para no juzgarlos fict!ciame!! 

te conforme al procedimiento ordinario, es decir que sería una afalacia 

juzgar a un enfermo mental ya que ni siquiera se podr{a pensar en como 

tomarle la declaración prep.aratoria y cumplir con los requisitos que se 

establecen constitucionalmente. 

En nuestro ordena::iiento penal, antes de las reformas de --

1983 (publicadas en el diário oficial de 13 de Enero de 1984) se cont!_ 

n!a como causas de inim.putabilidad a) los estados de inconciencia ya -­

permanentes ya cransitortos, los priceros regulados en el art!culo 60 y 

los segundos regulados en la fracción 11 del art!culo 15; b) el ciiedo 

grave en el artículo 15 fracción 1\1 y c) la sordomudez en el articulo &7. 



Después de las reformas de 1983, publicadas el 13 de enero 

de 1984, nuestro código Penal establece en su artículo 15 fracción II,­

en lo relativo a las excluyentes de responsabilidad 1 el padecer el incu! 

pado al co=eter la infracción, trastorno mental o desarrollo intelectual 

retardado que le !o.pida comprender el carácter ilícito del hecho o cond~ 

cirse de acuerdo con esa cot:1prensión 1 excepto en los casos en que el pr.!!_ 

pio sujeto activo haya provocado esa incapacidad intencionalmente o iqa!:!. 

dencialmente. 

El Trastorno :nental, consite en la perturbación de las fa­

cultades psiquicas sin que distinga la ley los trastornos mentales era.!! 

si torios de los per.nanentes, de lo que se puede inferir que opera la -­

in!Qputabilidad tanto en el trastorno efimero como en el duradero. No 

basta con de"::.ostrar el trastorno cental para declarar la eximente sino 

que dicho trastorno cental, debe de ser de tal c.agnitud que impida al !!. 

gente co?:!prender el carácter ilícito del hecho punible realizado, o co!! 

ducirse de acuerdo con esa com?rensión. 

Antes de la refor:na Penal de 1983, se consagraba como ex­

cluyente de responsabilidad en estado de inconciencia transitorio, por 

lo que los amparados por dicha edmente, al no coceter delito, quedaban 

absoluta libertad sin sujeción a medida alguna. E.n cambio los trasto! 

nadas per:ianentes que cocetian un ilícito, eran recluidos en manicomios 

o departa::ientos especiales, por todo el tie::ipo necesario para su cura-­

ci6n. En igual fema se actuaba con los procesados o condenados que 

enloquecieran. En el caso de los sordo::udos 1 estos se les reclu!J en 

una escuela o establecic:iiento para sordo':!:.udos, por el tiempo necesario 

para su educación e instrucción. 

En la Fracción actual del precepto que se cocenta 1 pueden 

quedar co¡¡,prendidos en los respectivos casos, además de los trastornos 

mentales transitorios y pe manen tes, a(\utallos sordomudos o ciegos con 

desarrollo intelectual retardado, que le impida cae.prender el carde.ter 

ilícito del hecho o conducirse de acu~rdo con esa cocprensión aún cua!! 

do no presente un verdadero trastorno mental. 



CAPITULO l. 

ESTUDIO DEL PROCllDIKIEllTO PEllAL. SU lliTEGRACION. 

A) U AVE:IUGUACION PREVIA. 

Antes de comenzar a exponer el presente tema, contestaré 

las siguientes interrogantes: ¿ Qúe es el Derecho Penal '? y ¡, Qué es el 

Derecho Procesal Penal ? 

El Profesor Ignacio Villalobos en su obra Derecho Penal M!:, 

>ticano 1 nos explica que el Derecho Penal es una rama del Derecho Públi­

co Interno cuyas disposiciones se encuentran encaminadas a mantener el 

orden social, reprimiento los delitos por medio de las penas y señalan­

do las medidas de seguridad aplicables a actos ilícitos ejecutados por 

enfermos mentales y cenores. (l} 

Dentro de los autores extranjeros tenemos a Haggiore, que 

en su obra titulada Derecho Penal nos explica que el Derecho Penal es -

una rama del Derecho Público interno relativa a los delitos, penas y m=. 

didas de seguridad, cuyo objeto inmediato es la creación y conservación 

del orden social. (2} 

Eugenio Cuello Calón de nacionalidad· Española. en su ohra 

titulada El Derecho Penal, nos enseña que éste es un conjunto de normas 

que determinan los delitos, las penas que el Estado impone a los delin­

cuentes y las medidas de seguridad que el mis~o establece para la preve:! 

ción de la criminalidad. (3) 

Como se deduce de las definiciones anteriormente citadas, 

el Derecho Penal pertenece al Derecho Público, es una rama del Derecho 

que regula a los delitos, las penas y medidas de? seguridad que deben de 

aplicarse, sin que esté de acuerdo con la definición que hace el H.ae! 

tro Eugenio Cuello Calón al llamarle a las nomas un Conjunto, sino que 

se les podrla deno:dnar un sisreca de normas que determinan los delitos, 

las penas que el Estado i~pone a los delincuentes y las m.~did.:J.s de seg~ 

ridad que el miso.o establece para la prevenclón de la criminalidad y es 



siste1tla jurídico porque todas las normas jur!dicas están enlazadas y que 

por tal motivo son coherentes y no hay contradicción entre ellas y que !. 

demás unas y otras se proporcionan su \•alidez.. 

Para poder hacer valer éstas normas, penas y medidas de S.!, 

guridad establecidas en el Código Penal ya sea del Distrito Federal o 

de las Entidades federativas, existe el Derecho Procesal Penal que ha -

sido definido por varios autores. 

Entre los autores Xexicanos tenemos al Profesor Guillemo 

Colín Sánchez que nos explica que a éste Derecho Procesal Penal se le -

ha dado varias terminolog!a.s como son: Práctica forense, Procedimientos 

Judiciales, Procedimientos criminales, Materia criminal forense por c.!_ 

tar algunas y lo define diciendo que es el conjunto de noI'lJla.s que reg!!. 

lan y determinan los actos, las formas y formalidades que deben obser-­

varse para hacer factible la aplicación del Derecho Penal sustantivo,(Lt) 

El Profesor Sergio Garc!a Ramírez en su obra titulada Der.! 

cho Procesal Penal, nos explica que el Derecho Procesal Penal, por una 

parte es el conjunto de normas, una porción del derecho objetivo, cuyo 

proposito y contenido son el de regular la formación de los órganos ju­

risdiccionales, su condición jurídica y la capacidad de les órganos pú­

blicos y de las parces para reali2:ar actos juridicas en el proceso y r! 

gular las formas de actuación de la ley, los derechos y deberes de los 

6rganos públicos y de las partes en el proceso, los efectos de los as_ 

tos y los medios jurídicos procesales~(~) 

El Profesor Juan José Gonzá.lez Bustamante, en su obra t1t~ 

lada Principios de Derecho Procesal Mexicano, nos explica que el Der~ 

de Procedimiento Penal, es el conjunto de actividades y formas t'egidas 

por el Derecho Procesal Penal, que se inician desde que la Autoridad PQ. 

blica interviene al tener conocimiento de que se ha cometido un delito 

y lo investiga, y se prolongan hasta el pronunciamiento de la sentencia 

donde se obtiene la cabal definición de las relaciónes del derecho pe-­

nal. (6) 

(4i-9yitn l~nÍbez ~~tllep,¡~· Der~cho :jexicant tt§ Procesimientos Penales. 
(5) Ca~Cti R~1;1~~éz ~e~gÍo~ o~~~~~~·p~~~~~~i P~nat~ª~á. Edici.ón. Editorial Porrua. Mey;,ic:o, 1~11. pag. J2. 
(6) ggn;~~e~d~~~~~r;aRá~t~~f~lJ~g~Í-ú~:iA~iy~g~ Y~sS~r~~~~ ~:ocesal Mexic! 

m 



Entre los autores extranjeros que explican la materia del 

Derecho de Procedimiento Penal, tenemos a Jorge A. Claria Olmedo, quien 

en su obra titulada Tratado de Derecho Procesal Penal, nos explica que 

el Derecho de Procedimiento Penal es la disciplina jur{dica reguladora 

de la efectiva realización del Derecho Penal, estableciendo principios 

que gobiernan esa realización y determina los órganos, la actividad y el 

procedimiento para actuar la Ley Penal sustantiva. (7) 

Para Ernest Beling, El Derecho Procesal Penal, es la rama 

jurídica que regula la actividad titular del Derecho Penal. (8) 

Tomando en consideración las anteriores definiciones me P! 

rece la más acertada la que oenciona el Profesor Juan José González Bu!. 

tamante por ser el Derecho Procesal Penal un conjunto de actividades que 

rigen las formalidades de la Autoridad y. de las partes para poder apli­

car exactamente el Derecho Penal Sustantivo. 

(7) 

(8) 
~Ji~~~i~fme~diat~r~~~n~~ªÁi~~s d~r D=~~~~~. Pf9~Qsal Penal. Tomo l. 
Beling, Ernest. Derecho Procesal ~enal. Traducción de Miguel Fenech. 
Editorial Labor S.A. 1943 pag. l 

(3) 



1) LA AVDUGUACIOM PREVIA. 

1. l) COllCEPTO. 

La Averiguación Previa ha sido definida de diferentes man! 

ras. as! el Profesor Guillermo Colín Sanchez en su obra titulada Dere-­

cho Mexicano de Procedimientos Penales, nos explica que ésta es una et! 

pa Procedimental en la que el Ministerio Público pJ:'actica todas las d.f 

ligencias que son necesarias para poder estar en aptitud de ejercitar -

la acci6n penal integrando para tal f!n el cuerpo del delito y la pre5lJ!! 

ta responsabilidad. (9) 

En foroa similar el Profesor José Fi:anco Villa, en su obra 

Titulada el Ministerio Público Federal, nos enseña y explica que la Av! 

riguación Previa es la primera etapa del procedimiento penal y que ésta 

se desarrolla por el Xinisterio Público practicando codas las diligen-­

cias que sean necesarias legalmente para comprobar que existe un delito 

y la responsabilidad de quienes en él participaron, procediendo al eje! 

cicio de la acción penal ante los Tribunales competentes. (10) 

El Profesor Hanuel Rivera Silva, en su obra titulada El Pr~ 

cedimiento Penal, nos habla de la actividad investigadora, refiriendose 

a la Averiguacii5n Previa y así nos expone que ésta actividad investiga­

dora es una labor de auténtica averiguación buscando constanteoente PN! 

bas que acrediten la existencia de los delitos y la responsabilidad de 

quienes en ellos participan, trata de proveerse de pruebas suficientes 

para comprobar la existencia de los delitos y pedir ante los Tribunales 

la aplicación de la Ley. (l ! ) 

De los conceptos anterio:nente transcritos, se desprenden -

constantes que nos proporcionan una idea clara y precisa de lo que sed! 

be de entender por Averiguación Previa. Primero, es la primera etapa 

procedimt!ntal; segundo: Práctica de diligencias legalmente necesarias 

para reunir pruebas que deouestren la existencia de un delito; y terce­

ro, el ejercicio de la acción penal ante los TrLbunales competentes. 

(9¡--~¡;. cit. pag. ~ll 
00) Fr.lnco 1,,'illa José. El Xiniscerío Público Federal. Editorial Porrúa. 

México, 1985. pas. 150 
( l l) Rivera Silva !"tanuél. El Procedioiento Penal. l 7a. Edición. Edicor-ial 

Porrúa. México. 1988. pag. 42 
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Por lo .a:nteriomente explicado, la· Averiguación Pre\•ia, es 

la etapa procedicental donde se practican dilig~.~cias enca::i.inadas a co:: 

probar que un acto u o:iisión violó una no~ sustantiva penal, y pedir 

que se sancione al infractor de la ::iis::i.a. 

l. 2) IllFJ.llEllCIA DEL TIEMPO EH EL DESEKVOLVIl!.IENTO 

DE U AVERIGUACION PREVIA. 

El Profesor Guillen.o Col In Sanchez, nos explica que en la 

actualidad no existe un precepto legal que señale el tieopo del que di! 

pone el Ministerio Público para realizar la A\•eriguación Previa. (12) 

De la aisca ::anera lo ex?resa el Profesor José Franco Vi­

lla explicando que ningún precepto legal_ señala el tiecpo que debe de 

durar la Averiguación Previa a la consignación de los Tribunales, que­

dando al arbitrio del :iinisterio Público deter.ninarlo. 

Al revisar y estudiar los códigos de Procedimientos Penales 

tanto el Federal co::.o el del Distrito Federal, se puede observar que no 

consagran algún precepto que nos indique cuál es el tieopo que debe de 

durar la Averiguación pre\·ia, existiendo dentro del Código de Procedi-­

mientos Penales para el Distrito Federal el artículo 270 bis., que de 

su lectura se infiere que al hablar del arraigo que puede pedir a la ª!:!. 

caridad judicial el Xinisterio Público nos dice que éste no se podrá p~ 

longar por ::;ás tieopo del indispensable para integrar la Averiguación -

Previa, señalando que no exce~erá de 30 días que se pueden prorrogar por 

otro tanto, de lo que se deduce que no existe un tiempo exacto para que 

se integre la a\'eriguaci6n y que ésto depende de las características de 

el hecho punible, en virtud de que durará cucho más tie~po int~grar una 

Averiguación Previa del Delito de Fraude que el delito de lesiones sio­

ples. 

De lo anterior podet:os concluir que es correcto que el !ii­

nisterio Público no tenga un tér=ino preciso para integrar una Averigu! 

ción Previa en virtud que se coartaría la libertad al ::.!so.o para pract.!_ 

car diversas diligenciar: que pueden dar indicios en la investigación de 

un delito. 

(12) op. cit. pag. 212 
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1.3) llEGIAS PllOCESALES QUE i.IGEN LA AVDUGllAClOll PllEVIA. 

EL Profesor Guill~rco Colín Sanchez, nos señala los artíc.!:! 

los en que se fundamenta la Averiguación Previa y nos menciona el artí­

culo 16 constitucional que en su parte conducente nos dice que nadie -­

puede ser molestado en su persona, facilia 1 domicilio, papeles, o pos.!. 

siones, sino en virtud de mandat:1.iento escrito de autoridad competente -

que funde y motive la causa legal del procedimiento. Dentro de la mi!_ 

ma Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el arc!culo -

21 nos explica que la imposición de las penas es propia de la autoridad 

judicial, y que la persecusión de los delitos le incumbe al Ministerio 

Público y a la Policia Judicial la cual estará bajo la autoridad y ma!! 

do inmediato de aquel. (13) 

Dentro del Código Federal de Procedimientos Penales, se 5_!:. 

ñala en su artículo 1° fracción l, que se comprende como procedimiento 

el de Averiguación Previa a la consignación de los Tribunales, que est!_ 

blece las diligencias legalmente necesarias para que el Ministerio PQ 

blico pueda resolver si ejercita o no la acción penal. 

Dentro del Código de Procedimientos Penales para el Distr!. 

to Federal, la Averiguación Previa se encuentra regulada en el artículo 

3° fracción 1, que señala que el Ministerio Público debe de dirigir a la 

Policia Judicial en la Investigación que se haga para comprobar el cue! 

po del delito, ordenandose la práctica de diligencias que, a su juicio, 

estime necesarias para cumplir debidamente con su cocetido, o practica,!! 

do él mismo aquellas diligencias. 

(13) op, cit, pag, 2l3 
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2) D E N O N C I A 

2.1) COllCEPTO. 

El Profesor José Franco Villa en su libro que titula El M! 

nisterio Público Federal, nos indica que la denuncia es la relaci6n de 

actos, que se suponen delictuosos hecha ante la autoridad investigadora 

con el f{n de que ésta tenga conociciento de ellos. (14) 

En el mis:::io sentido y con las mismas palabras la define a 

la denuncia el Profesor Manuel Rivera Silva en su obra titulada el Pro 

cedimiento Penal. (15) 

El Profesor Guillemo Colín Sánchez nos explica que es i!!! 

portante distinguir la denuncia como med~o informativo, ya que es util.! 

zada para hacer del conocimiento del Ministerio Público lo que se sabe 

acerca del delito. ya sea que el propio portador de la noticia haya s~ 

afectado o que el ofendido sea un tercero. (16) 

El Profesor Juan José González Bustamante, en su obra, nos 

explica que la Denuncia es la obligación, sancionada penalmente, que se 

impone a los ciudadanos, de comunicar a la Autoridad los delitos que sa 

ben que se han cometido o que se están comentiendo, siempre que se tr!, 

te de aquellos que son perseguibles de oficio.(17) 

Por tanto se debe de considerar a la Denuncia cor:io el medio 

para dar a conocer a la autoridad competente la existencia de hechos o 

actos que se estimen ilícitos y as! se pueda aplicar la sanci6n corres­

pondiente a o a los responsables de dichos actos. 

Lo anterior se puede robustecer con lo establecido por el 

Código Federal de Procedimientos Penales, que en su artículo 118 nos S!:_ 

ñala que tanto las denuncias o las querellas se pueden formular por e~ 

crito, describiendo los hechos supuestamente delictivos sin que se cal! 

fiqu~n jurídicacente haciendolo de ¡:¡anera pacífica y respetuosacente c~ 

mo se ejerce el derecho de petición consagrado en el artículo 8ª const! 

tucional. 

cit. pag. 
cit. pag. 
cit. pag. 
cit. pag. 
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2. 2) llAl'URAUZA JUIUDICA DE LA DEllUllCIA. 

Se han planteado tres interrogantes de si ¿Denunciar un d,! 

lito o delitos es una obligación?, como lo expresa el Profesor Juan Jo­

sé Conzalez Bustamante, o si ¿ Es una facultad potestativa ? o ¿ Constf 

tuye un deber ? 

El Profesor Manuel Rivera Silva, nos explica que la oblig!. 

toriedad de la presentación de la denuncia es parcial y no obligatoria, 

ya que para hacer obligatorio un acto se utiliza la sanción. (l3) Así 

mismo dentro de los Códigos de Pi.ocedimientos Penales tanto Federal e~ 

mo del Distrito Federal, no existe ningún precepto legal que señale una. 

sanción para quien no denuncie los delitos. Sin embargo dentro del C§_ 

digo Penal para el Distrito Federal, se establece que se aplicará. san-­

ción de 3 meses y de 15 a 60 d{as multa, al que no procure por los m! 

dios !!citos que tenga a su alcance, impedir la consumaci6n de los del.! 

tos que sabe van a cometerse o se estan cometiendo. Por tanto en éste 

único caso será obligatorio denunciar los hechos ante la autoridad co! 

petente y en los demás casos será una facultad potestariva. 

De lo anterior, se puede deducir como lo señala el Prof_! 

sor Guillerao Coltn Sánchez que la denuncia es un deber de toda persona 

de comunicar los hechos delictuosos a la autoridad competente siendo é.! 

ta su naturaleza jurídica y cuyo interés general es el de conservar la 

paz. social. 

2.3) RF.QOISITOS QUE DEBEN SATISFACEll 1JllA CORRECTA DENUNCIA. 

Los requisitos que se deben de tomar en cuenta para formu­

lar una correcta denuncia,de acuerdo con los conceptos anteriormente S_! 

ñalados y estudiados son el hacer una relación de actos que se estiman 

delictuosos; que se puede hacer de manera verbal o por escrito, sin que 

se califiquen jur!dicamente y que describirán los hechos supuestamente 

delictivos, que sea hecha ante la autoridad competente, es decir ante 

el Ministerio Público ·que es el órgano competente y por último, que sea 

hecha por cualquier persona que tenga conocitdento de los hechos que se 

estimen deliccuosos. 

(IJ) op. cit. pags. 102 y lOJ. 
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De tal manera que si no reunen dichos requisitos, el Fun_ 

cionario que la reciba, prevendrá al denunciante o querellante para _·que 

modifique, ajustandose a ellos, como lo señala el artículo 118 del ~ódi 

go Federal de Procedi:lientos Penales. 

2.4) ADTOIUDAD C(J!l'l!:TEllTE PARA COllOCDl DE LA DElltlllCIA. 

El Profesor Manuel Rivera Silva, nos explica que la rel!. 

ción de hechos delictuosos debe ser hecha ante el órgano investigador 

que es el Hinistet'io Público tanco del fuero cocún como del Federal por 

ser éste el representante social. {19) 

En relaci5n a la explicación que nos proporciona el Profe­

sor, e>dsten excepciones que se contempl~n en el Código de Proc.edimie!! 

tos penales para el Distrito Federal, estableciendose que los func:io"! 

rios as! coc:io los agentes de la Policia Judicial, y además autoridades 

auxiliares, del Ministerio Público, estarán obligados a proceder de of! 

cio a la Investigación de los delitos del 6rden común de que tengan n.!:!. 

ticia con la carga de dar cuenta inmediatamente al Ministerio Público, 

levantando un acta en el caso de la Polic.ia judicial, con la que dari 

cuenta al Ministerio Público, as! se desprende de la lectura de los ª! 

t!culos 262 y 274 del mencionado código, 

As! mismo dentro del Código Federal de Procedimientos pen_! 

les existen sendos arc!culos que nos explican que cuando se tenga conE, 

cimiento de un delito, y en caso de urgencia, se puede denunciarlo ante 

cualquier funcionario o agente de policia 1 asf. lo establece el .art!culo 

116 de dicho ordenaciento. 

De lo ancerior se desp4ende que es el Ministerio Público el 

único 6rgano que tienen la facultad de investigar los delitos y si ro se 

presenta directamente ante el Ministerio Público la denuncia, se dará 

aviso inmediato por parte de cualquier funcionario o agente de la pol.!, 

cia a aquél, lo anterior de confornidad con lo establecido por el art! 

culo 21 constitucional. 

(19) op. cit. pag. 99 

(9) 



3) L A Q U E Jl E L L A • 

3. l) COllCEP'IO Y l!LalEll'l'OS ESE!ICIALES PARA SU DITEGUCIOll. 

El Profesor Guillermo Col!n Sá.nchez., nos explica que la -

Querella es un derecho potestativo que tiene el ofendido por el delito 

para hacerlo del conocimiento a las autoridades y dar su anuencia para 

que sea perseguido. (20) 

Para el Profesor Manuel Rivera Silva, considera a la Qu; 

rella como la relación de hechos expuestos por el ofendido ante el Ó.! 
gano investigador, con el deseo manifiesto de que se persiga al autor 

del delito. (21) 

De la misma manera y con palabras iguales, la define a la 

querella el Profesor Franco Villa José en su obra que titula El Minis­

terio Público Federal. 

El Profesor Juan José Gonzalez. Bustamante en su obra tit~ 

lada Principios de Derecho Procesal Penal Mexicano, citando a Escriche 

Joaquín, nos expande que la querella consiste en la acusac16n o queja, 

que alguien pone ante el Juez 1 contra otro que le ha hecho algún agra­

vio o que ha cometido algún delito, en perjuicio suyo, pidiendo se le 

castigue. (22) 

De la lectura de las anteriores definiciones podemos exp~ 

ner que la querella es el derecho que tiene la parte ofendida, para e~ 

poner ante la autoridad competente la relación de hechos que estima d,! 

lictuosos, con el deseo manifiesto de que se persiga al autor del del,! 

to por lo que se considera más correcta la definición que dá el Prof!_ 

sor Manuel Rivera Silva. 

En cuanto a sus elementos esenciales nos sigue diciendo el 

Profesor Manuel Rivera Silva, que son básicamente tres: 

a) Una rf!laci6n de hechos. 

im ~~: ~~~: ~:t m 
h2~ op. cit. pag, 127 
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b) Relación hecha por la parte ofendida, y 

e) Que se manifieste la queja: el deseo de que se persiga 

al autor del delito. 

En cuanto a la relación de hechos, al igual que en la d_! 

nuncia, puede ser de manera escrita o verbal, pero ya no por cualquier 

persona, sino por el ofendido por el delito, con la manife13tación expr_! 

sa de que se persiga al autor del il1cito, punto que tiene gran releva!!_ 

cia porque en l!stos casos puede operar el principio del perdón del ofe!!. 

dido que como lo señala el mismo autor mencionado, es la manifestación 

expresa de voluntad en virtud de la cual se hace patente el proposito -

del ofendido que no se castigue al infractor. 

3. 2) HATIJRALE2A JUIUDICA PE LA QUEKELLA. 

El Profesor Guillermo Colín Sánchez 1 nos explica que exi! 

ten dos tendencias en cuanto a la naturaleza jurídica de la querella: 

la primera que considera a la querella como una condición objetiva de 

punibilidad y la segunda como instituto procesal y as{ qos expono c! 

tando a autores extranjeros como Manzini que se manifiesta partidario, 

de la primer postura sin admitir éste que la quer.ella ,sea un presupue.! 

to procesal ya que no se promueve con ella la acción penal y as{ exproe 

que es condición objetiva de punibilidad porque el Estado está limita!!. 

do su potestad punitiva , al dejar al sujeto pasivo del delito en libe! 

tad para poner en movimiento la acción penal. (23) 

De lo anterior podemos manifestar un total desacuerdo con 

l!sta idea ya que al estudiar la condición objetiva de punibilidad, el 

Profesor Fernando Castellanos Tena en su obra titulada Lineamientos El! 

mentales de Derecho Penal, nos indica que las condiciones objetivas de 

punibilidad son definidas como aquellas exigencias ocasionalmente eBt_! 

blecidas por el legislador para que la pena tenga aplicación, sin que 

se pueda confundir con que quede al arbitrio del particular decidir si 

se aplicará o no la pena, facultad exclusiva del órgano estatal a quien 

se le encomienda espt!clficamente esa función. (24) 

¡z:¡r-~p. cit. p•g. 220 
24 ~;:m~ 1m~ füM~'."~~~~órt1Y·~~gR~?"M~~!~~~tH§t d~.~~r~5g? -
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La _segunda tendencia de que nos habla el Profesor Guiller­

QO Coltn Sánchez en su obra, es aquella que considera a la querella c2 

oo condición o requisito de procedibilidad, citando dicho a autores e!! 

tranjeros coco Florián, Battaglini, Riccio, Ranieri, Vannini, H.ai;giore, 

Antolisei, y a autores Mexicanos como lgnacio Villalobos, Gonzalez Bus­

t~nte, Franco Sodi, Piña y Palacios, Manuel Rivera Silva, autores que 

aanifiestan que al ser la querella concebida coco un derecho p::>testativo 

del ofendido, la actuaci6n de la autoridad está condicionana a una can! 

festación de voluntad del particular. sin la cual no es posible proceder. 

De lo expuesto anterio:::iente y de acuerdo con ello, entend! 

mos a la querella como un requisito de procedibilidad ya que en los de­

litos de querella necesaria, no se puede proceder hasta en tanto no 

e..xista una manifestación ya -verbal o escrita del propio ofendido por el 

iltcito para efectos de que se persiga )' sancione al infractor del del! 

to. 

3.3) Alll'OllDAD cm!PETEllTE PARA COltOCER DE UllA QUEllELLA. 

De lo expuesto hasta el mocento, se puede deducir que la 

querella debe ser presentada ya sea por escrito o verbalmente, ante el 

Ministerio Público, haciendo una relación de los hechos por la parte 2 

fendida, con el deseo manifiesto de que se persiga y castigue al autor 

del delito. 

3.4) PEASOllAS FAClJLTADAS POR LA LEY PARA FORKULAR UllA QUERELLA. 

Conforme con lo establecido dentro del Código de Frocedi-

mietnos Penales para el Distrito Federal, tenemos que se pueden sepa--

rar tres situaciones a saber: 

1) Fo~ulación de querella por parte de un menor, 

2) Formulación de querella por parte de mayores. 

3) formulación de querella por parte de personas morales. 

l) En el caso de los menores de edad, éstos pueden ser C!_ 

paces o incapaces. Siendo capaces, puede querellarse el menor direc~ 

mente fo~ulando la querella ante el Ministerio Público. A nombre de 

el menor puede querellarse tawbién ltcitat:1.ente el ofendido, teniendo por 
(12) 



tal. toda persona que haya sufrido algún perjuicio con motivo del del! 

to. En el caso de que el i:.enor de edad sea incapacitado, pueden foJ::!:! 

lar querella, los ascendientes que pued<?n ser sus padres y a falta de 

éstos, sus abuelos, y a falta de éstos últimos, los hennanos o los que 

legalmente representen al incapacitado. 

2) En el caso de los mayores, se aprecian dos. situaciones, 

el de personas mayores con capacidad y el de mayores de edad incapacit!. 

dos. En el primer caso, la persona ofendida podrá presentarse -

directamente ante el Ministerio público a formular su querella o puede 

presentar la querella un apoderado siendo suficiente un poder general~ 

ra pleitos y cobranzas con cláusula especial para formular querellas. 

En el caso de los mayor-es incapacitados o si se trata de d! 
litas como el rapto, estupro, adulterio; la querella puede ser present,! 

da por los ascendientes, y a falta de éstos 1 los hermanos o los que re­

presenten legalmente al incapacitado. 

3) En el caso de personas morales, el mismo ordenamiento en 

cita, señala que las querellas pueden ser fo muladas por apoderado que 

tenga poder general para pleitos y cobranzas con cláusula especial para 

formular querellas, sin que sea necesario acuerdo previo o ratificaci6n 

del consejo de administración o de la asamblea de socios o accionistas 

ni poder especial para el caso concreto. 

Lo anterior se encuentra fundamentado en el artículo 264 

del C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

En cuanto al Código Federal de Procedimientos Penales éste 

establece que cuando el ofendido sea un menor, pero mayor de 16 años,~ 

drá querellart1e por sí misco o por quien esté legitimado para ello. Tr! 

tandose de menores de edad o de incapacitados, se presentará la querella 

por quien ejerza la patria potestad o l.a tutela. 

En lo que se refiere a la presentación de querellas por pa.!. 

te de personas Morales, el Código Federal de Procedimientos Penales, e!!. 

tablece que éstas pueden ser formuladas por apoderado que tenga poder~ 

(13) 



neral para pleitos y cobranzas con cláusula especial para formular que­

rellas. sin ser necesario acuerdo o ratificación del consejo de admini_! 

tración o de la asamblea de socios accionistas, poder especial para caso 

deteminado, ni instrucciones concretas del mandante. 

Por la regulación que hacen ambos ordenamientos se estima 

que se regula de mejor manera el caso de que el ofendido sea menor de -

edad en el Código Federal de Procedimientos Penales, ya que se present!_ 

rá la querella si es mayor de 16 años el menor, por él mismo, pero sie!!. 

do menor por quien ejerza la patria potestad o la tutela, sin que se de 

el supuesto particular como lo hace el Código de Procedimientos penales 

para el Distrito Federal, señalando que en caso de ser menor de 18 años, 

deberá de presentar la querella los ascendientes• a falta de ellos los 

hermanos o los que representen legalmente al incapacitado. 

3. 5) CAUSAS DE EX'Il!ICIOH DE LA QUl!llELLA. 

El Profesor Guillemo Col in Sánchez, as{ como el Profesor 

José Fránco Villa es sus obras Derecho Mexicano de Procedimientos Pena­

les y El Ministerio Público Federal respectivamente, señalan como causa 

de extinci6n de la querella: a) Muerte del agraviado¡ b) El perd6n del 

ofendido; c) Prescripci6n; d) Muerte del delincuente y e) La amnistia. 

Para los autores antes mencionados, la muerte del agravia­

do extingue el derecho de querella por ser un derecho que solo al ofen­

dido corresponde. Pero si la muerte del ofendido ocurre después de que 

se dió conocimiento al Ministerio Público y el procedimiento se encuen­

tra en Averiguaci6n Previa o instrucci6n, srutirá sus efectos la quere­

lla para realizar los fines del proceso. 

En el caso de la muerte del representante de la persona ~ 

ral o física, el derecho de querella no se extingue debido a que el ti~ 

lar del derecho es el ofendido y no el representante. 

El perdón del ofendido, nos explican los Profesores citados 

con anterioridad, es el acto a través del cuál el ofendido por el delito 

(14) 



o su leg!timo representante 1 manifiestan ante la autoridad corresponilt!! 

te que desean no se persiga a quien lo cometió sin manifestar la expli­

cación de su determinación y generalmente en la práctica se manifiesta 

que se desisten 11 por as! convenir a sus intereses 11 ~ El perdón d•l -

ofendido nos siguen diciendo se puede otorgar en cualquier estado de la 

Averiguación, durante el proceso y hasta antes de que se pronuncie se_!! 

tencia en segunda instancia y el procesado no se oponga a ¡:u otorgamie!! 

to. 

En la Prescripción, los autores mencionados. señalan que és 

ta extingue el derecho de querella, toda vez. que la acción que nazca de 

un delito que solo pueda perseguirse por querella del ofendido o algún 

otro acto equivalente 1 prescribirá en un año 1 contado desde que tenga -

conocimiento del delito y del delincuent_e y si no tuviere conocimiento, 

de ésta circunstancia. preGcribirá en tres años~ 

En el ca.so de la muerte del ofensor o delincuente, también 

extingue el derecho de querella por falta de objeto y de finalidad en el 

proceso. Se puede dar en cualquier etapa del proceso. 

En cuanto a la amnistia. nos dice el Profesor José Franco 

Villa en su obra el Ministerio Público federal qu~ al ser considerada -

como una de las formas más antiguas que se conocen para extinguir la a.s_ 

ci6n penal y sanciones, por parte de la persona que ejerce el poder g~ 

bernativo, concede a un individuo determinado o a quienes han particip!_ 

do en la comisión del delito. (ZS) 

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

se consagra en la Fracción XXtl del artículo JJ la am.nistia que solo pu! 

de ser concedida por el congreso de la Unión y por delitos cuyo conoci-­

miento pertenezcan a los Tribunales de la Federación. 

Dentro del Código Penal, también se consagra la amnistia S!, 

ñalandose que extingue la acción penal y las sanciones impuestas excepto 

la reparación del daño, por consecuencia también extingue la querella. 

(25) franco Villa José. El Ministerio Público Federal. Editorial Porrúa 
México, 1985. pag. 194. 



3.6) SDl&JAllZAS Y DlFEllEllCIAS EHTllE DEllUllCIA Y QUEllELLA. 

DlFERENClAS. 

La denuncia puede ser presenta.da por cualquier persona que 

tenga o haya tenido conocimiento de la existencia de un delito. En el 

caso de la querella. solo puede ser fomulada por la persona ofendida -

por el mismo delito. 

La denuncia es considerada como un acto potestativo por m!. 

dio del cual se le puede hacer del c:onocimiento al Ministerio Público ln 

existencia de un delito y la querella es considerada c:omo un requisito di! 

procedibilidad ya que si no es presentada por el propio ofendido, aún -­

cuando exista el delito o los delitos relacionados con los hechos, y se 

den a conocer al Ministerio Público~ por persona diversa, ésta no pros­

perará, impidiendo al Ministerio Público su actuación. 

En la denuncia, no opeta el perd5n del o(endido y en la 'l'l!:. 

rella es un elemento que la extingue en cualquier etapa del procedimie!!. 

to ya sea en Averiguación Pre\'ia y hasta antes de que se dicte sentencia 

de segunda instancia, sin que se oponga el procesado. 

SEMEJANZAS 

Tanto la denuncia como la querella son una relación de ac­

tos y hechos que se formula ante el Ministerio PúblicC>. 

Puede ser tanto en la denuncia como en la querella formul.! 

das por escrito o verbalmente ante la autoridad competente. 

El efecto que producen ambas es poner a trabajar ar 6rgano 

competente que es el Ministerio Público para la investigación de los d!. 

litos y se aplique la pena cort"espondiente. 

05) 



4) U EXCITATIVA Y U AIJTORlZACIOll. 

4.1) COllCEPTO Y ELDfEllTOS ESENCIALES PARA SU INTEGRACION. 

El Profesor Guillermo Colín Sánchez, nos explica que la e! 

citativa y la autorización, son requisitos de procedibilidad, definien­

do a la excitativa, como la petición que hace el representante de un P.! 

ís extranjero para que proceda penalmente en contra de quien profirió -

injurias al gobierno que represente o a sus Agentes Diplomáticos. (26) 

El Profesor Xanuel Rivera Silva, nos expone que la excita­

tivo consiste en la solicitud que hace el representante de un país e! 

tranjero para que se persiga al que ha proferido ofensas en contra de la 

Nación representada, o en contra de sus Agentes Diplomáticos. (27) 

De las anteriores definiciones, podemos deducir los eleme!!. 

tos que integran al concepto de excitativa. 

Primero: Es una solicitud o petición que hace el Represen­

tante de un país extranjero. 

Segundo: Dicha petición o solicitud es en e1 sentido de que 

se proceda penaloente en contra de una persona detercinada y 

Tercero: Que la persona contra la q\Je se va a proceder pe­

nalcente haya proferido ofensas o injurias contra la nación o gobierno 

representado o sus agentes diplomáticos. 

La autori::ación, se ha definido por los Profesores José fr3!,! 

co Villa y Manuel Rivera Silva, COQO el permiso concedido por una autor,! 

dad determinada en la ley, para que se pueda proceder contra algún fun-­

cionario que la misma ley señala, por la comisión de un delito del Orden 

común. (28) y (29) 

De las anteriores definiciones podecios deducir los siguien­

tes elementos: 

Primero: El permino concedido por autoridad determinada. 

Segundo: Que dicho permiso sea .para proceder en contra de 

¡~~¡ ~~: ~t~: ~:~: m 
28 op. cit. pag. 184 
29 op. cit. pag. 121 
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algún funcionario y 

Tercero: Que dicho funcionario haya cometido un delito del 

órden común. 

4.2) SEllEJAllZAS Y DIFEREllCIAS ENTRE EXCITATIVA Y AIJTOIUZACIDll. 

En cuanto a las diferencias que existen entre la excitativa 

y la autorización, encontramos que mientras la excitativa es una petici.Ón 

que hace el Representante de un pa!s extranjero ante el Ministerio Públ! 

co para que proceda contra un individuo. la autorizaeión se concederá por 

la autoridad competente determinada en la ley. mediare la petición de un 

ciudadano que bajo su más estricta responsabilidad y mediare la present!!_ 

ci6o de elementos de prueba, denuncie anee la Cámara de Diputados del -­

Congreso de la Unión, conductas ilícitas de determinado funcionario que 

sea servidor público en el pa!s. En la excitativa se procede contra el 

sujeto determinado por proferir injurias u ofensas contra determinada N!!, 

ción mientras que en la autorización, el servidor público, comete hechos 

ilicitos consagrados como delito del órden común y por último, la excit_! 

tiva se promueve por el representante de la nación ofendida ante el Mini!. 

terio Público y en la autorización. la denuncia la presenta cualquier P'?!. 

sona ciudadana, ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 

En cuanto a las semejanzas, por ser dos instituciones com­

pletamente diferentes en cuanto a su naturaleza, no se encontraron sem~ 

janzas. 

(17) 



5) DE1'ERMINACIOIIBS A QID: PUEDE LLEGAR EL MINISTERIO PUBLICO 

AL CONCLOIR LA AVERIGUACION PREVIA. 

Cuando se han llevado a cabo todo el conjunto de diligen­

cias necesarias que debe de practicar el Ministerio Público, éste est! 

rá en aptitud de dictar la resolución correspondiente que se le denom! 

na: Determinaciones. 

La determinación será distinta en los siguientes casos: 

1) Si están satisfechos los requisitos del artículo 16 COO! 

titucional y existe detenido, lo pondrá a disposici6n del Agente del -

Ministerio Público en turno, junto con las diligencias, para que éste -

realice la consignación. 

2) En caso contrario, solamente le remitirá las diligencias 

para que solicite la orden de aprehensi6n o la orden de comparecencia. 

J) Cuando existe detenido y no ha sido posible, durante el 

turno, integrar los elementos legales para consignar, s~ le remitirá a 

la guardia de Agentes de la Policia Judicial, a disposición del Director 

General de Averiguaciones Previas, funcionario a _quien se le envia el~ 

ta, para que un Agente del Sector Central la continue y resuelva, ya sea 

consignando o, en su caso dejando en libertad al sujeto. 

4) No habiendo d eteaido, si la investigación no está con­

cluida, se manda el acta a la Dirección General de Averiguaciones Pre-­

vias para la continuación del trámite, y en esas condiciones se determl 

ne lo procedente. 

Es necesario hacer notar que tratandose de delitos sancio­

nados con pena alternativd o no corporal, no debe restringirse la libe! 

tad de las personas. Habiendo detenido, el Agente se concretará a t~ 

mar su declaración, sin limitar su libertad, pues hasta la sentencia se 

sabrá la pena que habrá de aplicarse y que puede consistir en arresto,­

multa o ambas sanciones a juicio del Juez. 

(18) 



DentrÓ de la actividad desarrollada por él Ministerio Pú­

blico. éste puede dicc8.r t-res tipos de determinaciones: 

~) Consignación. 

La consignación, es el acto procesal a través del cuál el 

Ministerio Público ejercita la acción penal, poniendo a disposición de 

el- Juez las diligencias o al indiciado, en su caso, iniciando con ello 

el proceso penal Judicial. 

La consignación puede darse con detenido y sin detenido. 

Cuando la consignación se dá sin detenido y se trata de d! 

litos que se sancionan con pena corporal, va acocpañada del pedimento -

de órden de aprehensión. Si el delito es de los que se sancionan con 

pena alternativa, se realiza únicamente con pedimento de orden de comp.,! 

recencia, 

Tratandose de consignación con detenido, se pondrá al ind! 

ciado a disposición del Juez en la carcel preventiva, remitiendole la -

comunicación respectiva, juntamente con las diligencias. 

Cuando se lleva a efecto la consignación con detenido, el 

Ministerio Público pide al Juez que: radique la causa, tome la declar! 

ci6n preparatoria al indiciado, y que realice todas las diligencias ne­

cesarias a esclarecer los hechos a efecto de resolver sobre la situación 

jur{dica del indiciado dentro del término constitucional de 72 horas, !! 

clarando que se puede ampliar por el mismo tiempo éste término a peti--

ción del indiciado. Cuando es sin deten:i.do, a lo anterior se agrega -

que se libre órden de aprehensión en contra del presunto responsable. 

b) Archivo. 

Cuando practicadas todas las diligencias no se compruebe, 

el cuerpo del delito ni la presunta responsabilidad del sujeto, se d! 

termina el no ejercicio del la acción penal y se archiva la Averigua-­

ción Pcevia. 

La determinación de archivo, no significa que por haber~ 

suelto as{, ya no es posible hacer nada, pues en cuanto aparezcan nue-
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vos elementos el Ministerio Público, queda obligado a continuar la Av.!:_ 

rigua.ción Previa porque carece de funciones jurisdiccionales y sus de­

terminaciones no causan estado. 

e:) Reserva. 

Cuando las diligencias no se han practicado por una difi­

cultad material que impide la práctica de las mismas, v. gr. mientras 

comparece una persona citada, por el momento se determina la reserva.y 

se ordena a. la Policia Judicial que haya las investigaciones tendientes 

a esclarecer los hechos. 

Lo anterior se desprende de la lectura de los C6digos de 

Procedimientos penales tanto Federal como del Distrito Federal. 

(ZO) 



B) PKEPAllACIOll DEL PROCESO. 

( TEllKlllO COllSTITUCIOMAL. ) 

1) CONCEPTO, ETAPAS Y JlEGLAS PROCESALES Qlll! RIGEN EL 

TERllillO CONSTITUCIOllAL. 

El Profesor Sergio García Ram!rez, en su obra titulada D.!, 

recho Procesal Penal, nos explica que después de que existe consigna-­

ción por el Ministerio Público de las actuaciones practicadas, la Av.!! 

riguación previa se turna al Organo Jurisdiccional, abriendose con ello 

el proceso propiamente dicho, comenzando con su primer etapa que lo i!!. 

tegra denominada Instrucción. (30) 

La Instrucción nos dice el Profesor Guillermo Col{n S§nc:hez 

que es la etapa procedimental en donde se llevarán a cabo actos proce­

sales, encaminados a la comprobación de los elementos del delito y al 

conocimiento de la responsabilidad o inocencia del supuesto sujeto ªE. 

tivo; el Órgano jurisdiccional a través de la prueba conocerá la verdad 

histórica y la personalidad del procesado, para estar en aptitud de r! 

solver, en su oportunidad, la situación jurídica planteada. 

El Profesor Franco Villa José, nos explica que gramatica.! 

mente instruir significa enseñar, informar de alguna coda o circunsta!!_ 

cia; pero en el procedimiento Judicial, la palabra instrucción debe de 

tomarse en su significaJo técnico-jurídico como la fase preparatoria, 

que tiene por objeto la reunión de las pruebas y el uso de procedicie!!. 

tos y formalidades para poner un negocio en estado de ser juzgado. (31) 

La instrucción se inicia cuando ejercitada la acción penal 

el Juez ordena la radicación del asunto, principiando así el proceso,y 

consecuentemente, la trilogía de actos que lo caracter!zan: acusatorio 

de defensa y decisorio. 

Las etapas en que se dividen los actos procesales deberán 

de llevarse a cabo durante ésta fase, justificando su división en per!E!. 

!!~!-~_!tapas. 

(30) GarÍia Ra11írez,Ser§iº¡ g,recho ~Hcesal Penal. 2a. Edición, Edit!?_ 
(31) W clg~rp~g.M2M~ ' 9 pag. 
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En el Código de Procedimientos Penales para el Distrito F.! 

deral, el primer periodo abarca desde el auto de inicio o de radicación 

hasta el auto de formal prisión; el segundo, principia con el auto de 

formal prisión y concluye con el auto que declara cerrada la instrucción. 

Dentro del Código Federal de Procedimientos penales comen­

zará de diferente manera que en el Código del Distrito Fed~ral, expli~ 

do que la instrucción abarca las dfligencias practicadas ante y por los 

Tribunales con el fin de averiguar y probar la existencia del delito, -

las circunstancias en que hubiere sido cometido y las peculiaridades de 

el inculpado, as! como la responsabilidad o irresponsabilidad penal de 

éste. 

De lo anterior podemos deducir que el término constitucio­

nal en el C6digo de Procedimientos penales para el Distrito Federal, c~ 

mienza con el auto de radicación, dictándose la orden de aprehensión c~ 

rrespondiente en caso de ser una consignación sin detenido, y una vez 

que se aprehende al presunto responsable, se le toma dentro de las 48 -

horas de estar a disposición del Juez competente su declaración prepar.! 

torta, se estudiará el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad, 

y se resuelve su situación jur!dica dentro de las 72 horas siguientes a 

después de que se puso a disposición del Juez competente, término que 

con las últimas reformas se puede ampliar por 72 horas más a petición -

del propio inculpado y dentro de éste término se pueden ofrecer las Pnl!. 

bas pertinentes para desvirtuar el cuerpo del delito y la presunta re!_ 

ponsabilidad. 

En el Código Federal de Procedimientos penales, lo anterior 

está dividido en dos procedimientos coco les !la.e.a en su art!culo l 0 , el 

de preinstrucción en el que se realizan las actuaciones para detet'lllinar 

los hechos t:.ateria del proceso. la clasificación de éste conforae al ti­

po ¡:enal aplicable y la probable responsabilidad del inculpado o bién se 

puede dictar un auto de libertad por falta de ele::.entos para procesar. 

La instrucción que abarcaría desde las diligencias que se 

practiquen para averiguar la existencia del delito, las circunstancias 

en que se cometió )' las peculiaridades del inculpado as! cooo la respo!! 

(22) 



sabilidad o irresponsabilidad penal de éste, as{ se desprende de la le~ 

tura de sus primeros art!culos. 

2) ADTO DE IWJICACIOH Y SUS EFECTOS. 

Dentro del Código de ·Procedimientos Penales para el Distri 

to Federal, la primer etapa de la instrucción se inicia en.el momento en 

que ejercitada la acción penal por el Ministerio Público, el Juez que~ 

noce de la causa, dicta el auto de radicaci5n o de inicio o comúnmente 

llamado auto de cabez.a de proceso. 

El auto de radicaci6n es la primera resoluci6n que dicta el 

Organo de la Jurisdicción, con ésta se taanifiesta en forma efectiva la 

relación procesal, pues es indudable que_, tanto el Ministerio Público, 

como el procesado. quedan sujetos, a partir de ese momento, a la Juris­

dicci5n de un Juez penal determinado, as!. no lo explica el Profesor Gu,! 

llenoo CoHn Sánchez. (32) 

Los requisitos que debe de contener éste auto de radicad.ón 

son los siguientes: 

La fecha y hora en que se recibió la consignación; la órden 

para que se registre en el libro de gobierno y se den los avisos corre! 

pendientes, tanto al superior como al Ministerio Público adscrito, para 

que éste último intervenga de acuerdo con sus atribuciones; la orden de 

practicar las diligencias cuando hay detenido; cuando no lo hay, deberá 

ordenar el Juez. que se haga constar solo los datos primeramente citados 

para que previo estudio de las diligencias, esté en aptitud de dictar la 

6rden de aprehensión, o negarla. 

El Código federal de Procedimientos Penales, señala al re!! 

pecto que el Juez ordenará o negará la aprehensi5n, reaprehensión o co~ 

parecencia solicitada por el Ministerio Público dentro de los 15 d1as -

contados a partir del dla en que se haya acordado la radicación de la -

causa. 

Los efectos del auto de radicación dependerán de la forma 
(32) op. cit. pag. 242. 
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en que se haya dado la consignación, es decir con detenido o sin dete­

nido. 

Cuando es consignación sin detenido, se toma en cuenta si 

los hechos ameritan una sanción corporal, o si por el contrario, se~ 

cionan con pena alternativa, toda vez que ambas situaciones producen s,i 

tuaciones y consecuencias diferentes: en el caso de que ameriten sa!! 

ción cotporal, previa satisfacción de los requisitos del art!culo 16 

constitucional, procederá la orden de aprehensión; en el caso de que 

ameriten pena alternativa, se librará la cita, comparecencia u orden de 

presentación para lograr la presencia del sujeto ante el Juez. 

Cuando es consignación con detenido se toma en consideración lo que dis 

pone el art1culo 19 constitucional que señala que ninguna detención p~ 

drá exceder del término de tres días sin que se justifique con auto de 

formal prisión, en el que se expresarán, el delito que se impute al oc:!. 

sado; los elementos que constituyen aquél; lugar, tiempo y circunstan­

cias de ejecución, y los datos que arroje la averiguación previa, los 

que deben ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y la pre.ru:l 

ta responsabilidad del acusado. 

La infracción a ésta disposición hace responsable a la ª!:!. 

toridad que ordene la detención, o la consienta, y a los agentes, m~ 

tros, alcaides o carceleros que la ejecuten. 

3) LA ORDl!ll DE APREHl!llSIOll, llEAPREllEHSION, COl!l'ARECEllCIA Y PRESENTACIOH 

3, l) REQUISITOS ESEllClALES. 

ORDEN DE APREHENS ION 

Dogmáticamente en el Derecho Mexicano, para autores como 

Gonz.alez. Bustamente Juan José, Sergio Garcia Ramirez., Guillermo Col{n 

Sánchez, José Franco Villa, Manuel Rivera Silva y otros notables PrE_ 

fesores, la orden de aprehensión se ha entendido como una situación J~ 

r{dica, un estado o modo de lograr la presencia del imputado en el pr~ 

ceso. 
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Desde el punto de vista procesal es una resolución jurídi­

ca en la que, con base en el pedimento del Ministerio Público y satisf.!. 

chos los requisitos del artículo 16 constitucional. se ordena la captura 

de un sujeto determinado, para que sea puesto, de inmediato, a disposi­

ción de la autoridad que lo reclama, o requiere, con el fín de que e~ 

ca todo lo referente a la conducta o hecho que se le atribuye. 

En cuanto a los requisitos de la órden de aprehensión, P.! 

ra que el Juez pueda librar una orden de aprehensión contra una persona 

como se desprende le la lectura de los preceptos del Código de Procedi­

mientos Penales para el Distrito Federal 1 se deben de tomar en cuenta d! 
terminados requisitos como son que el Ministerio Público la haya solic.! 

tado y que se reunan los requisitos señalados en el artículo 16 constit!!. 

cional de tal manera que los requisitos son los siguientes: 

Que exista una denuncia o una querella, que la denuncia o 

la querella sean sobre un delito que se sancione con pena corporal, que 

la denuncia o querella estén apoyadas en declaración bajo protesta de 

persona digna de fé, o por otros datos que hagan probable la responsab.! 

lidad del inculpado y que la solicitud la haga el Ministerio Público. 

ORDEN DE REAPREHENSION. 

Para autores como Guillermo Colín Sánchez. José Franco Vi­

lla y Manuél Rivera Silva, es una resolución judicial que manda o dete!. 

mina la privaci6n de la libertad de una persona cuando: se evade de la 

carcel¡ gozando de la libertad bajo protesta se ausenta de la población 

sin el permiso del Juzgador¡ deja de cumplir con las obligaciones inhe­

rentes al disfrute de la libertad bajo fianza o caución; gozando de la 

garant!a cencionada no se presenta a cumplir la sanción. de tal manera 1 

que faltando una de las conductas impuestas, el Juez sin que medie pet.!. 

ción del !iinisterio Público 1 dicta orden de reaprehensión. 

ORDEN DE COMPARECENCIA. 

Cuando se trate de infracciones penales sancionadas con a­

percibimiento, caución de no ofender, multa, independientemente de su -
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monto o pena alternativa, el Ministerio Público ejercita la acción P! 

nal sin detenido, ante los Jueces de paz, solicitando se le cite conel 

f!n de tomarle su declaración preparatoria al inculpado, pues la cons­

tituci6n prohibe que se restrinja la libertad personal por delitos que 

tienen señalada pena no corporal o alternativa. 

Si los requisitos legales del pedimento formu~ado por el -

Ministerio Público están satisfechos, el juez ordenará la cita mencion!, 

da, misma que quizá no sea obedecida, dando lugar a un nuevo llamado, y 

finalmente a la orden de presentación que deberá cumplir la policia ju­

dicial, lográndose as! la comparecencia del sujeto ante el Juez. 

As! mismo de la lectura de los preceptos del Código Federal 

de Prodecimientos penales, se desprende que cuando el delito se sancione 

con pena alternativa o no corporal, se iibrará orden de comparecencia P!. 

ra que el inculpado rinda su declaración preparatoria. 

3. 2) Sl'MEJAllUS Y DUEREllCIAS ENTRE LA ORDEll DK APRl!llEllSIOH 

llEAPRl!llEllSIOH, COtlPilECEllCIA Y PRKSKNTACION. 

SEMEJANZAS 

Las semejanzas consisten en que las orde~es antes mencio­

nadas, son dictadas después de haberse cumplido con determinados requi­

sitos para no comet~r violaciones a garantías individuales del gobernado 

as! mismo las cuatro oróenes mencionadas, deben ser dictadas por un Juez 

Penal. 

DIFERENCIAS 

Las diferencias consisten en que mientras la orden de apr!:_ 

hensi6n es dictada por un Juez Penal cumpliendo determinados requisitos 

como los señalados en el artículo 16 constitucional y art!culo 132 del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, la orden de 

reaprehensión se dicta después de que se cumplieron los requisitos ant,! 

riormente señalados y habiendo previamente una orden de aprehensión, 

sin que se pueda dictar la reaprehensión sin que se trate de evación de 
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preso. que gozando de la libertad bajo protesta o bajo cauci6n se ause.!!. 

te sin permiso del Juzgado o no cuo.pla con la sanción impuesta. 

En el caso de la orden de cot1parecencia 1 éste a difereocia 

de las mencionadas anteriormente. se puede dictar por un Juez d.:! paz, o 

un Juez Penal y debe de ser por delitos que sean sancionados con apere! 

bim.iento, caución de no ofender, culta o pena alternativa, ejerciendo la 

acción penal sin detenido, solicitando se cite al inculpado para tomarle 

su declaración preparatoria. 

En el caso de la orden de presentación, se distingue de las 

mencionadas anteriormente en virtud de que ésta es una consecuencia de 

la orden de comparecencia que se ejecuta por la Policia Judicial cuando 

se hace caso omiso a la orden de comparecencia. 

4) LA DECLAKACION PREPARATORIA. 

La declaración preparatoria es el acto a través del cual, 

comparece el procesado ante el Organo Jurisdiccional, con el objeto de 

hacerle conocer el hecho punible por el que el Xinlsterio Público eje! 

citó acción penal en su contra para que pueda llevar a cabo sus actos 

de defensa, y el Juez resuelva la situación Jurídica, dentro del tér­

mino constitucional de setenta y dos horas, as! la define el Profesor 

Guillenoo Col!n Sánchez. (33) 

El Profesor Juan José Gonzalez Busta:nente, nos explica que 

dE:clarar significa exponer hechos, es una manifestación del ánic.o de la 

intención o la deposición que hace un inculpado de causas criminales. 

Preparar quiere decir prevenir, disponer de alguien para 

una acción que se ha de seguir. 

En éste sentido, la declaración preparatoria tiene por f.!._ 

nalidad info~r al inculpado sobre el procedio.iento judicial instaur! 

do en su contra para que conteste los cargos. (34} 

<Hl op. cit. ~ag. 248. 
( g~~¡~¡~~. ~~ :~~~!ó~';'ª~dÍ~~~ialrbg~~R!~s~~~i~~ :eyªg) :rp¡~~a fsO~na 1 
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4.1) AllTECEDEllTES DE U. DECUllAClOll PREl'ARAIORIA. 

Se ha mencionado por autores como Juan Josi; Gonz.alez Bus­

tam.ante que su antecedente se ha querido encontrar en la declaración~ 

dago.toria o declaracion con cargos establecida en la Ley del Enjuicia­

miento criminal española de 1882, pero la declaración preparatoria no 

es un medio de investigación del delito ni tiende a provocar la conf! 

sH5n del inculpado sobre los hechos que se le atribuyen porque entonces 

se le confunde con la declaración indagatoria o declaración con cargos, 

en que se imponia al Juez la obligación de formular preguntas, cargos, 

y reconvenciones sobre la participación que el inculpado hubiere teni­

do en el delito. 

En la Ley de enjuiciamiento. criminal española de 1882, con 

el objeto de obtener la confesi6n del supuesto sujeto activo del del! 

to y de indagar los hechos, ordenaba su incomunicación por un término, 

que no deb1a de exceder de 5 d{as. 

La declaración indagatoria en las causas criminales, es !!. 

quella que se toma al presunto reo, para indagar o inqut'rir el delito, 

y el delincuente con cierta cautela. En ella, se pregunta al inculp,! 

do su nombre, naturaleza, vecindad, oficio, edad, ·pasoS que di6 el día 

que se cometi6 el delito, personas con quienes se acompañó, asuntos de 

que se habló, si sabe quien cometió el delito, si alguna vez ha estado 

preso o procesado y, en fin todo aquello que convenga para la averigu!. 

ci6n de la verdad, ast lo explica el Profesor Juan José Gonzalez Bust!_ 

mante. (35) 

En el Derecho Mexicano, perdur6 hasta la Const1tuc16n de 

1857, en que se estableció como garant{a tomar al inculpado su declar.! 

c16n preparatoria dentro del tén:iino de 48 horas, a partir del momento 

en que era pul!sto a disposición del Juez, pero se precisó en qué forma 

se debta di! llevar a cabo. 

Pera en la actualidad, la Constitución vigente y los Cód!. 

(35) Goy:al•i Busta:;ente Juan af'"· Prj.nci~j.ot de SáJ•ch~ Pr~cesa_J Pe 
~~tnMÍ~c~!~~e.'ª· Edic. E t. Porrua .• ex col • c tan o a ua.,.. 
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digos de Procedimientos Penales tanto Federal como del Distrito Federal 

consolidaron lo establecido en la Constitución antes mencionada al ese! 

blecer el tiempo dentro del cuál debe de rendirse y la forma de llevarla 

acabo. 

4. 2) LA DECL\RACIOH PREPARATORIA CCltO GAl!AMTIA COHSTITUCIOHAL. 

[.a declaracion preparatoria tiene su fundamento legal en el 

artfculo 20 constitucional Fracción tercera que dispone que en todo JU! 
cio del orden criminal, tendrá el acusado la garant!a de hacerle saber 

en audiencia pública, y dentro de las 0:.8 horas siguientes a su consig­

nación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa 

de la acus,1ción, .1 fin de que conozca bien el hecho punible que se le 

atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en éste acto su declar! 

ción prepar.Horia; 

De el contenido de éste precepto se desprende que primero, 

el procesado conozca los hechos motivo de la acusación y en ésta forma, 

pueda preparar su defensa la cual se iniciará, ya sea con declaración o 

con llJs actos que lleve a cabo su defensor y segundo, el tier::ipo es ~ir 

que dentro del tét'tl:Lino de 48 horas siguences a su consignacii5n, declare 

ante su Jue~. aclarando que dicho tét"Q.ino siecpre e:::ipe.::ará a contar 

partir del tiooento en qt1e fué puesto a disposición de la Autorid.id Jud! 

ci;al, por lu que es cuy importante hacer constar la fecha en el auto de 

radicación. 

4.J) REGLAS PROCESALES QUE RlGEll U. DECLAXACION PREPAllATORIA 

Dentr"1 del Código de Procedi:nientos ?en.:ilt!s para el Oistr! 

to federal se establecen reglas q:ue ri~en la declaración ?repa:-acoria y 

as{ teneeos que dentro de las :08 horas siguentes a que ha quedado a di! 

posic16n dl! la autoridad judicial el i:iculp.ido, se le c!t?berá de to::..ar -

su declaración prepar.itori.1, la cual se practicará siguiendo el princi­

pio de la publicid,1d en virtud de que el Público puede tener lib:-e acc~ 

so. 
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No se podrá emplear la incomunicación ni ningún otro medio 

coercitivo por parte del Juez para lograr la declaración del detenido, 

haciendosele saber a éste el nombre de su acusador, testigos que decla­

ren en su contra, la naturaleza y causa de la acusación, para que cono.:_ 

ca bien el hecho que se le imputa, as! c.is::no, se le hará saber la garan, 

t!a de la libertad cauciona! si es que procede y el procedimiento para 

que la pueda obtener señalandole que podrá defenderse por st mismo o~ 

brar a personas de su confianza para que los defiendan. 

La declaración preparatoria se comienza comando al presun­

to responsable su generales, incluyendo apodos si es que los tiene, se 

le examinará sobre los hechos que se le imputen a fin de establecer el 

delito y la circunstancia de tiempo y lu&ar en que se concibi6 y ejecu­

tó el delito. 

Podrá intE1:rrogarse al acusado ya sea por el Ministerio Pú­

blico o por la defensa desechando el Juez las preguntas capciosas o que 

tienden a ofuscar la mente del acusado. 

Terminada la declaración del acusado o la manifestación de 

no declarar, el Juez le nombrará al acusado un defensor que puede ser 

de oficio o uno que r.ombre el propio acusado. 

Lo anterior se encuentra regulado en los artículos 287 al 

296 del Código en cita. 

El Código Federal de Procedimientos Penales, se regula de 

manera similar la declaración preparatoria mencionando que la misma se 

recibirá en el local que tenga acceso al público, sin que puedan estar 

presentes los testigos que deben ser exa::;inados con relación a los he­

chos que se averiguen. 

La declaración preparatoria cocenzará por las Generales -

del inculpado, incluyendo sus apodos si los tuviere, haciendosele sa..~r 

el derecho que tiene para defenderse por s! o por persona de su conf!a:! 

za dandole a conocer la naturaleza )" causas de la acusación, se le ex!!_ 

minará sobre los hechos que motivaron la averigudción para esclarecer 
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los hechos que motivaron la Averiguación Previa, as1 como la participa­

ción y circunstancias personales del acusado. Se le dará a conocer la 

garantta de libertad bajo cauci6n y la manera de solicitarla. Si no 

quisiera rendir su declaración, se le hará saber por parte del juz.gado, 

que alcances y consecuencias legales puede tener ésta declaraci6n, deJB!!. 

do constancia en el expediente. Se podr.§. carear con los teatigoa que 

depongan en su contra si los hubiera. 

Esta declaración, se rendirá oralmente •in que pueda ser ! 

consejado o asesorado el inculpado. La defensa como el Ministerio Pú-

blico podrán interrogar al inculpado refiriendose a hechos propios del 

mismo. Se desecharán las preguntas que a su juicio sean capciosas o 

inconducentes, as1 se desprende de la lectura de los art!culos 153 al -

160 del Código en cita. 

5) EL CUlW'O DEL DELITO 
y 

LA PRESUNTA RESPOHSAB ILIDAD. 

5.1) CONCEPTOS DEL CUERPO DEL DELITO Y LA PRESITTITA RESPONSABILIDAD. 

El cuerpo del delito es un concepto de gran impo.!. 

tancia en el Derecho del Procedimiento Penal, debido a que la comproba­

ción de la conducta o hecho punible descrito por el Legislador y enten­

dido como un todo unitario en los elementos GUe lo integran, es la base 

en que se sustenta; sin ello, según criterio de la Suprema Corte de ~ 

ticia de la Nación, " no puede declararse la responsabilidad del acusado 

sin imponersele pena alguna, as! lo señala el Profesor Guillenno Col!n -

Sánche•. (36) 

Para poder emitir un concepto de lo que es el cue.!. 

po del delito, se tiene que acudir a la doctrina en lo referente al tipo 

penal y toCLar éstas bases y elementos que son necesarios para precisar -

su alcance en el Derecho Mexicano. 

Tipo delictivo y cuerpo del delito son conceptos -
(36) op. cit. pag. :!53. 
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relacionados tntimamente uno con otro, en virtud de que el primero se ~ 

refiere a la conducta previamente considerada antijurídica_ por el Legi_! 

lador y el segundo, a la realización del delito, por lo tanto para que 

se pueda dar el cuerpo del delito, deberá existir previamente el tipo -

del delito correspondiente. 

El Tipo ha sido definido por algunos .autores Mexl: 

canos, entre los que destacan Fernando Castellanos Tena que señala: "El 

tipo es la creación Legislativa, la descripción que el Estado hace de -

una conducta en los preceptos penales. 11 (37) 

Para Ignacio Villalobos, el tipo penal. " es la -

descripción esencial, objetiva, de un set.o que, si se ha cometido en co~ 

diciones ordinarias, la ley considera delictuoso; y siempre que un co!!! 

portamiento Humano corresponde a éste tiPo o a ese modelo, cualesquiera 

que sean sus particularidades accidentales, será declarado como delito 

previsto por la Ley." (38) 

Para el Profesor Mariano Jimenez Huerta, citado -

por Colín Sánchez Guillermo1 nos explica que los tipos penales represe.!! 

tan a las fuerzas impulsoras que ponen en marcha la dinámica del proce­

so, traduciendosc en el apotegma de Nullum Crimen.Sine Tipo. (39) 

De lo anterior podemos desprender que el tipo pe 

nal es algo estático, emanado del legislador y consagrado en nuestros 

C6digos Penales para cumplir así con los fines generales del derecho. 

La tipicidad su ha definido como 11 la adecuación 

de una conducta concreta con la descripción legal formulada en abstra~ 

to, es el encuadramiento de una conducta con la descripción hecha en la 

Ley¡ la coincidencia del comportamiento con el descrito por el legis1! 

dor, en suma la acuñación o adecuación de un hecho a la hipótesis legi! 

lativa, as{ lo menciona el Profesor Fernando Castellanos Tena. (40) 

o~. cit. pa~. 167. 
V~llalobyª ~gnacio} 9erecho Penal Ml!xicano. 4a. Edic. Edit. Porrúa, 

~P~ ~~~. p:gs~ª~S:. 5 
• 

op. cit. pas. 167 yl66. 

(32) 



Celestino Porte Petit, en su obra Importancia de 

la Dogmática Jurtdico penal, señala que la tipicidad es la adecuación, 

de la conducta al tipo que se resume en la formula Nullum Crimen Sine 

Tipo. 

Por lo anterior, la tipicidad es lo din.5mico cua!! 

do existe una conducta susceptible, es decir identificada con la descri,2 

ción incluida en la catalogación legal. 

El concepto de cuerpo del Delito, ha ido evoluci~ 

nando, as! tenemos que el Código de Procedimientos Penales de 1894 ind! 

caba: "todos los delitos que por éste código no tengan señalada una pru_!:. 

ba especial, se justificarán comprobando todos los elementos que los -­

constituyen, según la clasificación que de ellos haga el C6digo Penal, 

teniendo siempre presente lo dispuesto por éste en su artículo 9° que 

establecta: 11 Siempre que un acusado se le pruebe que violó una ley pe­

nal, se presumirá que obró con dolo; a no ser que se averigue lo contt"! 

rio 1 o que la Ley exija la intensión dolosa para que haya delito, 11 

(C6digo Penal de 187 l.) 

Los redactores del los Códigos de Procedimientos 

de 1894 identificaban el delito con el cuerpo del delito. La Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, pretendiendo aclarar éste punto sent6 

Jurisprudencia en el sentido que por cuerpo del delito debe entender­

se 11 el conjunto de elementos objetivos externos que constituyen el d! 

lito, con total abstracción de la voluntad o del dolo. 11 (41) 

El Códib., de Procedimientos Penales para el Dis­

trito Federal, siguiendo el criterio anterior señala en su art!culo 94 

que: 11 Cuando el delito deje vestigios o pruebas maceriales de su per­

petraci6n, el Ministerio Público o el Agente de la Policia Judicial lo 

hará constar en el acta que levante, corrigiendolos si fuera posible." 

As! misma el articulo 122 del mis:no ordenamiento 

legal, nos establece que: " El cuerpo del delito se tendrá por compro­

bado cuando se acredite la existencia de los elementos que integran la 

~!:!~!!eción de la conducta o hecho delictuoso según lo deter:nina la Ley 
(41) Semanario Judicial de la Federación. TottDSXXVIl y X.XIX. 
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penal. Se atenderá para ello, en su caso, a las reglas especiales que 

para dicho efecto previene éste código. 11 

De los preceptos antes cencionados se desprende -

que el cuerpo del delito son los elementos integrantes de la conducta o 

hecho delictivo; en consecuencia, es necesario deten:dnar si está CO.! 

probado el injusto punible, lo cual corresponderá al objetivo, subjeti­

vo y nomativo, de acuerdo con la descripción legal de cada ilícito de 

los previstos por el Legislador en el Código Penal u otras leyes. Así 

por ejemplo el cuerpo del delito se tendrá por comprobado en el caso de 

lesiones, con la declaración del denunciante o querellante, la fé de l!, 

siones que se practique por los dos médicos legistas adscritos al Mini! 

terio Público, o medicas de los sanatorios u hospitales del propio Pre­

sunto responsable, elementos que una vez. estudiados por el Ministerio -

Público resolverá la consignación de la Averiguación Previa a un Juez -

Penal. 

La presunta responsabilidad. Dentro de la Doc-

trina Mexicana se habla indistintamente de Responsabili~ad probable o 

Presunta, siendo dichos términos sinónimos, significando lo fundado en 

razón prudente, o de lo que se sospecha por tener indicios. 

Existe Presunta responsabilidad cuando hay eleme!! 

tos suficientes para suponer que una persona ha tomado parte en la com! 

sión, preparación o ejecución de un acto típico, por lo cual debe ser 

sometido al proceso correspondiente. 

Dentro del Código Federal de Procedimientos Pena­

les. se establece que la Presunta responsabilidad del inculpado se ten­

drá por comprobada cuando, de los cedios probatorios existentes, se d.!_ 

duzca su participación en la conducta o hechos constitutivos del delito 

demostrado. 

La determinación de la Presunta Responsabilidad -

del Procesado, corresponde fundamentalmente al Juez; sin embargo, tam-­

bién concierne al Ministerio Público siendo indudable que durante la A­

veriguación previa, para estar en posibilidad de resolver si procede la 
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consignaci6n o la libertad del sujeto. analice los hechos y todas las 

pruebas recabadas 1 porque, aún habiendo integrado el cuerpo del deli­

to sin estar demostrada la presunta respcmsabilidad, no podrá cumplir 

con el ejercicio de la acción penal. 

El organo Jurisdiccional, por imperativo legal, 

también debe de establecer si existe probable responsabilidad para de­

cretar la orden de captura y el auto de formal prisión. 

5.2) I!ITEGRACIOli Y Cl»IPIWBACIOH DEL CllEllPO DEL DELITO 

Y U. PRl!SUllTA Rl!SPOllSABILIDAD. 

La integración del cuerpo del delito es una act.! 

vidad que corre a cargo del Ministerio Público durante la Averiguación 

Previa y tiene su fundamento en imp~rativos del carácter legal. 

Los Códigos de Procedimientos Penales para el Di~ 

trito Federal as{ como el Federal señalan en sus artículos 94 y 18 l re_:! 

pectivamente que 11 cuando el delito deje vestigios o pruebas materiales 

de su perpetración, el Ministerio Público o el Agente de la Policia J~ 

dicial lo hará constar en el acta que levante, recogiendolos si fuere -

Posible. 

De éstos artículos se desprende, que del conjun­

to de elementos probatorios que se hayan logrado acumular durante la ~ 

veriguación Previa, dependerá que el cuerpo del delito resulte compro­

bado o no. 

Hay que tomar en cuenta que intergrar significa -

componer un todo con sus partes; en cambio, comprobar es evidenciar una 

cosa, cotejándola con otra, repitiendo las demostraciones que la prue-­

ban y acreditan como cierta. 

La comprobación del cuerpo del delito implica de­

terminar si la conducta o hecho se adecua a la hipótesis de la norma P! 

nal que establece el Tipo. 
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El Profesor Manuel Rivera Silva, nos explica que, 

puede acontecer que la conducta o hecho que se realice, 11delito real", se 

adecue a un tipo legal 11monotipicidad" o a varios tipos "plurotipicidad11 

integrandose tantos cuerpos de delitos, en proporción al alcance de 

la conducta o hechos y en relación con el catalogo existente en el Cód! 

go Penal 11 delito Legal ". (42) 

De lo anterior se desprende que el proceso de ad.!. 

cuación típica consiste en atender al bien jurídico tutelado, comparan­

do la conducta o hecho con las formas descritas por el legislador para 

lograr su identidad; además tomando en cuenta y examinando cada uno de 

los elementos integrantes del tipo, los cuales reunidos en su totalidad 

lo comprueban, pues si faltáre alguno no habrá tipicidad y en consecue!! 

cia cuerpo del delito. 

En la Legislación positiva, la comprobación del -

cuerpo del delito es una función que corresponde al Organo Jurisdiccio­

nal de acuerdo con lo previsto en el artículo 19 de la Constituci6n de 

Los Estados Unidos Mexicanos, que establece que: 11 Ninguna detención p~ 

drá exceder del término de tres días sin que se justifique con un auto 

de formal prisión, en el que se expresará: el delito que se impute al !!. 

cusado; los elementos que constituyen aquel; lugar, tiempo y circunsta!! 

cias de ejecución. y los datos que arroje la Averiguación Previa, los 

que deben de ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer 

probable la responsabilidad del acusado. 

La comprobación del Cuerpo del delito está a car-

go del Juez en diversos momentos procedimentales: durante la etapa de 

instrucción y en el juicio. 

Dentro de la Instrucción porque examina las dil! 

gencias de A\'eriguación Previa y las que se hubiese practicado ante el 

mismo, cuando se consigna sin detenido o cuando el acta de Policia J!:!_ 

dicial no aparezca la detención de persona alguna, y el Ministerio Pú­

blico pide a la Autoridad Judicial que se practiquen diligencias nece­

§.ª!!2~_hasta dejar comprobados los requisitos que señala el artículo -
(42) op. cit. pag. 154 y 155. 
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Dentro del proceso, el Juez. go%ará de la acción -

más amplia para emplear los medtos de. 1nvestigaci6n que estime conduce!! 

tes, según su criterio para podl!r comprobar el cuerpo del delito. 

En lo referente. a la Presunta responsabilidad, de 

la lectura de los art!culos referentes al cuerpo del delito 1 se deduce 

que habrá presunta responsabilidad cuando hay elementos su(icientes pa­

ra suponer que una ptrsona ha tomado parte. en la concepción) preparad.&\ 

o ejecución de un acto tI.pico, por lo cual debe ser sometida al proceso 

correspondiente. 

Dentro del C6digo FE!deral de Procedimientos Pena­

les. el Cuerpo del Delito y la Presunta Responsabilidad del inculpado, 

se regulan en el Titulo V, Disposi.:1'1nes comunes a la Averiguación Pre­

via y a la Instrucci6n, Capitulo t, denominado, Comprobaci6n del Cuerpo 

del delito y la Presunta responsabilidad del Inculpado, regulandose del 

articulo 168 al 192. 

El OrdenainientC> antes citado, nos señala que como 

base del ejercicio de la Acción Penal y del Proceso Penal federal, ante 

todo se debe de comprobar el cuerpo del d~lito y la. Presunta Responsab! 

lidad del inculpado. 

El Cuerpo del OelitQ se tendrá por comprobado~ 

do se acredite la existencia de los elementos que integran la descrip-­

ción de la conduces. o hechos deUctuosos, según lo determina la ley P!. 

nal. 

La Presunta Responsabilidad del inculpado, señala 

el or-dena1:1tiento en cita, se tendrá por coniprobado cuando, de los cedios 

probL\torios existentes. se dedu;:ca su participación en la conducta o h!, 

chos constitutivos del delito i:ostrado. 

De lo antcrionnence señalado, se deduce que se -

regula de la -oisi:ia Q:.lnera las dispostcion~s referentes al Cuerpo del d!, 

lito y la Presunta Rt!sponsabilidad en el C6digo de Procediaientos Pena­

les para el Distrito F~deral y el Federal d!! Procedimientos Penales. 
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6) llESOLOCIOllES QUE SE DICTAN AL VENCER EL TEllKillO DE 72 HORAS. 

Desde el comento en que el procesado fué puesto a 

disposición del Juez, éste, al fenecer el término de 72 horas, resolve­

rá la situación jur!dica planteada, lo cual se dará en las siguientes -

fo mas: 

1) Dictando auto de formal prisión. 

2) Dictando auto de formal prisión con sujeción a 

proceso, cuando la consignación se efectuó sin detenido, por delito sa!!. 

cionable con pena no corporal o alternativa. 

3) Dictando auto de libertad por falta de méritos 

o de libertad por falta de elementos para procesar. 

El Código Federal de Procedimientos Penales est!, 

blece en su artículo 161 que dentro de las 72 horas siguientes al mome!! 

to en que el inculpado quede a disposición del Juez, se dictará el auto 

de formal prisión, cuando de lo actuado aparezca acreditado que se ha t~ 

mado declaración preparatoria al inculpado, en la forma y con los requ! 

sitos establecidos en la Le>'1 o bien que se conste en el expediente que 

aquel se reusó a declarar, que esté comprobado el Cuerpo del Delito que 

tenga señalado sanción privativa de libertad, que en relaci6n a lo ant=. 

rior, esté demostrada la Presunta Responsabilidad del acusado, y que no 

esté plenamente comprobado a favor del inculpado alguna circunstancia -

eximente de responsabilidad, o que extinga la acción penal. 

El plazo a que se refiere el parrafo anterior se 

duplicará cuando lo solicite el inculpado por escrito, por conducto de 

su defensor al rendir declaración preparatoria, por convenirle dicha ª! 

pliación con el objeto de recabar elementos que deba someter al conoci­

mientos del Juez para que este resuelva sobre su situación Jur!dica, 

El H.inist~rio Público no puede solicitar dicha -

prorroga ni el Juez resolverla de oficio, aún cuando, r!lientras corra el 

per!odo de ampliación, aquel puede, solo en relación con las pruebas o 

alegaciones que propusiere el acusado o su defenst~r, hacer l.1s promoci~ 

nes correspondientes al interés social que representa. 
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El Código de Procedimientos Penales para el Dis-­

trito Federal, indica que todo auto de formal prisión debe contener, la 

fecha y hora exacta en que se dicte, la expresión del delito imputado a 

el Reo por el Ministerio Público, el delito o delitos por los que debe­

rá seguirse el proceso y la comprobación de sus elementos, la expresión 

del lugar, y tiempo y circunstancias de ejecución y demás datos que~ 

je la Averiguación Previa, que serán bastantes para tener p.or comproba­

do el Cuerpo del Delito, todos los datos que arroje la Averiguación, que 

hagan probable la responsabilidad del acusado, y los nombres del Juez -

que dicte la resolución y del secretario que autorize. As! se establ!_ 

ce en su art!culo 297. 

El auto de formal prisión, se hace por escrito; -

principia con la indicación de la hora y fecha en que se pronuncia el 

número de la causa y el nombre de la persona cuya situación Jur!dica va 

a determinarse. En su resultado o en varios, se hace una relación de 

los hechos contenidos en las Diligencias de Averiguación Previa, y de 

las practicadas en el término de las 72 horas. Contendrá así mismo, -

una parte consideraciva en la que el Juez, mediante el a~álisis y la V_! 

!oración jurídica de los hechos imputados al sujeto, determinará si l!Sta 

comprobado el Cuerpo del Delito, siendo as!, explicará la razón por la 

cual estima que existen indicios bastantes para considerar al procesado 

como su posible autor. Para éstos efectos, el Juez aplicará los pr!_ 

ceptos legales procedentes, pero la valoración de las pruebas 1 la hará 

directamente, según su criterio, as! lo ha establecido la Suprema Corte 

de Justicia en diversas ejecutorias. 

Por último se decreta la formal prisión de la pe! 

sona de que se trate, como presunta responsable de los hechos delictuo­

sos que motivaron el ejercicio de la acción penal, la identificaci6n de 

el sujeto 'i los informes sobre los antecedentes y los anteriores ingre­

sos de éste; que se giren las boletas correspondientes, se notifique la 

resolución y se haga saber el derecho concedido por la Ley al Procesado, 

para impugnar la resoluci6n Judicial. 
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AutQ de formal prisión con sujeci6n al proceso. 

Es la resoluc16n dictada ¡,or el Juez pot' medio de 

la c:ual, tratandose de delitos sancionados con pena no corporal o alte! 

nativa, previa couiprobación del c:uerpo del delito y de la preaunta re~ 

ponsabilidad, se resuelve la sitqación jurídica del procesado. fijando­

se la base del proceso que debe seguirse. 

Tratandose de las infracciones penales lllencionada 

hablamos de auto de formal prisión, pues seria imposible conc~bir un pr~ 

ceso sin ésta resolución Judicial. motivo por el cual solo se le agrega 

con sujeci6n a proceso para significar que el procesado no está privado 

de su libertad, pero s! sujeto al proceso y con ello sometido a la Ju-­

risdicción respectiva. 

El Código de Procedimientos Penales para el Dis-­

trito Federal señala que cuando por la naturaleza del delito, de la P! 

na aplicable 1 el imputado no debe ser internado en prisión prt?ventiva y 

existan elementos para suponer que podrán sustraerse a la a.cci6n de la 

Justicia., el Ministerio Público podrá solicitar al Juez., fundada y mot.! 

vadamente o éste disponer de oficio, con audiencia del imputado, el -­

arraigo de éste CQn las caracter!sticas y por el tiempo que el Juzgador 

.señale, sin que ningún caso pueda exceder del término en que deba de r.! 

solverse el proce$o. As{ se establece en su artículo 30L 

De lo anterior se puede deducir que se habla de 

delito o delitos que únicamente lieñalan para los mismos pena no corpo-­

ral o alternativa y no puede restringir la libertad del sujeto y se di~ 

ta auto de formal prisi6n para el efecto de determinar el delito o del! 

tos que continuarán para el proceso y si llegase a suponer que pueda~ 

traerse a la acci5n de la Justicia, el ?iinisterio Público solicitará el 

arraigo del sujet(). 

.El Código Federal de Procedimientos penales, est! 

blece que c:uando ~l delito cuya existen<:'ia se haya comprobado no merezca 

pena corporal, o t?scé sancionado con pena alternativa, se dictará auto 
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con todos los requisitos del de fomal prisión, sujetandose a proceso a 

la persona contra q_uien aparezca datos suficientes para presumir su re_! 

ponsabilidad, para el solo efecto de señalar el delito por el cual se 

ha seguido el proceso 1 ast lo menciona en su articulo 162. 

Los requisitos de esta resolución son los misoos 

del auto de fonnal prisión as! como ta:::ibién sus efectos, excepto el de 

la prisi6n preventiva, pues ya se anotó que está prohibido constituci,2_ 

na:lmente el restringir la libertad cuando se trata de delitos sancio­

nados con pena no corporal o alternativa, 

Por último deberá de llevarse a cabo la identif! 

cación del procesado, en la fonna y términos que para ese objeto señ,! 

lamos al tratar los efectos del auto de formal prisión, 

Auto de libertad por falta de elementos para continuar el proceso .. 

El auto de libertad por falta de elementos para 

continuar el proceso, también llama.do auto de libertad po~ falta de nt,!_ 

ritos, es la resolución dictada por el Juez al vencerse el término --­

constitucional de 72 horas, en donde se ordena que el p~ocesado sea re:! 

tituido en el goce de su libertad, en virtud de no estar integrado el 

cuerpo del delito ni la presunta responsabilidad o que habiendose dado 

lo primero, no exista lo segundo. 

La !alta de esos requisitos provoca ésta determ,,! 

nación, sin eobargo, si el Ministerio Público, posterion::i.ente, aporta 

nuevos elementos o datos que satisfagan las exigencias legales. se pr~ 

cederá nuevamente en contra del nue\to sujeto activo del delito, se o.r 

denari su captura y nueva::.ente se observarán las prt!:scr-tpciones de los 

art{culos 19 y 20 constitucionales. 

Tratandose de los aspectos negativos del delito, 

(causas de justificaci6n, causas de inculpabilidad, excusas absoluto-­

rias), en el auto que se dicta al fenecer el término constitucional de 

12 horas. se dice que la libertad que se concede es con 11 reser\'as de 

Ley". 
(.'.ol) 



La resolución judicial en los casos señalados 1 d; 

be de producir los efectos de una sentencia absolutoria, porque no resu! 

ta lógico que pudiera volver a iniciarse un proceso en contra del mismo 

sujeto por esos hechos, o que se pretendiera, con posterioridad, el prE_ 

ceso continuarlo. 

~LA IHSTROCCIOH. 

1) PROCElJDUEKTO ORDIHARIO Y PJWCEDIMIENTO Slll!AlUO. 

En primer lugar para iniciar el estudio del proc; 

so mismo,. ha.y. que tener un concepto de lo que éste significa. 

Se ha querido por varios procesalistas del Dere­

cho Penal, transplantar doctrinas de corte civil al ámbito del Derecho 

Procesal Penal para tratar de dar un concepto o definir el Proceso, si.e!! 

do éste un gran error porque se crea confusión. 

El Profesor Manuel Rivera Silva, en su obra titu­

lada el Procedimiento Penal, y fuera de una postura civilista, ha def.! 

nido al Proceso como el conjunto de actividades debidamente reglamenta­

das y en virtud de las cuali?s los órganos jurisdiccionales, previamente 

excitados para su actuación por el Ministerio Público, resuelven sobre 

una relación jur{dica que se les plantea. (43) 

De la anterior definición se desprende que el pr2 

ceso comienza desde el momento en que conoce de la causa el Organo JUI"Í! 

diccional hasta el momento que se resuelve por éste la relación juridl.ca 

que se le plantea, por tanto e:::pezará desde el auto de radicación, sin 

que se esté de acuerdo en que el proceso comience desde la resolución -

del auto de formal prisión toda vez que al tener conocimiento el organo 

Jurisdicciónal éste decidirá sobre los efectos que tenga la propia CO!! 

signacion, porque realiza actos propios el Juez, aún cuando el art!.culo 

19 Constitucional establezca que todo proceso se seguirá forzosamente -

por el delito o delitos señalados en el auto de formal prisi6n. 

(43)-Rtveta Silva Han~~!. El PfQCedimiento Penal. l 7a. Edición. Editorial 
Porrua, :-1.exico l'}t\8 pag. /Y. 
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PROCEDDIIE!ITO ORDI!WUO. 

Los procesos de la competencia de los Jueces Pen_!! 

les serán consignados por turno. En el auto de formal prisión se ord.!: 

nará poner el proceso a la vista de las partes para que propongan pru! 

bas dentro de 15 d!as contados desde el siguiente a la notificación de 

dicho auto, pruebas que estimen pertinentes. las que se desa~ogarán en 

los 30 días siguientes posteriores, ténnino dentro del cual se practic!!_ 

rán, igualmente, todas aquellas que el Juez estime pertinentes y necee_! 

rias para el esclarecimiento de la verdad y las diligencias relativas. 

En caso de que dentro del término señalado en es 

te anterior parrafo y al desahogar las pruebas aparezcan de las mismas 

nuevos elementos probatorios, el Juez podrá ampliar el término por diez 

d!as más a efecto de recibir los que a su juicio considere necesarios -

para el esclarecimiento de la verdad. 

Para asegurar el desahogo de las pruebas propue!_ 

tas, los jueces harán uso de los medios de apremio y de las medidas que 

considere oportunas, pudiendo disponer la presentaci6n de'personas por 

medio de la fuerza pública en los términos que se establezcan. 

Transcurridos los plazos anteriores o renunciados 

o si no se hubiere promovido prueba, el Juez declara cerrada la instru~ 

ci6n y mandará poner la causa a la vista del Ministerio Público y de la 

defensa, durante cinco d!as por cada uno, para la formulación de concl.!! 

siones. 

Si el expediente excediera de doscientas fojas, -

por cada cien de exceso o fracción, se aumentará un d!a al plazo señal! 

do, sin que nunca sea mayor de JO d!as hábiles. 

Transcurrido éste plazo sin que el Ministerio Pú­

blico haya presentado conclusiones, el Juez deberá informar mediante n.!! 

tificaci6n personal al Procurador acerca de ésta omisión. para que dicha 

autoridad formule u ordene la formulación de las conclusiones pertinen-
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tes, en un plazo de diez d!as hábiles, contados desde la fecha en que se 

le haya notificado la omisión, sin perjuicio de que se apliquen las sa!! 

ciones que correspondan; pero si el expediente excediere de doscientas 

fojas, por cada cien de exceso o fracción se aumentará un d!a en el pl!_ 

zo señalado, sin que nunca sea mayor de 30 d!as hábiles. 

Si transcurren los plazos a que alude el párrafo 

anterior sin que se formulen las conclusiones, el Juez tendrá por form~ 

ladas las de no acusación y el Juez tendrá que pon~r en libertad inme-­

diata al procesado y sobreseerá el proceso, 

Cuando el Ministerio Público formule sus concl~ 

nea, hará una exposición suscinta y metódica de los hechos conducentes, 

propondrá las cuestiones de derecho que de ellos surjan, citará las Le­

yes, ejecutorias o doctrinas aplicables y terminará su pedimento en pr~ 

posiciones concretas, 

En las conclusiones, que deberán de formularse por 

escrito, se fijarán en proposiciones concretas los hechos punibles que 

se atribuyan al acusado, solicitando la aplicación de las sanciones c~ 

rrespondientes, incluyendo la reparación del daño y perjuicio, con cita 

de las Leyes y de la Jurisprudencia aplicables al caso. Estas propos! 

cienes deberán contener los elem-entos de prueba relativos a la comprob,! 

ción del Cuerpo del Delito y los conducentes a establecer la responsab! 

lidad penal. 

La exposición de las conclusiones de la defensa, 

no se sujetarán a ninguna regla especial. Si aquella no formula co!! 

clusiones en el tlrmino que es de 5 d!as. se tendrán por formuladas -

las de inculpabilidad y se 1.mpondr.i al o a los defensores una multa~ 

ta de quinientos pesos o un arresto hasta de l d!as salvo que el acus! 

do se defienda por sr mismo. 

Las conclusiones del Ministerio Público solo ruB!! 

do sobrevenga una causa superveniente y en beneficio del acusado, se ~ 

drá modificar. La defensa puede libre::iente retirar y modificar sus 

conclusiones en cualquier tiempo, antes de que se declare visto el pr~ 
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ceso. 

Si las conclusiones del Ministerio Público fueren 

de no acusación o contrarias a las constancias procesales, el Juez. señ!. 

lando en qué consiste la contradicción, cuando ésta !:iea el motivo de la 

remisi6n, dar;. vista de ellas con el proceso respectivo al Procurador 

de Justicia, para que éste las confirme, modifique o revoque. 

El Procurador de Justicia o subprocuradores que 

corresponda, oirin el parecer de los Agentes del Ministerio Público au­

xiliares que deban emitirlo y dentro de los dies d1as siguientes al de 

la fecha en que se haya dado vista del Proceso, resolverán si son de CC!!. 

firmarse o modificarse las conclusiones. 

Si dentro de €ste plazo, no se recibe respuesta -

de los funcionarios mencionados, se entenderá que las conclusiones han 

sido confirmadas. 

Si el pedimento del Procurador fuere de no acusa­

citSn, el Juez., al recibir aquél, sobreseerá el asunto y ordenará la i!! 

mediata libertad del procesado. 

El auto de sobreseimiento prc;>duc irá los mismos -

efectos que una sentencia absolutoria. 

Exhibidas las conclusiones de la defensa, o en el 

caso de que se le tengan por fomuladas las de inculpabilidad, el Juez 

fijará día y hora para la celebración de la vista, que se llevará a c!_ 

bo dentro de los cinco di.as siguientes. 

Las partes deberán estar presentes en la audien­

cia. En caso de que el Ministerio Público o el defensor no concurran, 

se citari para nueva audiencia dentro de ocho d1as. Si la ausencia -

fuere injustificada, se aplicar§ una correcci6n disciplinaria al defen­

sor particular y se informará al Procurador y al Jefe de la Defensor!a 

de Oficio, en su caso, para que impongan la correcci6n que proceda a 9JS 

respectivos subalternos y pueda nombrar sustituto que asista a la nuev!_ 

mente citada. 
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La audiencia a que se hubiere. convocado por se­

gunda cita se llevari a cabo aun cuando no asista el Ministerio Públi­

co, sin perjuicio dela responsabilidad en que éste incurra. También, 

incurriri en responsabilidad el defensor faltista, pero en este caso, 

se sustituirá por uno de oficio, suspendiendose la visea a efecto de 

que éste se imponga debidamente de la causa y pueda preparar su defen­

sa, siempre que el acusado no nombre a cualquier persona que lo defie!!_ 

da porque lo puede hacer de las personas que se encuentren en la au~ 

cia y que legalmente no estén impedidas para hacerlo. 

Después de recibir las pruebas que legalmente -

puedan presentarse 1 de la lectura de las constancias que las partes 8!:. 

ñalen y de oir los alegatos de las mismas, el Juez declarará visto el 

proceso, con lo que ten:úna la diligencia. 

La sentencia se pronunciará dentro de los 10 -­

di.as siguientes a la vista, Si el expediente excediere de 200 fojas, 

por cada 100 de exceso o fracci6n, se aumentar! un di.a más al plazo -

señalado, sin que nunca sea mayor de 30 di.as. 

Cuando la sentencia sea condenatoria, será ape­

lable en ambos efectos, asI lo establecen de manera similar los Códi­

gos de Procedimi.!ntos Penales para el Distrito Federal y el Federal. 

PltOCEDIIUEllTO SUIUll.IO. 

Se seguir& procedimiento sumario cuando se trate 

de flagrante delito, exista confesión rendida precisamente ante la ª.!:!. 

toridad judicial, cuando la pena aplicable no exceda en su término m! 

dio aritmético, de 5 años de prisión, o sea alternativa o no privativa 

de libertad. 

~uando fueren varios los delitos, se estar~ a la 

penalidad maxima del delito mayor, tomando en cuenta que cuando se tr! 

te de varios delitos, el Juez de Paz será competente para dictar la --
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sentencia correspondiente, aunque ésta pueda ser mayor de dos años de 

prisi6n. 

También se seguirá juicio sumario cuando se ha­

ya dictado auto de fonnal prisión o de sujeción a proceso, en su caso 

si ambas partes manifiestan en el mismo acto dentro de los tres d!as 

siguientes a la notificación, que se conforman con éste y no. tienen -

más pruebas que ofrecer, salvo las conducentes a la individualización 

de la pena o medida de seguridad y el Juez no estima necesario pract!_ 

car otras diligencias, por lo que la audiencia de desahogo de pruebas 

se llevará a cabo dentro de los cinco d!as siguientes. 

Reunidos los requiaitos anteriores el Juez, de 

oficio, declarará abierto el procedimiento sumario al dictar la for-­

mal prisi6n del inculpado, haciendolo sab~r a las partes, ordenando~ 

ner el proceso a la vista de éstas, para el efecto del ofrecimiento -

de pruebas. 

Se revocará la declaración de apertura del pr2 

cedimiento sumario, para seguir el ordinario, cuando as! io soliciten 

el inculpado o su defensor, en éste caso con ratificación del primero 

dentro de los tres d!as siguientes de notificado el auto relativo, que 

incluirá la información del derecho aquí consignado. 

Al revocarse la declaración, la vista del pro­

ceso se ampliará en cinco días más p~ra ofrecimiento de pruebas. 

Abierto el Procedimiento sumario, las partes, -

dispondrán de diez d!as comunes, contados desde el siguiente a la n2 

tificación del auto de fon:ial prisión, para proponer pruebas, que se 

desahogarán en la audiencia principal. 

La audiencia se celebrará o se realizará dentro 

de los diez días siguientes al auto que resuelva sobre la admisión de 

pruebas, en el que se hará constar además, fijación de fecha para 8'lU.!. 

lla. 
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Un.a vez terminada la recepci6n de pruebas, las -

partes podrán formular verbalmente sus conclusiones, cuyos puntos ese~ 

ciales se harán constar en el acta relativa. Cualquiera de las partes 

podr& reservarse el derecho de formular por escrito sus conclusiones.­

para lo cual contar!í con un término de tres d!as. 

Si el Ministerio Público es el que hace dicha r,: 

serva, al concluir el término señalado, se iniciará el concedido a la 

defensa. 

Pero si las conclusiones se presentaren verbal-­

mente, el Juez podrá dictar sentencia en la misma audiencia o disponer 

de un término de cinco d!as. El mismo término regirá posteriormente, 

a los que se fijan para presentar conclusiones por escrito. 

No procede recurso alguno contra las sentencias 

que se refieren al dictar en proceso sumario. 

La Audiencia se desarrollará en un solo d!a ini.!! 

terrumpidamente, salvo que sea necesario suspenderla para permitir el 

desahogo de pruebas o por otras causas que lo ameriten, a criterio del 

Juez. En éste caso, se citará para continuarla al d!a siguiente o~ 

tro de ocho d!as, a más tardar, si no bastare aquel tiempo o plazo para 

la desaparici6n de la causa que hubiere motivado la suspensión, as! se 

establece en los Códigos de Procedimientos Penales para el Distrito F,! 

deral as! como el Federal, ordenB!!1ientos que regulan de manera similar 

el Procedimiento sumario. 

2) OFllECilllEllTO, AIIUSlOll T DESAllOQJ DE PillDAS. 

La prueba es el factor b.5.sico sobre el que grav.!. 

ta todo procedimiento al igual que en el derecho civil, el derecho ad­

ministrativo, el laboral. el internacional, y en general todas las r! 

m.as del derecho, requiaren para la actualización de sus fines de unp~ 

cedimiento determinado en donde la prueba también es fundamental. N! 

turalmente existen puntos de contacto entre la prueba penal y la prue-
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ba caracter1stica de todas las ra..:::.as del derecho citadas¡ basta tener 

presente que, a través de las pruebas se pretende llegar a conocer la 

verdad y ésta va dirigida, en térainos generales, a quienes intervie­

nen en el proceso y en el caso de la Materia penal la prueba va enca­

minada a descubrir la verdad histórica de cot::1.o ocurrieron los hechos 

para as! estar en posibilidad de aplicar las sanciones de acul!rdo con 

cada uno de los delitos, cuapliendo con su función funda:ental. 

Para emitir un concepto de lo que es la prueba, 

es conveniente recordar que prueba etimológicamente viene del griego 

PROSANDUM, cuya traducci6n es 1 hacer fé¡ criterio que se deriva de el 

viejo Derecho 'Español, quienes consideraban en las Partidas, que eran 

los elementos de convicción necesarios par·a decostrar lo que se pre~ 

d!a en un asunto seeetido a los Tribunale~. 

Gracaticalcente, es un sustantivo que alude a 

la acci6n de probar, es decir. a la demostración de que existi5 la~ 

ducta o hecho concreto¡ origen, de la relación jur!dica-material del 

Derecho Penal, y luego de la relación Jur!dico-procesal. 

'El Profesor Guillermo CoU'..n Slinchez nos señala 

que, la prueba es todo medio factible de ser utilizado para el conoc! 

miento de la verdad histórica y la personalidad del delincuente para 

estar en aptitud de definir la pretensi6n punitiva estatal. (44) 

En el Derecho de Procedimiento Penal, la dimám,! 

ca de la prueba se manifiesta en actividades espec!flcas llamadas 11 a~ 

toa de prueba." 

'Estos actos de prueba dentro del Derecho Proce­

sal Penal se manifiestan en la Averiguación Previa y en la lnstrucclln. 

Durante la Averiguaci6n Previa, intervienen: el 

denunciante. el querellante o su legitimo representante, el Ministerio 

Público, el lndiciado, algunos terceros como testigos y los peritos,y 

otros mis, un tanto ajenos a la averiguación, cuyos informes o cetif! 

(44)-~p. cit. pag. 281. 
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c.aciones son necesarios para cottpleeientarla; y aun la autoridad Judi-­

c:ial 1 cuando ordena la práctica de un cateo a solicitud del Ministerio 

PUbUco. En términos generales, la sola interposición de la. denuncia 

o de la querella constituye un acto de prueba; ta??>bién el dictámen de 

peritos, le testi:conio y las diversas diligencias practicadas por el -

funcionario de Policia Judicial como son la inspección, levantai::dento 

de cadaver, fé de lesiones, de objetos, de daños, constituyen un acto 

de prueba~ 

Lo anterior facilita al Ministerio Público para 

dar el fundat:1ento jurídico a sus deteroinaciones¡ es decir, perseguirá 

el delito cuando los elel:lentos probatorios le proporcionen un 1nd1ce -

considerable de verdad, de lo contrario desvirtuaría sus funciones. 

Por lo anterior, las probanzas recabadas son el 

medio para justificar su postura legal ya sea ejercitando la acción P! 

nal o en su defecto, haciendo cesar todo acto lesivo a los derechos h~ 

ms.nos jurrdica-cente protegidos. 

Dentro de la lnstrucci6n, los actos de prueba &r! 

vitan en los sujetos de la relación procesal como son el Ministerio PQ 

blico. el procesado, la defensa, el ofendido, es decir que los actos -

de uno son a. la vez t:l ortgen y base de donde se sustentan los de los 

otros intervinientes. 

De lo anterior se concluye que la prueba está d.,! 

rigida al órgano Jurisdiccional, en razón de set' éste el encargado de 

dictar las resoluciones necesarias para el desarrollo del proceso co;::l;o 

son la orden de aprehensión, auto de fon::ial prisión. y sobre todo y c2 

mo acto final la sentencia~ 

.El Estudio de la prueba debe llevarse a cabo en 

la segunda etapa de la instrucción. ya que durante ella debe compro­

barse el delito con sus circunstancias y t?lodalidade.s, el grado de re! 

ponsabilidad plenamente, la personalidad del procesado en tanto como 

sus aspectos generales y el daño causado~ sin descartar el arguc::ento 
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de que la prueba penal nace en el moo.ento misco en que suceden lu5 h! 

cbos. en consecuencia opera desde la Averiguación Previa, etapa proce 

diciental en la cual, el funcionario de Policia Judicial lleva a cabo 

la recolecci5n de todo ele:iento que le condu:ca al conocic.iento del 

delito y de la Presunta Responsabilidad. 

En cuanto al objeto de Prueba es lo que debe de 

probarse, es la conducta o hecho (aspect.:> interno y manifestación). -

las personas (probable autor del delito, ofendido, testigos). las ce­

sas( en tanto que en éstas recae el daño, o sirvieron de instru::iento 

o medio para llevar a cab.:> el delito ) y, por últi:o los lugares, Pº!. 

que de su inspección, tal vez se infiera o se dedu:ca algún aspecto o 

alguna codalidad del delito, es decir, fundamental::ente la deoostra-­

ción del delito con sus circunstancias y c:.odalidades (conducta, tipi­

cidad, ic.putabilidad, culpabilidad), la pers..:>nalidad del delincuente, 

el grado de responsabilidad y el daño producido. Puede recaer ta!!l.--

bién en los aspectos negath·os de los eleoentos del delito sobre la 

teorf.a de la Ley penal. 

Para el Profesor Guiller::io CoU.n Sánchez el O!. 

gano de Prueba es la persona que proporciona el conocimiento por cua! 

quier wedio factible. De los sujetos intervinientes en la relación 

procesal, son órgano de prueba: el probable autor del delito, el ofeE_ 

dido, el leg{ti:o representante, el defensor y los testigos. El C_! 

racter de organo de prueba no es pos~ble atribuirlo a los órganos J.!:!_ 

risdiccionales, al Ministerio Público, a los Peritos, pues el Juez c~ 

noce del hecho cediata::iente, y el órgano de prueba lo conoce iru:i.edia­

ta.::iente y en cuanto al Juez, no es órgano y en cuanto 6rgano no es -­

Jue<. (45) 

Pa:-a el Profesor Manuel Rivera Silva, nos expl.!: 

ca que el organo de prueba es la persona física que SW1inistra al ór­

gano Jurisdiccional, en su calidad de tal, el conoci:i.iento del objeto 

de la Prueba. (46) 

!Ufg~: ~H: m:m 
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El medio de Prueba es la prueba en si, es el ve­

hiculo ·para alcanzar un fÍn. 

Esto significa que para su operancia debe existir 

un órgano que le imprime dinamismo, y asJ., a travéá de uno o más actos 

determinados, se actualice el conocimiento. No debiendose de confunilr 

los elementos probatorios con los medios de prueba ya que los elementos 

probatorios estan en el objeto integrandolo en sus diversos aspectos y 

manifestaciones y los medios de prueba, son elaboraciones legales, te!! 

dientes a proporcionar garant!as y eficacia en el descubrimiento de la 

verdad dentro del proceso. 

Para Franco Sodi, citado por el Profesor Guillermo 

ColJ.n Sánchez en su obra, nos aclara que el objeto de la prueba es el t! 

ma del proceso o la verdad histórica concreta por conocerse, el órgano -

de la misma es la persona f1'..sica que aporta el conocimiento, y el medio 

de prueba es el acto o modo usado por la persona f!sica referida, para -

proporcionar el citado conocimiento. Consecuentemente, conocer es ind! 

vidualizar el objeto de nuestra conciencia, y el medio de prueba. (47) 

Los medios de prueba se encuentran consagrados 

la Legislación Mexicana en el Código de Procedimi~ntos Penales para el 

Distrito Federal en su art!culo 135 que t:::enciona que la Ley reconoce c~ 

mo medio de prueba la confesion judicial, los documentos públicos y los 

privados, los dictámenes de peritos, la inspecci6n Judicial, las decla­

raciones de testigos, las presunciones. 

También se admitirá como prueba todo aquello que 

se presente como taL siempre que. a juicio del funcionario que practi-

que la Averiguación, pueda constituirla. Cuando éste lo juzgue neces! 

ria podrá, por cualquier medio legal, establecer la autenticidad de di 

cho medio de prueba, 

O.entro del Código Federal de Procedimientos Pena­

les, se pre .. ·ee que son admisibles todos los medios de prueba que no sean 

(47)-;;¡;. clt. pag. 288 
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contrarios a derecho, sin que especifique al igual que' el C5digo de Pr~ 

cedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Además, dentro del Código de Procedimientos pena­

les para el Distrito Federal, a las pruebas anteriormente señaladas en 

el art!culo 135 de dicho ordenamiento, regula la reconstrucción de he-­

chas, los cateas y visitas domiciliarias, la interpretación,. la confro!!. 

taci6n y el careo; lo mismo sucede con el Código Federal con excepción 

del cateo y las visitas domiciliarias, no incluidas dentro del T!tulo 

referente a las pruebai;. 

La necesidad de determinar la verdad histórica y 

la personalidad del delincuente obliga, co'lll.o lo señalan las disposicio­

nes legales citadas, a que en la secuela procedimental se allegue y a~ 

mita todo lo que facilite el conocimiento de los hechos, con sus circ:un;! 

tanelas y modalidades. 

En cuanto a la valoración de las Pruebas el Profe­

sor Guillermo Coltn Sánchez nos explica que éste es un acto procedimental 

caracterizado por un análisis conjunto de todo lo aporcadO a la investi­

gaci6n, para as! obtener un resultado en cuanto a la conducta o hecho y 

a la personalidad del delincuente. (48) 

Por lo anterior se desprende que ninguna prueba -

puede ser o tener v3lor en forma aislada, ni mucho menos tener valor s~ 

perior a otra; es el concurso de todas lo q,ue tal vez, perclita el escl! 

recimicnto de la conducta o hecho. Si a ésto agregarnos que durante el 

procedic:i.iento el Jue: estuvo en constante contacto con los integrantes 

de la relaci6n procesal, por tanto estará en aptitud de otorgar a las -

probanzas el v~1lor que su !ntici.a convicción le dicta. Para tal ef-.?cto 

empleará su preparaci6n intelectual, conocimientos jurídicos, psicológ! 

cos, y experiencia intelectual, .iunado lo anterior a las enseñanzas o -

precedentes de la \•ida cotidiana 1 as! coco por el conocic.iento de los -

hechos notorios que por su propia naturaleza no es tan suj ecos necesari!!_ 

mente a prueba, acontecimientos pro\•enientes del ho1:1.bre o de la natura-

(48) op. cit. pag. 295. 
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leza, que por su impacto o naturaleza especial, quedan grabados en la -

conciencia general. 

En lo que respecta. al desahogo de las pruebas que 

se ofrecieron, éstas se ofrecen dentro de los 15 dtas siguientes al ª.!!. 

to que ordena su ofrecia.iento, las cuales se deben de desahogar dentro 

de los 30 d!as siguientes a su admisión, pudiendose a.cpliar el término, 

por 10 d!as c.ás. 

J) CIDUU': DE U ETAPA DE IJISTIUICCION. 

Desahogadas las pruebas procovidas por las partes 

y practicadas que fueren las diligencias ordenadas por el órgano Juris­

diccional, cuando éste considere que ya se llevaron a cabo todas las d_! 

ligencias necesarias para el conocimiento de la conducta o hecho y del 

probable autor, dicta una resolución judicial declarando cerrada la in! 

trucción. Esta resolución en el auto, produce como consecuencia prin-

cipal, el surgimiento de la tercer etapa del procedimiento penal: el -­

Juicio. 

Dentro del Código de Procedimientos Penz-les para 

el Distrito federal, se señala en el art!culo 315 en su parte conduce!! 

te que transcurridos los plazos o renunciados a que se refiere el art! 

culo anterior ( 15 días para ofreciciento de pruebas y JO d!as para su 

desahogo de las mis::ias, pudiendose ampliar en 10 días más), o si se h~ 

hiere promovido prueba, el Juez declarará cerrada la Instrucción y ma!!. 

dará poner la causa a la vista del Ministerio Público y de la defensa, 

durante cinco días por cada uno, para la fomulación de conclusiones. 

Dentro del Proceso federal, la instrucción abar­

ca dos periodos, el pric:ero al que va del auto de for:ial prisión o su­

jeción al proceso, al que dec:lar-a agotada la Averiguación y un segundo 

periodo que abar-ca del ,auto que declara agotada la Averiguación al ª.!:!. 

to que declara cerrada la instrucción. 
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El prilller periodo se liquida con la recepción de 

las pruebas que las parces y el Juez. han propuesto. En el segundo P.! 

riodo cenec.os, en pri:ier lugar, el auto que declara agotada la Aver~ 

ción y que es lla:.ado 'ltulgar.:::ience auto de vista de partes y se dicta -

cuando a juicio del Juez instructor, se cmcuentra agotada la averigua­

ción, por haberse practicado todas las diligencias solicitadas por las 

partes y las decretadas por él. Este auto ha sido considetado coco -

una especie de lla.:s.ada a las partes, avisandoles que, estando por ce-­

rrarse la instrucci6n, deben revisar el expediente can el objeto deque 

estando por cerrarse la instrucción, deben revisar el expediente con 

el objeto de que se den cuenta de las diligencias que faltan y 1 en su 

caso, solicitar el desahogo de ellas. 

El Profesor Manuel Ri\•era Silva nos dice que los 

efectos de éste auto son el dar fin a la pricera parte de la instruc-­

ción, inicia la segunda parce de la instrucción, poniendo la causa a la 

vista de las partes con el objeto de que estudien el expediente y de­

te~inen si hace falta la práctica de alguna diligencia. y por úlcico, 

abre un últico téruino probatorio. (49) 

Por lo que se refiere a éste término señalado -

por el Profesor t:1encionado, se pueden distinguir dos cooentos: el prÍI!!:. 

ro que se refiere al ofreci::::liento de pruebas y el segundo el que alude 

al desahogo de ellas. 

El pricer periodo en el que se pone el proceso a 

la vista de las partes por 10 d!as para que pro:::uevan pruebas que se -

puedan practicar dentro de los d!ez d!as siguientes siendo forzoso que 

lo abra el Juez. porque es necesario saber si las partes van a ofrecer 

pruebas o nó. Este per!odo puede ser renunciable por las partes. 

El per!odo anterior es de 15 d!as siguientes al 

en que se notifique el auto que recaiga a la solicitud de la prueba. 

El Segundo Periodo, es decir el de desahogo de -

pruebas, no es necesario ni forzoso abrirlo, pudiendo también ser rert..I!! 

~!~!!:..!.. pues si las partes no ofrecen pruebas, el Ju~z no tit!:ne porque 
(49) op. cit. pag, 289. (55) 



iniciarlo. 

Después de desahogadas las pruebas, o de transcu­

rrida el período de ofreciciento sin que las parces hayan ofrecido pro; 

has o expresamente hayan renunciado a ese per{ado, se dicta el auto que 

declara cerrada la instrocci6n, el cual es llama.do vulgarmente "auto de 

conclusiones." 

Dentro de las conclusiones que se pueden dar en -

materia penal tenemos dos tipos: 

ria s. 

Las acusatorias y las no acusato--

En cuanto a las conclusiones, los art{culos 317 y 

318 del código de Procedi1:1.ientos Penales para el Distrito Federal, nos 

establecen que las conclusiones, que deberán presentarse por escrito, se 

fijarán en proposiciones concretas los hechos punibles que se atribuyan 

al acusado, solicitando la aplicaci6n de las sanciones correspondientes, 

incluyendo la reparaci6n del daño y perjuicio, con cita de las leyes y 

de la jurisprudencia aplicables al caso, Estas proposiciones deberán 

contener los elei:ientos de prueba relativos a la comprobación del cuerpo 

del delito y los conducentes a establecer la responsabilidad penal. 

La exposici6n de las conclusiones de la defensa,-

no se sujetarán a ninguna regla especial. Si aquella no forc:ula con::l:!. 

sienes en el téndno que establece el articulo 315 1 se tendrSn por fo~ 

ladas las de inculpabilidad y se i.opondrá al o a los responsables defe!!. 

sores, una culta hasta de quinientos pesos o un arresto hasta de tres -

d!as, salvo que el acusado se defienda por s{ c.ismo. 

En i:.ateria Federal, el ofrecimiento de conclusio­

nes se regula en los artículos 291, 292 .,. 293, que en su parte conduce~ 

te señalan que una ''et cerrada la instrucci5n, se ~ndará poner la cau­

sa a la vista del ainisterio Público, por diez d!.as 1 para que fon:rule ~ 

clusiones por escrito, transcurrido dicho pla::o, el Ministerio Público, 

si no ofrece sus conclusiones, el Juez infor:.ará :iediante notificaci6n 

personal .il Procurador General ée la República acerca de ésta o::isión, 
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para que dicha autoridad formule y ordene la formulaci6n de las concl~ 

alones pertinentes, en un plazo de die2 d!as hábiles, contados desde -

la fecha en que se le haya notificado la omisi6n, sin perjuicio de las 

sanciones que correspondan. Si transcurren los plaios señalados, el -

Juez tendr§ por fonnuladas las conclusiones de inculpabilidad y el pr2 

cesado será puesto de iru:t1ediato en libertad .. 

Recibidas las conclusiones de la defensa, o est,! 

madas las de inculpabilidad por no haber sido formuladas por ésta se 

cita a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los cinco d{as s!, 

guientes, y con ésta resoluci6n termina el segundo período del proceso 

iniciandose el inmediato posterior. 

El per!odo de audiepcia se debe de estudiar en -

el C6digo Federal de Procedimientos Penales, en el Clidigo de Procedi-­

mientos Penales para el Distrito Federal en lo que se refiere al proc.!:_ 

so ordinario y el sumario. 

Dentro del C6digo Federal de Proced,imientos pen! 

les, se señala que el per!odo de discusión o Audiencia principia con la 

determinaci6n que seña.la fecha para celebrar la au~ienc~a y termina -­

cuando se ha llevado a cabo ésta. Dentro de esta audiencia, se repi­

ten las diligencias de prueba que se hubieren practicado durante la Ú!. 

trucción, siempre que fuere necesario y posible a juicio del Tribunal, 

y si hubieren sido solicitad.as por las partes a más tardar dentro del 

d!a siguiente al en que se notificó el auto citando para la audiencia; 

a continuaci6n se da lectura a las constancias que las partes señalen, 

y despuEs de alegar cada una de ellas lo que a su derecho conviene 1 se 

declara visto el proceso. Durante el desarrollo de la audiencia el 

Juez, el Ministerio Público y la Defensa, pueden interrogar al acusado. 

Con la audiencia termina el tercer per!odo del -

proceso y surge el último que es el fallo, juicio o sentencia, la cual 

debe dictarse dentro de un término de 10 d!as, conforme a la última re 

forma. 
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Dent:ro del Código: de P'rot:edim:f.entos Penales para 

el Distr-ito federal> se señala que a la celebración de la. audiencia d!, 

ben de estar prestntes las partes y en caso de que el Ministerio Públ.! 

co o el defensor no asistan> se citará para una audiencia nueva dentro 

de los ocho dtas siguieotts y si dentro de esa audiencia no se presen­

tara el Ministerio Público o el defensor, ésta se lle"·ará a cabo, pero 

si es el Ministerio ?úblic:o, puede incurrir en responsabilidad y en el 

caso del defensor que no a.sisca, se nombrará uno de oficio, suspe.ndie,!l 

dose la vista a efecto de qu~ se imponga debidamente de la t:ausa y pu! 

da preparar la defensa. Si no a$istiere el defensor y el acusado no!:!: 

b:-a para que lo defienda a cualquiera de las personas que se encuentre 

en la a\ldiencia y que legal:nente no estén i:i:ipeclidas para hat:erlo, ta.m ... 

bién se suspenderá la "Vista pa.ra que se imponga debidamente de la Ca_!! 

sa y pueda preparar la defensa. 

Después de recibir las pruebas que legalmente 

puedan presentarse., de la lectura de l<1s c:onstancias que las partes S!, 

ñalen y de oir los alegatos de las ndscias, el Juez declarari visto el 

proceso, con lo que teraina la diligencia y se puede ya entonces dic-­

tar sentencia. que se pronunciará dentro de los diez. d{as siguientes a 

la vista. 

4) f/ü.LO O SEllTEllCU. 

l..a e.entencia es el i:not:ient:o culminante de la act_!. 

vidad jurisdiccional. En ella el órgano encargado de aplicar el der!. 

cho resuelve sobre cuál es la c::onoecuencia que el E9tado señala para _. 

el caso concreto sometido a su conocimiento. Dentro de la sentencia, 

el Juez detenn.ina el enlace de una. c:onclición jur!dica. con una conse­

cuencia jur!dica. 
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CAPtTULO II, 

PARTES IllTEGIWITl!S DE LA REl.ACtON PROCESAI. PENAL. 

A) El. KllflSTEllO PUBLICO, 

l) CORCEPTO. 

El. Profesor Guillermo Col!n Sánchez, nos señala -

que el Ministerio Públieo es una insticueión dependiente del Estado (P.9_ 

d~r Ejecutivc>} que actua en representación del interis social en el eje! 

cicio de la acc16n penal y l.a Tutela social, en todos aqlJellos casos que 

lo asignan las Leyes. (SO) 

Para el Profesor Franco Villa José, el Ministerio 

Público, es llna inst1tuci6n dependiente del Ejecutivo Federal, presidi-­

do por el Procurador Cenera!, quien tiene a su cargo la persecución de 

todos los delitos del 5rden Federal y comíin y hacer que los juicio se s.! 

gan con toda regularidad para que la administtación de juscicia sea pro~ 

ta. y expedita, e intervenir en codo aquel negC>cio que la Ley determine. 

(51) 

Miguel Fenech concibe al Ministeri() Público como 

una parte acusatoria necesaria, de carácter pGblico, enc'argada por el 

Estado, a quien representa, de. pedir la actuación de la pretensi6n P!! 

nitiva y de resarcimiento. en su caso en el proceso penal. (52) 

De las anteriores definiciones estimo que la que 

D()!J proporciona el Profesor Franco Villa José es la 'llláa correcta en -­

vtrtud de que señala los aspect:os fundamentales de dicho organo. 

(SO) op, cit. pag. 77 
Ul) op. cit. pag. 3 
($?) Idem. citando a Miguel Fonech. pag. 
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2) AllTECl!llEllTES l!ISTOl.ICOS DEL MllllSTEIUO PUBLICO. 

En cuanto a los antecedentes históricos del Mini! 

terio público, seguiremos las enseñanzas del Profesor Juan José Gonzalez 

Busta.m.a.nte que nos señala que el Ministerio Público ha sido una de las 

instituciones m.ás discutidas desde su nacimiento e implantaci~n dentro 

del Derecho de Procedimientos Penales, debido a su naturaleza singular 

y a la multiplicidad de facetas en su funcionamiento. 

Se ha pretendido encontrar sus antecedentes hist§. 

ricos en grecia y Roma pero se ha señalado que su verdadero origen lo -

encontramos en Francia y en España. 

a) Grecia. 

En grecia el antecedente histórico se pretende e!!. 

centrar en los Temosteti, que tenían en el Derecho griego la misión de 

denunciar los delitos ante el Senado, la asamblea del pueblo o ante el 

Tribunal de los Heliastas para que se designara a un representante que 

llevara la voz de la acusación. (53) 

El Profesor Guillermo Col{n Sánchez, nos dice que 

éste representante era el"Arconte", magistrado que en representaci6n de 

el ofendido y de sus familiares o por incapacidad o negligencia de éstoo 

intervenía en los juicios, (.)4) advirtiendose nos dice el Profesor H!, 

nuel Rivera Silva, que la actuación del arconte era meramente Sl!pleto-­

ria, pues la acci6n procesal penal estaba en manos de los particulares, 

toda vez que la acusación privada se fundó en la idea de la venganza, -

que íué originalmente, el primitivo medio de castigar cumpliendo el of~ 

dido a su modo con la noción de Justicia haciéndola por su propia mano, 

significando un positivo adelanto en los juicios criminales la acusación 

populu. (55) 

<53 l ~~~i~!~~- 8~~~·~2fü~~ªtiÍ~~~lafrpg~~H!~·M~i1~~rf§R~ ~~&~·,~: Penal 
(54) op. cit. pag. 7B. 

(55) op. cit. pag. 58. 
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b) Roma. 

En Roe.a se dice que todo ciudadano estaba facul-

tado para promover la voz de la acusación. Dentro de las Doce Tablas 

existían los funcionarios llamados "Judices Questiones" que tenian una 

actividad semejante a la del Ministerio Público, porque estos funcion.! 

rios tenian facultades para cocprobar los hechos delictuosos, pero no 

es exacta ésta apreciación porque sus atribuciones eran netamente ju-­

risdiccionales. 

Se ha considerado también como antecedente de e!. 

ta Institución al Procurador del Cesar, ya que tenia facultades para -

intervenir en las causas fiscales y cuidar del orden en las colonias, 

adoptando medidas coco la expulsión de lo~ alborotadores y la vigilan­

cia de las mismas para que no regresaran .al lugar donde hab!an sido e!. 

pulsados. 

As{ mismo nos dice Manuel Rivera Silva que se c! 

ta tacbién como antecedente en Roma a unos Magistrados denominados --

11Curiosi1 stationari, o irenarcas11 encargados de la persecusi6n de los 

delitos en los tribunales, haciendo notar que éstos funcionarios dese::. 

peñan actividades de Policia Judicial. (56) 

Por último tenecos que los hombres más insignes 

de Roma, como Catón y Cicerón, tuvieron a su cargo el ejercicio de la 

acci6n penal en representaci6n de los ciudadanos. 

e) Francia. 

Quienes consideran al Ministerio Público como ~ 

na instituci6n de origen Frances, fundamentan su afirmación en la or­

denanza de 23 de Mar:.o de 1302, en la que se instituyeron las atribu­

ciones del antiguo Procurador y abogado del Rey como una Magistratura 

encargada de los negocios judiciales de la Corona, ya que con anteri~ 

ridad únicamente actuaban en fon:ia particular en lo concerniente a -­

los negocios del Monarca. 

(56) op. cit. P•&· 68. 
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Estos podían ocuparse de otros negocios lo que i!!. 

dicaba o demostraba la ausencia de Representación social. Los funcio­

narios aludidos intervenian en los asuntos penales. por multas o confi!_ 

caciones que de éstos pudieran emanar y que enriquecian el tesoro de la 

Corona. Atentos a los derechos que vigilaban, se preocupaban de la 

persecución de los delitos, por lo cuál. a pesar de que no podían prese:!: 

tarse como acusadores. estaban facultados para solicitar el procedim.ie!! 

to de oficio. Poco a poco fueron interviniendo en todos los asuntos P! 

nales, acabando por convertirse en representantes del Estado, que ten!a 

la misión de asegurar el castigo de todos los actos delictivos. 

Con lo anterior decayó en form..a notable la acusa­

ción por parte del ofendido o de sus familiares, y surgió un procedimie:! 

to de oficio o por pesquisa que dió margen al establecimiento del Mini! 

terio Público, aunque con funciones limitadas, siendo la principal, pe! 

seguir los delitos, hacer efectivas las multas y las confiscaciones d! 

cretadas como consecuencia de una pena. 

Más tarde a mediados del siglo XVI el Ministerio 

Público interviene en forma abierta en los juicios del orden ?enal sus 

funciones se precisan en forma más clara durante la época Napoleónica, 

llegandose a la conclusión de que dependiera del Poder Ejecutivo por -

considerarsl!le representante directo del interés social en la persecu­

sión de los delitos. 

A partir de ese momento principió a funcionar -­

dentro de la Magistratura, dividiendose, para el ejercicio de sus fun­

ciones en secciones llamadas ºParquets" que constaban de un Procurador 

y varios auxiliares, sistitutos en los Tribunales de Justicia o susti­

tutos generales o abogados generales en los Tribunales Franceses. 

d) España. 

En España, nos :::i.enciona el Profesor Juan José~ 

zalez Bustamante existió la promotoria fiscal desde el siglo XV. como 

herencia del Derecho Canónico. 
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Los Proootores Fiscales obraban en representación 

del Monarca. siguiendo fielmente sus instrucciones. (57) 

Desde la época del Fuero Juzgo habia una Magis-­

tratura especial. con facultades para actuar ante los tribunales cuard:J 

no hubiera un interesado que acusara al delincuente; Este funcionario 

era un mandatario particular del Rey en cuya actuación repr~sencaba al 

Monarca. 

En la Novisima recopilacHin se reglamentaron los 

funcionarios del Ministerio Fiscal, v. gr. " Mandamos que los fiscales 

les hagan diligencias para que se acaben y fenezcan los procesos que -

se hicieren en la vista privada de los escribanos, ansi como contra loe 

mismos Jueces como contra los escribanos. 11 

Durante el Reinado de Felipe 11, nos dice el Pr~ 

fesor Guillermo Col!n Sánchez, se establecen 2 fiscales: uno para ac­

tuar en los juicios civiles y otro en los criminales. 

En un principio se encargaban de p~rseguir a Cf1i.! 
nes cometian infracciones relacionadas con el pago de la contribución 

fiscal, multas o coda pena de confiscación; más carde fueron facultados 

para defender la Jurisdicción y el Patrimonio de la Hacienda Real. 

Posteriormente el Procurador fiscal formó parte 

de la "Real Audiencia", interviniendo 1 funda.o.entalmente, a favor de -

las causas públicas y en aquellos negocios en los que tenia inter~s la 

Corona¡ protegia a los indios para obtener Justicia. tanto en lo civil 

como en lo criminal, defend!a la jurisdicción y el patrimonio de la -

Hacienda Real y también integraba el Tribunal de la inquisición, don­

de figuró como Promotor Fiscal, llevando la voz acusatoria en los ju!, 

cios. (58) 

(57) op. cit. pag. 59 
(SS) op. cit. pag. 79 

De lo expuesto hasta el momento, se desprende -

(63) 



que los antecedentes del Ministerio Público se encuentran más difinidos 

en cuanto a su lntegraci6n y facultades en el Derecho Español que como 

se ha mencionado, desde la Epoca del Fuero Juzgo hab!a una Magistratura 

especial 1 con facultades para actuar ante los Tribunales cuando no hubi! 

ra un interesado que acusara al delincuente. 

3) llAIUllLEZA JUllDICA DEL IWIISTEIUO PUBLICO. 

Autores como Guillermo Colín Sánchez y Juan JosE 

Conzalez Bustamente, nos explican que el determinar la naturalez.a jur! 

dica del Ministerio Público ha ocasionado mucha polémica: se le ha CO!!, 

siderado como un representante de la sociedad en el ejercicio de las -

acciones penales, un órgano administrativo actuando con el caricter de 

parte, un órgano judicial y como un colaborador de la función jurisdi,: 

cional. 

Representante de la sociedad en ejercicio de la 

acción penal. 

Para fundamentar ésta representaci6n social, se 

toma como punto de partida el hecho de que el Estado, al instituir la 

autoridad, le otorga el derecho para ejercer la tutela Jurídica gene­

ral al Ministerio Público, para que de esa aanera persiga jurídicame!!. 

te y judicialmente a quien atente contra la seguridad y la normalidad 

en el desenvolvimiento de la sociedad. 

Organo administrativo. 

Se ha afirmado en la Doctrina Italiana que el -

Kiniscerio Público es un 6rgano adoinistrativo. 

José Guarneri en su obra 11 1..as partes en el pro­

ceso penal", citado por el Profesor Guillermo Col!n Sánchez. nos seña.la 

que el Ministerio Púb~ico es un órgano de la admi~istración pública -

destinado al ejercicio de las acciones penales señaladas en las leyes 

y por tal motivo, la función que realiza bajo la vigilancia del Mini.! 
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terio de Gracia y Justicia, es de representaci6n del Poder Ejecutivo en 

el proceso penal 1 y aunque de acuerdo con las leyes italianas forma p.:l! 

te del orden judicial, sin pertenecer al poder Judicial, en consecuen­

cia. no atiende por sI mismo a la aplicación de las Leyes 1 aunque pro­

cura obtenerla del Tribunal cuando y como lo exige el interés público¡ 

de manera que estfi al lado de la autoridad Judicial como órgano de i!! 

terEs público en la aplicaci6n de la ley, y como el Ministerio Público 

no decide controversias Judiciales, no es posible considerarle como 6! 

gano Jurisdiccional. sino más bien adcinistrativo, derivandose de ésto 

su carácter de parte, puesto que la represi6o penaria pertenece a la -

Sociedad y al Estado en personificación de la misma, para que la ley ro 

quede violada, persigue el delito. (59) 

Organo Judicial. 

La doctrina más reciente encabezada por Guiusse­

pe Sabatine y Giuliano Vasalli, nos sigue diciendo el ·Profesor Guille! 

mo Col!n Sánchez se inclina en otorgar al Ministerio Público el carác­

ter de órgano Jurisdiccional o de órgano perteneciente a la Judicatura. 

Sostienen que no puede ser un órgano administrat.! 

vo, sino más bien de carácter Judicial. Para esto adoptan la postura 

de Santi Romano. el cuál distingue la Potestad fundamental del Estado, 

dentro de las tres funciones comunmente admitidas (legislativa 1 ejecu­

tiva y judicial.). 

Si la potestad Judicial tiene por objeto el man­

tenimiento y actuación del órden Jur!dico 1 como está última abarca al 

Poder Judicial y ~sta a su vez., a las otras actividades no jurisdicci~ 

nales, comprendidad en el objeto indicado 1 de ésta manera 1 los autores 

mencionados afirman que el Ministerio Público es un órgano Judicial 1 ~ 

ro no administrativo. 

El autor Raúl Alberto Frosali 1 manifiesta que -­

dentro del orden Judicial, según la etimología de la palabra 1 debe e.!! 

(59) op. cit. pag. 81. 
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tenderse todo aquello que .se refiere al Juicio. Pero es necesario r_! 

conocer que la actividad del Ministerio Público es administrativa, por 

que no es legislativa y jurisdiccional. ni tampoco política. pero ame­

rita la calificación de Judicial porque se desenvuelve en un juicio. (60) 

Colaborador de la funcion Jurisdiccional. 

Se ha identificado al Ministerio Público como un 

auxiliar o colaborador de la función Jurisdiccional, debido a las acti­

vidades que reallza a través de la secuela procedimental, y ya que toJ.os 

sus actos van encaminados a lograr un fin último: la aplicación de la 

Ley al caso concreto, siendo posible admitir ésta colaboración con la -

actividad Jurisdiccional, a través de sus funciones esped'.ficas, porque 

en última instancia estas obedecen al interés característico de toda la 

organizaci6n Estatal. Para el cumplimiento de sus fines el Estado en-

comienda deberes espec!ficos a sus diversos organos para que en colabor.!. 

cion plena y coordinada, mantengan el órden y la legalidad; raz6n por 

la cual el Ministerio Público, lo mismo al perseguir el delito que al h.! 
cer cesar toda lesión jur!dica en contra de los particulares, dentro de 

éstos postulados, es un auxiliar de la función Jurisdiccional para lograr 

que los Jueces hagan actuar la Ley. 

De lo expuesto hasta el momento se concluye que -

el Ministerio Público representa el interés social en la Averiguación -

y persecusión de los delitos y en muchos otros actos de tutela social -

que le encomiendan las leyes. 

En México el Ministerio Público es una instituclln 

jur{dica consagrada en la Constitución General de la República que est! 

blece que la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autor! 

dad Judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Pú­

blico y a la Policia Judicial, as{ lo establece su art{culo 21. 
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De las consideraciones anteriores 1 podemos dedu­

cir que el Ministerio Público es una institución dependiente del Estado 

(Poder Ejecurivo) que actua en representación del interés social en el 

ejercicio de la acción penal y la tutela social, colabora en la función 

jurisdicciónal 1 es parte en la relación procesal, representando a men~ 

res, ausentes o al propio Estado. 

4) KL lfilllSTER.IO PUBLICO l!JI llEXICO. 

El Profesor José Franco Villa nos explica en su 

obra El Ministerio Público Federal que la Institución del Ministerio -

PGblico tiene sus origenes en España y Francia pero en México, adqui­

rió caracteres propios ya que el constituyente de 1917 imprimió una e! 

tructura a tal organismo. 

Hata antes de 1910 los Jueces tenian la facultad 

no solo de imponer las penas ~o solo previstas por los delitos sino de 

investigar éstos. En ésta época se podían presentar las denuncias d! 

rectamente ante el juez quien estaba facultado para actuar de irunedia­

to sin que el Ministerio Público le hiciera petición alguna. 

En tales condiciones el Juez ejercita un poder -

casi absoluto o ilimitado, ya que tenia en sus manos la· facultad de i.!! 

vestigar y acumular pruebas y de procesar y juzgar a los acusados; así 

el Juez de Instrucción también realizaba funciones de Jefe de la Poli­

cía Judicial, pues intervenía directamente en la investigación de los 

hechos delictivos o delictuosos. (61) 

El primer antecedente en México lo encontramos en 

los Procuradores Fiscales. Estos tenian el trabajo de procurar el ca.:!. 

tigo en los delitos no perseguidos por el Procurador Privado. Estos -

Procuradores Fiscales fueron implantados por influencia de España toda 

vez que hab!a conquistado e implantaban tanto su religión como su le.!! 

ª~~-~-~u derecho por eso durante toda la época colonial nuestro Estado 

(61) op. cit. pag. 58. 
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al igual que la Madre Patria tuvo Procuradores Fiscales que como ya se 

indicó son los primeros antecedentes del Ministerio Público en México. 

La vida independiente en México, no creó un nue­

vo derecho inmediata.mente y as! tenemos que en la constitución de Apa!, 

zingan de 1814 (que nunca fué promulgada) se habla de dos fiscales,mo 

para el ramo civil y otro para el ramo penal y en la Const1tuci6n de -

1824 se habla de un fiscal que deber!a de formar parte de la Suprema -

Corte de Justicia. Estos funcionarios fueron meras proyecciones de -

Procuradores Fiscales. 

En 1869 Juárez expidió la Ley de Jurados Crimin!!_ 

les para el Distrito Federal en donde previene que existan tres Promo­

tores o Procuradores Fiscales o representantes del Ministerio Público. 

que a pesar de la nueva nomenclatura, no integraban un organismo sino 

eran independientes entre s! erigiendose como parte acusadora y actua!! 

do independientemente de la parte ofendida. 

El Profesor Manuel Rivera Silva, nos explica que 

en el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal de 1880 

en su artículo 28 expresa que el Ministerio Público es una Magistratu­

ra instituida para pedir y auxiliar la pronta administración de la Ju! 

ticia en nombre de la sociedad y para defender ante los Tribunales los 

intereses de ésta, en los casos y por los medios que señalan las leyes. 

El Código de Procedimientos Penales para el Dis­

trito Federal de 1894. sigue los mismos lineamientos y es en la Ley º!. 

glínica del Ministerio Público de 12 de septiembre de 1903 en donde hay 

avance difinitivo porque funda la organización del Ministerio Público 

(a quien preside un Procurador de Justicia) dándole unidad y dirección 

además deja el Ministerio Público de ser un auxiliar de administración 

de Justicia para tomar el carácter de Magistratura independiente que 

represneta a la sociedad. (62) 

(62) op. cit. pag. 61 
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La Constituci6n de 1917 hizo del Ministerio Públ! 

co una Institución Federal, y as1 el proyecto del articulo 21 se estah1!, 

ció que la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

Judicial. Solo incumbe a la autoridad administrativa el castigo de las 

infracciones de los reglamentos de policia y la persecución de los del! 

tos. por medio del Ministerio Público y de la Policia Judicial, que es­

tarl a la disposición de éste. 

En la actualidad el articulo 21 Constitucional en 

su parte conducente señala que la imposición de las penas es propia y -

exclusiva de la Autoridad Judicial. La persecución de los delitos i!! 

cum.be al Ministerio Público y a la Policia Judicial, la cuál estará bajo 

la autoridad y mando inmediato de aquel. 

5) 11.EGLAS PROCHSAL!!S QUI! R.lGEll JA ACTl!ACIOll DKL llllllSTl!R.10 POllLlCO. 
SUS ATR.lBUCIOllES. 

Las reglas procesales que rigen la actuación del 

Ministerio Público se encuentran contenidas en los CÓdigos de Procedi­

m.1.entos Penales para el Distrito Federal y el Federal, e!l donde ee es­

tablecen sus atribuciones que son derivadas de los mandatos contenidos 

en el art!culo 2l y 102 constitucionales tllS.S los art1culos de regula-­

ci6n secundaria. 

Dentro de las atribuciones más relevantes estan 1 

la Persecuci6n de los delitos que se desempeña tanto en la Averiguacl.én 

Previa como dentro del Proceso como parte acusadora, ser representante 

Judicial de la Federaci6n, intervenir en los juicios de amparo siempre 

para preservar el imperio de la legalidad, pues es parte del juicio de 

amparo, atribuciones que se encuentran establecidas en la Ley o Leyes 

respectivas. 
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B) ORGAllO JUIUSllICCIO!IAL. 

l) FUllCIOll JUIUSDICCIOllAL. 

En ejercicio d~ la soberania el Esta.do. <:umplie!!. 

do con una de sus atribuciones, lleva a cabo la función jurisdiccional 

para as! preservar la convivencia sociaL 

La Función Jurisdiccional es el pueste de paso -

de lo abstracto a lo concreto, es decir, de la Ley penal A la ejecucl.ón 

de la Ley penal lo cual denota una actividad df!sarrollada por órganos 

espec!ficrunente determinados, que en representación del Estado y en -­

ejercicio de la Jurisdicción, aplican la Ley al caso concreto. 

La actividad Jurisdiccional. en ténninos genera­

les consiste en declarar el Derecho en 1011> cases concretos. 

El Profesor Manuel Rivera Silva. nos: explica que 

la etimologta de la palabra Jurisdicción, la encontramos en 1<1.s pala­

bras 0 jus11 y "dicere" que quiere decir declarar el Derecho. Mas la Si_! 

ple declaración del der~cho, no informa la actividad Jurisdiccional;s~ 

lo se puede hablar de tal actividad cuando la declaración del Derecho, 

en los casos concretos, tiene fuerza ejecutiva en virtud de haber sido 

hecha por alg~ien a quien el Estado ha investido de Poder para ello.(63) 

2) EL JllEZ. SUS ATIURUCIOllES. 

La función. jurisdiccional. la delega: el Estado en 

el Juez, éste es el órgano de que se vale para llevarla acabot 

E.l Juez es un sujeto de primordial import:ancis. -

en la relaci6n procesal, es el representente :i.onocrático o colegial del 

(6J) op. cit. pag. 69. 
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órgano jurisdiccional del Estado, encargado de ejercer la Función Ju­

risdiccional soberana en un determinado proceso penal. 

El Juez es una representación que le otorga a un 

hombre poderes excepcionales sobre sus semejantes y se constituye por 

Jurisdicción o competencia y en la Jurisdicción consiste toda la esen­

cia del Juez. 

Por tanto es órgano Jurisdiccional aquel sujeto 

investido legalmente por el Estado para declarar el derecho en cada -

caso concreto y además teniendo éste Juez Imperio, por eso es Autori­

dad. 

3) LA JUIUSDICCIOll. SU CLASIYICACIOll. 

La actividad Jurisdiccional, en términos genera­

les consiste en delcarar el Derecho en los casos concretos. 

La etimología de la Palabra jurisdicción como se 

ha mencionado anteriormente proviene de 11 jus" y 11dicere11 que significa 

declarar el Derecho. Pero solo se puede hablar de declaración de d,! 

recho en los casos concretos, cuando tiene fuerza ejecutiva en virtud 

de haber sido esa persona a quien el Estado la inviste de poder para -

ello. 

Por lo anterior la Jurisdicción se puede definir 

como la actividad de declarar el derecho en casos concretos teniendo -

ésta declaración efectos ejecutivos por haberla hecho un órgano espe-­

cial a quien el Estado reviste del poder necesario para ello. 

La Jurisdicción se puede clasificar en: civil, -

penal, laboral etc. 
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De lo que se deduce que habrá tantas jurisdicci~ 

nes coo.o caterias existen y también se puede clasificar en preventiva 

y sancionadora según se trate de !o.poner una medida de seguridad o una 

pena al infractor. 

No obstante lo anterior dentro de nuestro medio 

la jurisdicción se clasifica en ordinaria y especial, la ordinaria se 

subdivide en común y particular. 

La Jurisdicción ordinaria COQÚn es aquella que -

tiene una existencia de derecho, instituida por el artículo 14 Consti­

tucional y atendiendo a nuestra organización actual se divide en Cons-

titucional, Federal y común y local. La ordinaria particular se da 

en razón del sujeto, de su investidura u ocupación y se clasifica en -

militar y para cenares. 

Respecto a la Jurisdicción especial, ésta se e!! 

cuentra prohibida por el arc{culo 13 Constitucional que en su parce -

conducente nos establece que nadie puede ser juzgado por leyes privat.!. 

vas ni por tribunales especiales. 

La Jurisdicción Constitucional atiende a la nat~ 

raleza especial de la infracción y a la persona que la ha coi:ietido, Su 

fuente son los artículos 76 F. VII de la Constitución Pol!tica Mexica­

na. Esta Jurisdicción se deposita en la Cámara de Senadores para el 

caso que prevee dicho arttculo y también se deposita en la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

La Jurisdicci6n Federal se refiere a aquellas~ 

troversias que se suscitan con wotivo de la comisión de delitos que tf!! 

gan ese caracter. 

·La Jurisdicción local o común se refiere o cir-
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cunscribe exclusivamente al territorio de la Entidad Federativa en do!!. 

de ejercen sus funciones los Tribunales; es decir que corresponde 

los órganos jurisdiccionales o de los Estados conocer de los casos de 

infracciones previstas en las leyes respectivas. 

La jurisdicción en el fuero de guerra, se dá ún.f. 

nicamente para los delitos y faltas contra la disciplina militar en fo! 

ma y tErminos que señala el Código Mexicano de Justicia Militar. 

Respecto a la Jurisdicción para menores se da en 

el caso de faltas cometidas a las leyes por menores de edad y esto se 

rige por las normas del Consejo Tutelar p~ra menores infractoreo. 

4) CAPACIDAD DEL JUEZ. 

Para que se pueda llevarse a cabo la función Ju­

risdiccional es indispensable que se reunan entre otros requisitos el 

de capacidad y el de competencia. 

La capacidad en sentido general. es el conjunto 

de atributos señalados por la ley para que una persona pueda ejercer 

el cargo de Juez. 

La capacidad en materia penal se clasifica en -

S\lbjetiva y objetiva, la primera se subdivide en abstracto y en COf'a! 

tQ y a la segunda le concierne el problema de la competencia. 

La capacidad subjetiva en abstracto, se refiere 

a aquellos requisitos que indispensablemente debe reunir el sujeto P! 

ra ejercer el cargo de Juez; es decir los requisitos que previamente 

debe satisfacer para que se le pueda designar como tal. 

La capacidad subjetiva en concreto, se refiere 
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a que el órgaoo jurisdiccional no esté impedido de acuerdo con la Ley 

para poder juzgar a un asunto. 

a la competencia. 

La capacidad objetiva 1 se refiere indudablemente 

Si la Jurisdicción consiste en declarar el derecho, 

éste atributo tiene límites porque un Juez, no puede conocer de cual­

quier delito ni donde quiera que se haya co:ietido. 

C) Ol1GAllO DE DUE!ISA. 

1) DEll!CllO DE D!FEllSA cntel DllllCllO COllSTITIJCIOllAL. 

DHotro de cualquier régimen. donde prevalezcan -

las garantías individuales, al cometerde un delito. nace la pretensión 

punitiva estatal y simultáneamente el derecht'I de defensa. 

El derecho de Defensa está intimamente asociado 

al concepto de libertad, en virtud de que sustrae al individuo de loque 

es arbitrario o de lo que tienda a destruir los derechos que le otorgan 

las leyes. 

Es posible observar como a medida en que el con­

cepto de libertad fué ampliandose dentro de la evolución del derecho 1 -

en la misma p~oporcion lo ha sido el derecho de defensa. 

La Defensa en su connotación más amplia, ha sido 

considerada como un derecho natural e indispensable para la conserva--

ción de la persona, de sus bienee, de su honor y de su vida; ha sido 

objeto de una reglamentación especial en los diversos ca::pos en lasque 

puede darse; dentro del proceso penal es una institución indispensable. 

El concepto de ésta es ser una institución Judi­

cial que comprende al imputado y al defensor y el proceso penal tiene 

como funciones especiales, el coadyuvar a la obtención de la verdad y 
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proporcionar la asistencia técnica al procesado para evitar todo acto -

•rbitrario de los demás órganos del proceso, con lo cual cumple una i_I! 

portant{sima función social. 

2) AllTECEDEllTES RISTORICOS DEL DEFEllSOV.. 

El Profesor Juan Jos€ Gonzalez Bustama.nte, nos ª.! 

ñala que la defensa entendida como derecho es un s1ntoma de progreso en 

el 6rden jur1dico procesal, y desde la antigüedad, en algunas legisla­

ciones se alud1a a ella. 

En el viejo testamento se expresa que lsaias y -

y Job, dieron normas a los defensores para que por su intervención, t~ 

vieran éxito las gestiones, en favor de l~s mentecatos de los ignorantes 

de los menores, de las viudas y de los pobres, cuando sus derechos rubl.! 
ren sido quebrantad9s. (64) 

En el Derecho Romano primitivo, el acusado es atE!! 

dido por el asesor. 

El Colégio de los Ponttfices designaba anualmente 

un sacerdote para responder a los plebeyos que demandaban la reparación 

de algún derecho ante el Magistrado, pero cuidando de nO revelar los ft..!!, 

damentos del consejo, en virtud de que el secreto de la doctrina Jur{d! 

ca, era para el patriciado, alma pol{tica que garantizaba su suprema.eta. 

En el Siglo V de la fundación de Roma se rompen los ve los del derecho -

Tradicional y es accesible para los plebeyos preparar su propia defensa 

y con el procedimiento fomulario, aparece la Institución del Patronato. 

l..a costumbre admiti6 que en el proceso penal. pu­

diera presentarse un Orador que defendiera los intereses de su Cliente. 

Era el Patronus o causidicus, ex.perta en el arte de la Oratoria que d!_ 

be de ser instruido en sus recut"sos legales, pot' el vet'dadero advoca-­

tus, el Perito en Jurisprudencia y habituado al razonamiento fot"ense. 
(64)~p. cit. pag. Só. 

(75) 



Correspond!a al "Patrono" de un modo facultativo. 

la carga de representar y proteger a su Cliente. 

En el libro I t!tulo 11 del Digesto, existe un C,! 

pitulo de porcuratoribus y defensoribus 1 que se ocupa de reglamentar las 

funciones de los Defensores. {65) 

Dentro del sistema inquisitorio, no existi5 la -­

Institución de la Defensar, fundandose en que los Jueces resumian las 

tres funciones que caracterizan al sistema acusatorio moderno pero a P!. 

sar de ésto el Procurador de Defensa, como existia el fiscal, pero que 

su actuación pasaba inadvertida por el procedimiento que tuvo el Juez en 

el proceso, de suerte que el defensor estaba de más y era el propio Tr! 

bunal quien se encargaba de asumir la defensa cuando apareciese de las 

actuaciones que el inculpado era inocente y hubo legislaciones en la que 

se le excluyó por ejemplo en la Ordenanza Criminal Austriaca de 1803. 

Las leyes Españolas se ocuparon preferentemente, 

de proveer que el inculpado tuviera defensor para que estuviere preRen-

te en todos los actos del proceso. En el Fuero Juzgo y la Novisima R!: 

copilaci5n se facultaba a los Jueces para premiar a los profesores del 

derecho y a.bogados del foro, a fin de que destinaren parte de sus horas 

de trabajo diario, en defensa de los pobres y desvalidos, y la Ley de -

Enjuiciamiento Criminal de 14 de Septiembre de 1882, dispone que los -

Abogados a quienes correspond1'..a la defensa di! pobres, no podrá excusar­

se de ella, sin un motivo personal y justo que clasificara, según su~ 

dente arb1'..trio, los decanos de los colegios donde los hubiese, o en su 

defecto, el Juez o Tribunal en que hubieren de desempeñar su cometido. 

3) NATURALEZA JllUDICA DEL DEnllSOR. 

El defensor representa a la Institución de la D!:, 

fensa que se integra por dos sujetos principalmente: el autor del del! 

to y el Asesor Jur{dico, ambos constituyen un binomio indispensable en 

el proceso. 

"f&s)rdem. pag. B7 
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El defensor c:omplemeota la personalidad Jurídica 

del sujeto activo del delito, integra la relación procesal y tiene a 

cargo la asistencia técnica. 

Se le ha considerado como un representante del -

Procesado, un asesor del procesado, un auxiliar de la Justicia y como 

un 6rgano i=parc:ial de ésta. 

Representante del procesado. 

No es posible ubicarlo dentro de la Institución 

del Mandato civil, porque aún ejerce sus funciones por disposici5n de 

la Ley y por Voluntad de él 11 mandante 11 
( procesado ) , no reune los 

elementos caracter!sticos del mandato. La designación de defensor y 

los actos que los caracterizan, se ciñen estrictamente a los actos Pr:!, 

ce sales que en todos los aspectos 1 están regulados por la ley y no por 

el arbitrio de las partes. Es evidente que la actividad del defensor 

no se rige totalmente por la voluntad del procesado, goza de libertad, 

para el ejercicio de sus funciones, sin que sea necesaria la consulta 

previa con su defensa. 

Asesor del Procesado. 

Se ha afirmado por algunos autores que el defen­

sor es un asesor técnico del procesado, pero la naturaleza propia de -

dicha instituci6n se encarga de demostrar que sus actividades no se 

circunscriben a la simple consulta técnica del procesado, sino a la 

realizaci5n de un conjunto de actividades que no solo se refieren a 

aquél sino también, al Juez y al Ministerio Público. 

Por tanto se desvirtuarla la esencia del Defen-­

sor si se le considerara co:no sic.ple asesor técnico porque éste tiene 

deberes y derechos que hacer cucplir dentro del proce:;o. 

Auxiliar de la administración de Justicia, 

No se debe tampoco concebir coco auxiliar de la 

administración de Justicia porque si as! fuera: " estaría obligado a 

romper con el secreto profesional y a comunicar a los Jueces todos los 

infon:ies confidenciales que hubiese recibido del inculpado 11
• (66) 

(66)tdem. pag. 91 
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Organo Imparcial. 

Tampoco es posible reclamar imparcialidad en el -

defensor; Esto serta una restricci6n en el ejercicio de sus funciones -

por lo que se refiere a sc.s intereses que se le encocúendan al verificar 

actos de obtención, peticiones y proposiciones de prueba, lo que por ~ 

tra parte romper.ta con el principio de la contradicción procesal que se 

reconoce en el desarrollo del proceso penal moderno. 

De lo anterior podemos señalar que la posición de 

el Defensor es sui-generis, no es ni un mandatario, ni un asesor técni­

co ni un órgano imparcial de los Tribunales, ni menos un órgano auxlliar 

de la administración de Justicia. Franco Sodi señala que el defensor, 

ºtiene propia personalidad; no es un simple representante ni un simple 

consejero del procesado, sino que obra por cuenta propia y siempre en 

intereses de su defensa ". (67) 

4) Dfnl!SOR DE OFICIO. 

DEllDES TF.CllICO ASI.STEllCIALES. 

Las Leyes Mexicanas consagran el principio de que 

la Defensa penal es obligatoria y gratuita, y en materia común, Federal 

y militar, existen organismos de peritos en Derecho, defensores de ofi­

cio, para la atención técnica de quienes no es tan en posibilidades o~ 

diciones de expensar los servicios de un abogado defensor. 

El secreto del abogado defensor, ta:nbién se encue!! 

tra reconocido en nuestras leyes. El Código penal dispone en su art!-

culo 211: 11 La sanción será de 1 a 5 años, :::ulta de 50 a 500 pesos y SU!. 

pensión de profesion, en su caso de 2 meses a 1 año, cuando la revela-­

ci6n punible sea hecha por personas que presten servicios profesionales 

o técnicos o por funcionarios o empleados públicos. o cuando el secreto 

de revelar o publicar sea de carácter industrial. " 

Al defensor no=!>rado, debe hacersele saber la de-

<67 > ~~~i~·~~- 5~fü1~5:·~~1~g~1~fr~;~r~1Fi~~1g~;s¡~)lm~h~st:0ces•1 
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aignacióo recaída en su favor para que exprese si acepta el cargo y an­

te la autoridad Judicial proteste su desempeño; debe de intervenir en 

el procedimiento a partir del momento en que se le haga el discernimie!!. 

to del cargo, pero está obligado a concurrir a la audiencia que precede 

al fallo, y si no lo hiciere, sin contar con la previa autorizaci6n del 

procesado, se le impondrá, por el Tribunal, una correcci6n disciplinaria 

y se dar.1 inmediateente al procesado un defensor de oficio4 En caso 

de que el faltista sea un defensor de oficio. se comunicará su ausencia 

al superior inmediato 1 para que le imponga la corrección disciplinaria, 

que proceda y se le sustituirá por otra. 

En cuanto a los deberes técnicos asistenciales, -

del defensor, según la Ley de defensores de oficio son: 

a) Estar presente ~n el momento en que su defend!. 

do rinda su declaraci6n ante la autoridad correspondiente. 

b) Entrevistarse f!on el indiciado o infractor P.! 

ra conocer de viva voz la versi6n personal de los hechos y los argumen­

tos que pueda ofrecer a su favor, para hacerlos valer ante la Autoridad 

del conocimiento. 

c) Asesorar y auxiliar a su defensor en cualquier 

otra diligencia que sea requerida por la autoridad_ corr.espondiente; S,! 

ñalar en actuaciones los lineaciientos legales adecuados y conducentes -

para exculpar, justificar o atenuar la conducta de su l-epresentado. 

d) Solicitar al Ministerb Público del conocimien­

to, el no ejercicio de la acci6n penal para su defenso 1 cuando no exis­

ten dacas suficientes para su consignaci6n. 

e) Vigilar que se respeten las garant!as indiviOJ! 

les de su representado. 

f) Establecer el nexo necesario con el defensor de 

oficio adscrito a Juzgado cuando su defenso haya sido consignado, a efe~ 

to de que exista uniformidad en el criterio de defensa. 

g) tos dei:.ás deberes que coadyuven a realizar una 

defensa conforme a derecho que propicie la impartic:ión de Justicia pr~ 

pia. y expedita, y por últico aunque no se señale expresaoence, 

h) Solicitar la libertad cauciona! cuando proceda, 
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i11e! como tamh "'ª promover diligencias y aportar pruebas conducentes a -

lo• intereses que representa. 
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CAPITULO 1 1 1 

LOS lllll!P!ITABLES Fl!H!ITK AL DERECllO PENAL. 

A) llOllHAS .JUIUDICAS QUE lll!CllLAll EL DEllECllO DE LOS IllIMPOTABLES. 

l) llEIKlll.ES lllYllACTOllES. 

Dentro de nuestro Derecho Positivo Mexicano, sie!! 

pre se ha tratado el tema de la minoridad en cuanto a su responsabilidad 

as:t, dentro del c6digo Penal de 1871 se estableció como base para defi­

nir la responsabilidad de los menores de edad el discernimiento, decla­

rando al menor de 9 años excluido de toda responsabilidad. 

Al comprendido ent~e los 9 y 14 años, los catalo­

gaba en s1tuac16n dudosa, dejando al acusador la carga de la prueba del 

discernimiento del menor. 

Al menor de 18 años, pero mayor de 14, lo consid!_ 

ra responsable, con discernimiento, aunque con una pena disminuida entre 

la mitad y los dos tercios de su duraci6n. 

La Ley sobre la prevención social de la delincue.!!_ 

cia infantil del Distrito Federal, que tuvo vigencia el 21 de Junio de 

1928, y a la cual se le llamó (Villa-Michel), la que en su articulo pr,! 

mero consignaba que: " En el Distrito Federal, los cenares de 15 años 

de edad no contraen responsabilidad criminal por las infracciones de la 

ley o leyes penales que comentan; por lo tanto, no podrán ser persegui­

dos criminalmente, no sometidos a proceso ante las autoridades judicia­

les¡ pero, por el solo hecho de infringir dichas leyes penales, o los 

reglamentos, circulares y demJ.s disposiciones gubernamentales de obser­

vimcia general, quedan bajo la protecci6n directa del Estado, queprevios 

la. investigac16n, observación y estudio necesarios, podri dictar las m! 

didaé conducentes a encauzar su educación y alejarlos de la delincuen-­

cia." 
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Dentro del C6digo Penal de 1929, no hace diatin­

ción en cuanto a responsabilidad o imputabilidad de los menores• cona,! 

derando que todos son ini.mputablea. La única diferencia con loe adu! 

tos es que los menores de 16 años tiene? un catllogo de penas diferen­

tes. pues comparten con loa adultos el apercibimiento y cauci6n de no 

ofender; tienen como sanciones propias loe arrestos escolares, la lthe!. 

tad vigilada y la reclusión en establecimientos de educaci6n correcc1_2 

nal, en colonia agrlcola o en navio escuela. 

Pueden aplicaraeles ademJs, sanciones complemen­

tarias, dentro del cat§logo del art{culo 73 del C6d1go Penal de 1929 en 

menci6n, como amoneataci6n, pirdida de instrumentos del delito, suje-­

ci'5n a vigilancia, publicaci6n especial de sentencia, inhabilitaciones 

y suspensiones de derechos. 

El C6digo en menc16n, dedica el cap{tulo Vl ·del 

titulo segundo a la aplicaci6n de sanciones a los menores de 16 años, 

previendo la posibilidad de condena condicional de los 12 a los 16 -­

años. El capitulo IX del mismo titulo explica en que consiste cada -

una de las 1anciones splicablee. 

Dentro del C6digo Penal de 1931, concede la 1n1!!! 

putabilidad absoluta a los menores de 18 años, disponiendo determinadas 

medidas para su corrección educativa (titulo sexto del libro primero, 

articulo& del ·119 al 122) y dichos art!culos en la actualidad se encue!!_ 

tran derogados. Pero cuando un menor de edad infrinja las leyes pen!. 

les o los reglamentos de policia y buen gobierno, o manifiesten otra -

forma de conducta que haga presumir fundadamente, una inclinaci6n a~ 

sar un daño, ast mismo, a su familia o a la sociedad, y ameriten, por 

lo tanto la actuación de alguna autoridad, que en esos casos es compe­

tente el Consejo Tutelar conforme al articulo 2° de la Ley que crea d!. 

cho consejo en concordancia con el articulo 34 del mismo ordenamiento, 

en el que se establece que cualquier autoridad que le sea presentado \:l 

menor de edad, lo pondrá de inmediato a disposición del Consejo Tutelar. 
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La ley de Secretarlas y Departamentos de Estado, 

ley del año de 1958 (actualmente derogada), ea la fraec16o 11 del ar­

t!culo 25 • daba a la Secretar ta de Gobernación la función de organizar 

la defensa y prevenc16n social contra la delicuencia, estableciendo en 

el Distrito Federal un Consejo Tutelar para aenorea infractores de más 

de 6 años, ejerciendo sobre ellos la.tutela que corre&ponda al Estado. 

A.al la Ley que crea el Consejo Tutelar para Men~ 

re• Infractores del Distrito Federal, eonfiraa. la edad de 18 años como 

el 11-ite para su intervenci6n. 

La Ley orgSoica de la Administrac16o Pública Fe­

deral, en su artS:culo 27 fracc16n XXIV (reformada) daba a la Secretarla 

de Gobernaci6n textualmente la misma facultad que le daba la Ley de S.! 

cretar!as de Estado mencionada. Sin embargo, esta nueva ley no men:Je 

naba, como la anterior, qui.fn se bar§. cargo de los menores de 6 años. 

En cuanto a las legislaciones de loa Estados de 

la República Mexicana, la situación ea la aiguiente en cuanto a la edad 

inferior y a considerarse como imputable: 

a) Sola.mente 6 Estados establecen edad inferior¡ 

u.no a loa 1 años, tres a los 8 y dos a los 6. 

b) Se considera imputable a los 18 años a una pe! 

sona en las siguientes Estados de la República: Baja california norte, 

Baja california sur, Colima, Chiapas, Nuevo León, Sinaloa. Tam.au.lipae 1 

Yucatan 1 Guerrero, Quintana Roo. Morelos 1 Cbihuahua, Estado de México, 

Hidalgo, y Queretaro. 

e) Aloe 17 años en los Estados de Tabasco, y Za.e.! 

tecas. 

d) A los 16 años en: Agu<1scalientes, Campeche, -

Coahuila, Dutango 1 Guanajuato, Michoacan, Nayarit, Oa.xaca, Puebla, San 

Luis Potas!, Sonora, Tlaxcala, Veracruz y Jalisco. 

Como se puede observar no hay unificacii5n 1 y se. 

puede caer en el absurdo de que una persona menor de 18 años que viaja 

por el territorio nacional se va convirtiendo de imputable en inimpu-
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table y viceversa, según la edad que tenga y el Estado de la República 

en el que se encuentre, es decir, en forma casi mágica adquiere y pie! 

de la capacidad de culpabilidad. 

Posteriormente. del C6digo penal de 1931, se crea 

en 1941 la Ley Orgánica del Tribunal para menores en la que se refrenda 

lo establecido en el C6digo de Procedimientos Penales, aunque con algu­

nos matices con los que quizó se pretendi6 1 a través de la denominada -

investigación amplia sobre las condiciones del menor. justificar el pr.2. 

cedimiento a seguir, para que de ese modo se concluyese con la resolu-­

ci6n en torno a las medidas que en el caso concreto debían adoptarse. 

Dentro de la legislacH5n vigente en nuestros d!as 

se crea el Consejo Tutelar para Menores Infractores del Distrito Fede-­

ral, publicada el 2 de agosto de 1974 y cuya naturaleza es fundamental­

mente procedimental, se instituyen los Consejos Tutelares y sus organi! 

moa auxiliares, a quienes se les señala su esfera de competencia y, por 

último, se establecen las normas a que deberán sujetarse en los proced,! 

mientas correspondientes. 

Por lo que respecta a los códigos de Procedimien­

tos Penales tanto del Distrito Federal como el Federal, tenenos los~ 

te: 

Dentro del Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal. en el Capítulo IV del Título Tercero se regulaba el 

Procedimiento ante el Tribunal de Menores, cap!tulo integrado por los 8!. 

tículoa 389 al 407 que fué derogado por el decreto de 22 de abril del .! 

ño de 1941, Ley Orgánica y Normas de Procedimientos de los Tribunales de 

Menores y sus Instituciones Auxiliares en el Distrito Federal. 

Dentro del Código Federal de Procedimientos Pena­

les, en el Título Decimosegundo capítulo segundo, se regula el procedi­

miento para menores que cometan un delito federal siendo ésta regulación 

escueta al señalar que en los lugares donde existan Tribunales locales, 

para menores, Estos seriín competentes para conocer de las infracciones 

a las leyes penales federales cometidas por menores de 18 años, aplica!! 
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do las disposiciones de las Leyes Federales respectivas. 

Los Tribunales Federales para menores en las de­

mis entidades federativas conocerán, en sus respectivas jurisdicciones 

de las infracciones a las Leyes penales Federales cometidas por menores 

de 18 años. En las entidades Federativas donde hubiere dos o más Tr! 

bunales para menores, conocerá del caso el que hubiere prev~nido, y en 

todo lo relativo al p~ocedimiento, medidas y ejecución de 4!stas, los -

Tribunales Federales para menores y las demás personas y autoridades -

que deban intervenir. se ajustarán a lo previsto en la Ley que crea el 

Consejo Tutelar para menores infractores del Distrito Federal. 

De acuerdo con lo anterior, se desprende que aún 

de que existan Tribunales locales y Federales para menores en las Ent!, 

dades Federativas, éstas se ajustarán siempre a lo previsto por la Ley 

que crea el Consejo Tutelar por lo que se puede concluir que dentro de 

la Legislación vigente en ésta meterla en Derecho Mexicano, tiene gran 

relevancia la Ley que crea el Consejo Tutelar que con posterioridad se 

estudiará. 

2) ALll!IWlOS llEllTALES. 

Dentro de la Legislación Mexicana, los diversos 

Códigos de Procedimientos Penales y los Códigos Civiles 1 Penal ·y San!, 

tario, de acuerdo con la problemática que s~ ocupan, contienen dispo­

siciones de una o otra forma implementadas para los enfermos mentales. 

a) Los enfermos mentales en diversos clidigos P.!:. 

nales que estuvieron vigentes en México. 

Dentro del Código Penal de 1871, se consideró -

como causas excluyentes de responsabilidad. entre otras 1 la falta de 

desarrollo y salud mentales y la locura intermitente. 

En el Código Penal de 1929 se señaló como excl!!_ 

yente de responsabilidad el trastorno mental transitorio. 
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En el art{culo 59 de la Legislaci6n mencionada se 

dijo que habta inimputabilidad cuando se provocaba automatismo cerebral 

por ingestión de sustancias en forma accidental e involuntaria y se as! 

miló al trastorno mental cuando el auto~tismo cerebral que perturba la 

conciencia fuese provocado por la acción accidental e involuntaria, sin 

conocimiento del sujeto, de substancias tóxicas o enervantes y el esta­

do pstquico anormal, pasajero y de órden patológico que perturbe las f!, 

cultadee y le impida conocer la ilicitud del acto u omisión, si el suj.!:, 

to no se produjo conscientemente tal estado. 

El Código Penal en el T!tulo Primero cap!tulo IV · 

del libro primero en su art1'.culo 15 fracción 11, señalaba que es cir-­

cunstancia excluyente de responsabilidad, el hallarse el acusado, al -

cometer la infracción, en un estado de inconciencia de sus actos, déte! 

minados por el empleo accidental e involuntario de sustancias tóxicas, 

embriagantes o estupefacientes, o por un estado toxicoinfeccioeo agudo 

por un transtorno mental involuntario de carácter patol6gico y transi­

torio. 

Este código que es el Vigente actualmente ha su­

frido reformas y ahora la fracción segunda del mismo artículo señala lo 

siguiente: 

Fracción 11: Padecer el inculpado, al cometer la 

infracción, transtorno mental o desarrollo intelectual retardado que le 

impida comprender el carácter ilícito del hecho, o conducirse de acue! 

do con esa comprensión, excepto en los casos en que el propio sujeto -

activo haya provocado esa incapacidad intencional o imprudencialmente. 

En relación con la !racci6n citada anteriormente 

el mismo ordenamiento señala que en el caso de los inimputables, el.lu! 

gador dispondrá la medida de tratamiento aplicable en internamiento o 

en libertad, previo el procedimiento correspondiente que posteriormen-

te en el capítulo cuarto se estudiará. Si se tratare de internamien-

to, el sujeto inimputable será internado en la institución correspon-­

diente para su tratamiento, y en caso de que el sentenciado tenga el -

hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos, el 
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Juei ordenará también el tratamiento que proceda, por parte de la aut~ 

ridad sanitaria competente o de otro servicio médico bajo la supervi-­

a16n de aquella, independientemente de la ejecución de la pena impuesta 

por el delito cometido. 

Las personas inimputables podrán ser entregadas -

por la autoridad competente judicial o ejecutora, en su caso, a quienes 

legalmente corresponda hacerse cargo de ellos, siempre que ~e obliguen 

a tomar las medidas adecuadas para su tratamiento y vigilancia, garant!. 

zando por cualquier medio y a satisfacción de las mencionadas autorida­

des el cumplimiento de las obligaciones contraidas. 

La autoridad ejecutora podrá resolver sobre la ~ 

dificación o conclusión de la medida, en forma provisional o definitiva 

considerando las necesidades del tratamiento, las que se acreditarán m! 

diante revisiones periódicas, con la frecuencia y caracteristicas del -

caso. 

En ningún caso la medida de tratamiento impuesta 

por el Juez penal, excedera de la duraci6n que corresponda al máximo de 

la pena aplicable al delito. Si concluido este tiempo,• ta autoridad !. 

jecutora considera que el sujeto continúa necesitando el tratamiento lo 

pondrá a disposici6n de las wtoridades sanitarias ·para que procedan co!!. 

forme a las leyes ap licablea. (68) 

Dentro del c6digo de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal existe vaciedad respect? al procedimiento a seguir 

para los sujetos que padecen enajenaci6n mental, por tal motivo hubo la 

necesidad de que cuando se llev6 a cabo las reformas, señalar en el ar­

ticulo cuarto transitorio ( del Decreto de 30 de diciembre de 1983 )que 

en lo que respecta al régimen aplicable a los inimputables a que alude 

el articulo 15 fracción 11 del Cadigo Penal. reformado en los términos 

del presente decreto, se estará a lo dispuesto para enfermos mentales, 

en el Código Federal de Procedimientos Penales, mismo r¡;gimen que se a­

pl1car5 para las infracciones del Fuero común. 
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En virtud de lo anterior 1 el procedimiento a se­

guir. cuando se trate de enfermos mentales, que se hayan ubicado en a.!. 

guna hipótesis de derecho penal será siempre el dispuesto por el códi­

go Federal de Procedimientos Penales. 

Dentro del Código Federal de Procedimientos Pena­

les, en su exposición de motivos ya se hablaba del aspecto jur!dico que 

tenia la obra renovadora de la legislación penal que hab!a encontrado -

como obstáculo que la legislación constitucional no hab!a evolucionado 

paralelamente con las disposiciones penales, pero la Supreoa Corte de -

Justicia de la Nación logró, mediante su Jurisprudencia, armonizar los 

preceptos de las garant!as indivuduales con las nuevas tendencias pena­

les, primero en materia de menores infractores y después tratándose del 

problema de los toxicómanos, a los que la legislación de 1931 declaró -

enfermos y para los cuales la Procuradur!a General de la República est!!. 

bleció en una de sus circulares, de acuerdo con el Departamento de Sal~ 

bridad un procedimiento especial para distinguir la acción sobre los e!! 

fermos, entregándolos a ese Departamento, de la acción enérgica sobr~ -

los traficantes de drogas, y por último en cuanto a la situación de los 

enfermos mentales, problema resuelto por la ley sustantiva estaba pend! 

ente 1 en cuanto a un procedimiento adecuado tutelar para no juzgarlos -

ficticiacente conforme al procedimiento ordinario, y que el nuevo códi­

go Federal de Procedimientos Penales ya resuelve, esperando que la Corte 

complete en éste procedimiento para enajenados mentales, su interpreta­

ción análoga a la de los menores y los toxicómanos, Jurisprudencias que 

se mencionarán con posterioridad. 

As! el Código de Procedimientos Penales Federal, 

regula en el Titulo Décimo segundo Cap!tulo primero, el procedimiento -

relativo a los enfermos mentales art!culos 495 al 499 que se estudiarán 

en el cap!tulo cuarto de éste trabajo. 
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B) LOS llENORES EN R.l!LACIOH CON EL !LICITO. 

1) COllS IDERACIO!a:S GEllERALES. 

Borrada por todas las escuelas modernas la vieja 

idea de venganza y de pena-aflicción, sustituible hoy por el concepto 

de trata.miento curativo y medidas de defensa; postulada ya por donde -

quiera la necesidad de una amplisima individualización de las sancialCS 

y re.conocida sobre todo la preferente excelencia de los medios de pre­

vención que tienden a combatir el delito en sus causas antes que tener 

que reprimirlo en sus efectos; era natural que se comenzara por recl!. 

mar ante todo pat"a los niños la aplicación de tan nobles principios, -

extensibles sin embargo a todos los delinCuentes 1 y es explicable que 

haya sido en la Norte América donde prim~ro se haya experimentado y pr~ 

pagado el procedimiento tutelar. como en el medio más práctico. más r,! 

co y más cuidadose de la infancia. 

Son efectivamente los jóvenes, por su propia na­

turaleza, y salvo los casos de anormalidades innatas, los más suscept.!_ 

bles de enmienda y reforma; así como también los más expuestos y sen­

sibles a todas las influencias corruptoras, ellos constituyen por otro 

lado, el nervio y la fuerza de la sociedad del mañana, y es en su for-

1nación y en su evolucionamiento, donde se preparan los grandes crimin!_ 

les o los mejores ciudadanos futuros. Ahora bién, la observación ha 

demostrado por una parte que la mayor!a de los extravíos de los merores 

se deben a su falta de ambiente y atenciones apropiadas, a su completa 

irieducación y abandono materiales y morales, fuera de los casos de de­

fectos y taras congénitas tainbién por cierto numerosas. 

Aparte en efecto de la cifra de los heredosifil!. 

tlcos y heredo-.alcoholicos, y atrasados menc:ales, casi todo el contin­

gente de la criminalidad infantil, se recluta entre los hul!rfanos y va­

gabundos, entre los pobres "pilletes de calle11 o "hijos de arroyo" 1 s!n 

hogar ni escuela. En todo caso y como segunda observaci6n 1 también -

está experimentando, que si aun para los adultos el sistema penal el! 

sico ha sido un rotundo fr;acaso, para los jóvenes es un verdadero de--
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sastre y una contraproducente maldad. La vida dura de las prisiones• 

el contacto con los viejos delincuentes empedernidos, el aparato y la 

brutalidad de los procesos, en vez de servir en lo más mínimo para la 

corrección del menor. acaban con sus má:; remotos sentimientos de deli­

cadeza y dignidad, lo convierten en un desvergonzado o un hipócrita y 

lo pervierten con todas las mañas y todas las degeneraciones de la más 

cruel y baja experiencia. 

En cambio la dulzura de un maestro generoso, la 

protección y el estímulo de un oficio bien remunerado con alimentación 

y atenciones aseguradas, las medidas paternales, el cambio del medio -

desmoralizador por un ambiente sano, la sustitución en lo posible de la 

familia y del hogar en una palabra, si bien constituyen procedimientos 

más dificiles y aparentemente más costosos, pueden operar y operar 

dado paso según las estadísticas, innumerables transfonn.aciónes benef! 

cas, que a la postre ahorrarían a la sociedad mayores trastornos y d,! 

sembolsos. 

En todo esto se funda la propugnación de lo que 

se ha llamado el tratamiento tutelar, para los menores delincuentes )' 

en general para todos los jóvenes inadaptados de tendencias peligrosas. 

Sin embargo, coda la lucha contra la vieja crue! 

dad de los procedimientos punitivos enderezados contra los menores y -

toda la exalt.:ición de los sistemas tutelares y de la proscripción de l:2 
do aparato de fuerza en su perjuicio, se desarrollaron muchos años atras 

cuando aún eran casi desconocidas las pandillas de adolescentes que i.!!_ 

festan hoy todas las grandes ciudades de occidente y que con sus riva­

lidades entre sí, sus atropellos contra pacíficos transeúntes, asaltos 

y otros verdaderos crímenes aparentemente inexplicables, constituyen un 

pavoroso problema, con perspectivas de agravación en un porvenir próx.! 

mo. Todavía son recientes los casos de algunos jóvenes aislados de -

antecedentes insospechables, que de la noche a la mañana suben a una~ 

rre para asesinar a balazos a cuantos alcanzan a localizar abajo en la 

mira de su rifle o entran a un hospital donde apuñalean a todo un gru-
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po de inocentes enfermeras. En cuanto a los desordenes estudiantiles, 

aunque de:muestren muchas veces el envidiable entusiasmo y la legítima i!!_ 

quietud de quienes con su natural avidez se interesan cada día más en -­

las cuestiones sociales y nacionales¡ dejeneran también constantecente, 

en inadmisibles imposici6nes por medios violentos, de medidas estultas 

y a la postre contraproducentes y en graves daños infringidos precisa-­

mente a los jovenes compañeros más estudiosos y correctos y a innumera­

bles personas extrañas, que impunemente caen en el funesto. 

Sin desentenderse por tanto ni por un instante, -

del interés y del aliento que la prometedora juventud merece, antes en 

mayor preocupación por el carácter y el destino de las nuevas genera--­

ciones se preparan, ¿No es tiempo de reC:onocer que cuando menos los 

sistemas educativos y la organización práctica de los tratamientos para 

menores han fracasado rotundamente? 

¿ No es tiempo igualmente de revisar no los pri!! 

cipios de especialización, protección y prevención que se afirman más -

que nunca, sino las trasnochadas interpretaciones traducidas en instit~ 

cienes ineptas, y en actitudes gubernamentales y patern~les de encubr! 

miento mimo y curruptora impunidad en vez de verdadera moralización y 

ejemplar encausamiento ? 

Toda la gran innovación en el procedimiento para 

menores en cierto modo extensible tacbién para los adultos toxicómanos, 

y aun para la generalidad de los delincuentes, no fué más que una justa 

serie de reacciónes contra una injusta y malversa situación real de i!!, 

curia y dureza de efectos pervertidos de la prisión y demás coacci6nes 

procesales y penales ya lamentadas en general desde tiempos atrás. pero 

en forma especial combatidas y nulificadas a fines del siglo pasado con 

respecto a los niños y delincuentes jóvenes en cuyo favor como queda S,! 

bido, las Ligas de abogados y oujeres norteamericanas principalmente 

salieron a la defensa con clamoroso fervor. 
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Pero la referida situaci6n anteriormente atacada, 

no solo ya no existe hoy en día, sino que se ha trastocado. No solo 

ya no se permiten las reclusiones de infantes o adolescentes en la odi~ 

sa u odiosas mazmorras de los viejos criminales, ni se autoriza el lát! 

go, ni el trabajo forzado ni la pena aflictiva en general; sino que P!. 

sando al extremo contrario, se ha venido a considerar intocables y du,! 

ños de obrar a su arbitrio a cuantos no han llegado a los 18 años (aun­

que a esa edad ya sean hoy más maduros que antes a los 25) y a tal pun­

to en muchos casos se les mal educa, consiente y estimula sus malas i!!_ 

clinaciones 1 que sus mismos progenitores satisfacen todos sus caprichos 

propician y encubren sus delitos y se oponen a toda represi6n 1 mientras 

la policia y las autoridades en general muestran verdadero p.lí.nico por -

intervenir en los tumultos juveniles y si alguien lo hace queda abando­

nado y considerado como enemigo y opresor de muchachos, con resultados 

de escandalosa y creciente impunidad. 

En éstas tan diversas condiciones de ausencia de 

todo maltrato, plenas garantías de atención, humanidad y beneficas pos! 

bilidades para todos los jóvenes leg!.timemente ambiciosas; pero también 

de enorme desorientación y desquiciamiento de una gran cantidad de 11!, 

mados 11 rebeldes, cuya rebeldía ya no se origina a menudo como antes p:>r 

la miseria, la injusticia o la opresi6n 1 sino que cunde a veces entre -

los 11 niños bien", precisamente por su ociosidad, soberbia y despilfarro 

de los padres .Y otras lacras sociales; resulta ya un contrasentido el 

antigüo lloriqueo contra las actitudes autoritarias y las medidas de S,! 

vera reeducación y es una cobardía y un pésimo ejemplo para los mismos 

menores deseosos de tranquilo progreso 1 la abstenci6n de toda violencia 

contra la violencia flagrantes de los atentados de sus peores congéne--

res. 

La conclusión conduce como se repite, no ni rem~ 

tamente a una regresi6n a los rancios sistemas y axiomas definitivame!!. 

te condenados; sino ª,la radical readaptación de los nuevos a las nec.!:_ 

sidades y realidades de actualidad y a la reivindicación eso si de los 

principios de autoridad y disciplina que contra la inexperiencia y de-
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sorganización de la edad temprana, se imponen y son reconocidos como -

necesarios aun dentro de los propios organismos delincuentes. 

El Profesor Julio Acero en su obra el Procedimie:!, 

to Penal, nos señala que la práctica inexistencia o insignificancia de 

pandillerismo y de la rebeldía juveniles en los paises de r!gida educ_! 

ción y fuerte control autoritario hacen inferir no la bonda.d de la di~ 

tadura, pero s1 de la jerarquta y del respeto a la superioridad bien Ff!. 

nada contra la demagogia inexperta y por tanto la urgencia de la refo! 

ma moral pedag6gica, la revisión de refornatorios y Tribunales de men2 

res y de la acci6n decisiva social y gubernamental sin claudicaciones 

ni debilidades. Un enfoque del problema en el aspecto jurídico, roci~ 

16gico económico y en general todo lo que' tenga relación con la juven­

tud es necesario para tener los verdaderos elementos para atacar este 

tan gran problema. (69) 

2) EL ESTADO Y LOS llENOllES INP'RAC!'ORES. 

2.1) SU EDAD Y COllSECU!!!ICIAS LEGALES. 

Dentro de lo que es el delito de menores, hay un 

acuerdo casi total en considerar al delito como la conducta hum.ana et-

pie.amente antijur!dica y culpable. La pregunta básica es si la acci6n 

u omisión típica, antijurtdica y culpable cometida por un menor de edad 

constituye un delito. Esto nos conduce a revisar algunos conceptos 

básicos de Derecho Penal. 

La oencionada frase de que los menores han qued!_ 

do fuera del Derecho Penal, resuoe una actitud belicosa contra cualquier 

suerte del planteamiento jur1dico. Los proble:nas dogmáticos que tran_:! 

pira la legislac16n de menores, son problemas que están aht y que el -

descuido en que se les ha tenido, son con seguridad la causa de lagunas, 

contradicciones, bagu~dades e incoherencias. 

(69) ?~~lWa:ºr99t. ~¡g;rgg~~imiento Penal. 7a. Edici6n. Editorial Cajica, 
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Lo anterior ha llevado no solo a las contradicci.2 

nes y vacios explicativos menclonados 1 sino a una desprotección del me­

nor, al no brindarle las garant!as y la seguridad jurldica que se reser 

van para los adultos. 

En lo que posteriormente se explicará hay que ha­

cer una clara diferencia de edades y por lo menos tomar en cuenta los -

14 años de edad, que considera la Constitucion Política. en cuanto a la 

edad m!niaa para trabajar y por tanto para tener responsabilidades. En 

loe mayores de 14 años y menores de 18 años 1 se verS con claridad como 

pueden cometer un delito, analizando para ello los diferentes elementos 

del delito como son la conducta, tipicidad, antijuridicidad y culpabil! 

dad, as! como las figuras de la punibilidad y la imputabilidad. 

to humano voluntario. 

vante o irrelevante. 

En cuanto a la conducta, ésta es el comportamien­

Este co::;.portamiento puede ser socialmente rele-

La conducta humana existe independientemente de -

que la ley la contemple o no, y puede ser antisocial aun cuando la ley 

no la considere as{,. 

cribe. 

La ley valora las conductas. las reconoce y des-

La conducta que nos interesa aqu{ es -?lquella que 

tiene relt!vant;ia jur!dic.o-penal. En el mundo fáctico 1 la conducta pu! 

de tener un resultado, un cambio material, externo. Entre la conducta 

y el resultado debe haber un nexo de causalidad, un ligamen; la conduc­

ta debe haber causado el evento (el derecho reconoce el resultado y el 

nexo causal. independientemente de su ubicación dogmática, que varia -

c.onfonne cada autor.) 

As~ mismo la conducta puede ser un hacer algo o 

un dejar de hacer algo, (comportamiento voluntario). no debe interpre­

tarse la conducta únicamente coco acción~ puede tratarse también de i.aB 

inactividad. 
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Los menores de edad, indudablemente realizan co!! 

ductas, es_decir, comportamientos voluntarios de hacer o acción u ocii­

s16n, 

Se considera que no hay conducta cuando el o:mpo!. 

ta.miento no es voluntario, por incapacidad pstquica o por incapacidad 

f!sica, como el caso de la fuerza f1sica irresistible. 

Cuando se considera que no hay conducta, nuestro 

ordemaniento excluye la responsabilidad, 

En los menores puede ocurrir, desde luego, la a~ 

sencia de conducta, lo que trae como consecuencia la irresponsabilidad. 

La tipicidad es la. adecuación de la conducta a~ 

tipo legal. es decir, la correspondencia de la conducta del sujeto con 

una conducta descrita por la ley. 

Dicho en otra forma, la tipicidad o adecuación -

t!pica expresa la relaci6n de coincidencia entre la acci6n real y la 

representación conceptual del comportamiento prohibido c~ntenida en el 

tipo. 

No hay oenor duda que la coriducta de un menor p.J! 

de perfectamente concordar con la descripción que de ella hace la ley. 

Hay casos en que la conducta no se adecua exáct!_ 

mente a la descripción legal: se habla entonces de atipicidad. Las 

causas de atipicidad deben ser las mismas para menores y para mayores 

de edad. 

En cuanto al dolo y la culpa, podecos plantear -

la siguiente interrogante: ¿ Puede la conducta de un menor adecuarse a 

un tipo doloso? 

Dentro de nuestro derecho, los delitos pueden ser 

intencionales, no intencionales (imprudenciales) y preterintencionales. 
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Obra intencionaloente el que, conociendo las ci!. 

cunstancias del hecho típico, quiera o acepte el resultado prohibido -

por la ley. Obra imprudencialmente el que realiza el hecho t{pico 1!!. 

cumpliendo un deber de cuidado, que las_ circunstancias y condiciones -

personales le imponen. Obra preterintencionalmente el que cause un r!_ 

sultado t!p-ico mayor al querido o aceptado, si aquél se produce por i~ 

prudencia. 

El dolo supone y presupone entonces el ccnx.im:i.ento 

del tipo objetivo, e implica la intención, la voluntad final de llegar 

al resultado t1p1co, 

La culpa se caracteriza por un actuar imprudente, 

irreflexivo, imperito, negligente. No hay rebeldía a la ley sino una 

simple desobediencia. 

La preterintencionalidad es cuando hay dolo res-

pecto a la conducta y culpa en cuanto al evento. 

sobrepasa al deseado por el delincuente. 

El resultado obtenido 

Una vez dados los anteriores conceptos, se respo!!. 

de la pregunta y no hay duda al respecto, el menor puede conocer las 

circunstancias del hecho típico y querer o aceptar las consecuencias -

prohibidas por la ley. 

Con oayor razón encontramos el fen6meno en el P! 

ríodo de 16 a 18 años, que es, como hemos visto, el de mayor inciden-­

cia antisocial. 

Para reforzar lo anterior, se puede afirmar que 

no solo es posible encontrar que los tipos dolosos son aplicables a loo 

menores. sino también calificativos como la preaeditación, la alevosla 

la ventaja y la traición. 

As{ hay casos en los que es indudable la reflexion 

del sujeto, tanto por los actos preparatorios, la planeación anterior, 
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la estructuraci6n de una coartada, el reclutamiento de complices, la -

adquisición de armas o instrumentos del delito, los medios de comisión 

etc. 

La situación se vé más clara en los delitos sexu!. 

les como la violación, en los delitos de grupo como el asalt..:J a transe.ri­

te&, o en los delitos complejos como el fraude. En éstos ,casos no p~ 

demos decir que el menor no quiera o quería violar, o no deseaba golpear 

y robar al transeúnte, o no intentaba realizar un fraude 1 o que no se -

hab!a replanteado las circunstancias del hecho típico y las consecuen-­

cias de su acción. 

La culpa también la encontramos en los menores y 

debemos pensar en todos los menores que trabajan, que pueden causar un 

daño grave por negligencia, o en el menor que manejando imprudencialme!! 

te un arma lesiona a alquien, o en el menor que sin pericia guía un ª.!:!. 

tomovil y mata a una persona¡ todos éstos son delito& culposos. Si a­

ceptamos los delitos intencionales y los imprudenciales, no hay duda ni 

mayor problema en reconocer los intencionales para los menores de edad. 

La antijuridicidad. es la oposición de la conduc­

ta material con la norma de derecho; es el contraste entre conducta y 

ley es la estimación de que la conducta lesiona o pone en peligro bie-­

nes y valores jurídicamente tutelados. 

La antijuridicidad significa contradicción con el 

derecho o sea la contradicci6n de la realización del tipo de una norma, 

prohibitiva con el ordenamiento jurídico en su conjunto. 

La antijuridicidad existe sie~pre y cuando no~ 

tauna caus.:i de justificación coco la legítima defensa, el ejercicio de 

un derecho, el cumplimiento de un deber, la obediencia Jerárquica. 

No parece haber duda en aceptar que la conducta 

de un menor, además de típica, puede ser antijurídica, es decir, ser 

contraria a derecho. Tampoco deberla haber duda en adoptar con la ~ 
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yor amplitud las causas de justificaci6n para los menores de edad .. 

La culpabilidad se le llama a aquella conducta -

que puede ser reprochada al sujeto. Se puede hablar de culpabilidad 

cuando el sujeto no ha actuado en la fonna que jurídicamente se esper!. 

ba de él. 

La culpabilidad es un juicio de reproche que se -

hace a un sujeto en concreto, para lo cual es necesario que éste haya -

tenido capacidad psíquica para haber valorado libremente su conducta y 

para conocer la antijuridicidad de la misma. 

El Profesor Luis Rodríguez Manzanera, nos explica 

que la culpabilidad o reprochabilidad se funda en la disposición inte:.ma 

contraria a la norma que revela el individuo, puesto que 1 pese a haber­

se podido conducir de modo adecuado a la noma y motivado en ella, ro lo 

hizo. Cuanto mayor sea la posibilidad de motivarse conforme a lo pre! 

crito por la norma, mayor será la posibilidad que tiene de decidirse en 

forma adecuada a derecho o sea qu~ tendrá un mayor ámbito de autonomía 

de decisión. 

Este ámbito de autonomía de decisi.Sn proporcion.!_ 

rá el grado de reprochabilidad, pero hay un limite por debajo del cual 

la conducta adecuada al dercho no es exigible. Luego, la reprochabi-

lidad de la conducta típica y la antijurldicidad realizada comienza ccn 

la exigibilidad de una conducta adecuada al derecho y aumenta en razón 

directa de ésta. ( 70) 

Al igual que en los otros casos 1 la culpabilidad 

puede tener elementos negativos, es decir, pueden existir situaciones 

que la anulan o invalidan. Estas situaciones son: la falta de comp~ 

sión de la antijuridicidad 1 el error de prohibición, la no exigibili.ch:l 

de otra conducta. 
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En cuanto a los menores de edad, puede existir el 

rl!proche, ya que puede existir la completa capacidad psíquica para com­

prender la magnitud del injusto y para autodetendnarse en forna plena. 

En cuanto al concepto de Imputabilidad, nos dice 

el Profesor Luis Rodríguez Manzanera, ha sido calificada como el fanta.! 

ma errante del derecho penal; as{ ha sido considerado como ~n elemento 

de la culpabilidad, un presupuesto de la misma, presupuesto del delito, 

capa e id ad de pena e te. ( 71) 

Dentro de la Ley Mexicana no se define la imputa-

bilidad, ni explica quiénes son imputables o porqué. Dentro de la do_: 

trina, autores mexicanos como Sergio \'ela Treviño, la define como la C! 

pacidad de autodeterminación del hombre para actuar conforme con el se!!. 

tido, teniendo la facultad, reconocida nonnativamente, de comprender la 

antijuridicidad de su conducta. (72) 

La imputabilidad también ha sido definida por el 

Profesor Fernando Castellanos Tena, como la capacidad de querer y ente.!!. 

der en el campo del derecho penal. (73) 

En la Legislación Italiana ~e ha mencionado el CC!}. 

cepto de que es imputable quien tiene la capacidad de entender y querer 

mismo concepto que ha sido adoptado en la legislación mexicana. 

Pero en general, autores y códigos encaran el pr~ 

blem.a desde el punto de vista negativo. es decir, viendo la inimputabi­

lidad. 

En la última reforma a la fracción II del art{cu­

lo 15 del Código penal que se ha comentado en paginas anteriores, se e!_ 

tablece que será una e:r-.:cluy1rnte de responsabilidad el padecer el incul­

pado al cometer la infracción transtorno mental retardado o desarrollo 

intelectual retardado que le impida cooprender el carácter ilícito del 

r;¡-l Idem. pag. 322 Citando a Frank. 
(72 Iir~io 'í•i• Tr¡~~~o, Culy~bilidad e Inculpabilidad. Editorial Tri­
(73) op~ Ci~~xp~g: ~7. pag. 
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hecho, o conducirse de acuerdo a esa comprensión. 

Se toma pues un doble supuesto de inimputabilidad 

por falta de suficiente desarrollo intelectual (insuficiente para los -

fines de la capacidad de entender y de querer) y por grandes anomalías 

ps!quicae. (74) 

La capacidad de entender hace ahora referencia al 

carácter ilícito de la conducta, y la voluntad a la comprensión de la ! 
licitud. 

De acuerdo con lo anterior, la imputabilidad no -

puede ser solamente una capacidad de entender y de querer, es decir, no 

puede limitarse a que el sujeto comprenda la ilicitud del acto y desee 

realizarlo, pues de acuerdo a las enseñanzas del Profesor Luis Rodrf.gucz 

Manzanera, existe otro elemento que hay que tener muy encuenta y que r!. 

lacionado con los dos anteriores, nos dá por resultado el tener un con~ 

cimiento más amplio y que nos servirá para explicar la situacion de los 

alienados mentales que se tratará más adelante. 

As{ nos explica que en el comportamiento del hom­

bre intervienen tres esferas: la intelectiva, la volitiva y la afectiva. 

Inteligencia, Voluntad y afectividad, son tres fenómenos psicológicos -

que actúan en una gran interdependencia, Por tal motivo y conforme lo 

explicado con .anterioridad, se agrega la afectividad que es el elemento 

que hay que tomar en cuenta. 

La afectividad, en cuanto conjunto de estados af~ 

tivos, sentimientos, eaociones y pasiones, ocupa un lugar de singular 1!! 
portancia en la estructura de la personalidad, y en un momento dado pu! 

de prevalecer sobre las otras esferas. 

La afectividad nos lleva a establecer vínculos i_!! 

terpersonales o a romperlos, nos ayuda a relacionarnos con el médio am­

biente y puede ser el est!mulo que nos o.ueve o el obstáculo que ros frena. 

(74)-G;rcia Ramlrei, Sergio. La Imputabilidad en el Derecho Penal Hexlc_!! 
no. UNA.'i. 1981 pag. 22 
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El Profesor mencionado con anterioridad, nos ex­

plica que en cate ria de criminolog!a es bien conocida la importancia de 

la esfera afectiva, por esto el desconcierto al ver que la dogmática ha 

tomado en consideración solamente al intelecto y a la voluntad para or 

ganizar la teor!a de la imputabilidad. (75) 

La imputabilidad se considera por tan.to, como la 

conjunción de las tres esferas dentro de un marco de referencia social. 

Para que haya imputabilidad debe existir no sol! 

mente el querer volitivo, sino también el querer afectivo, con el sent,! 

Clienta y todo lo que ésto implica. 

Es claro que las tres esferas tienen gran inter'r!. 

!ación, y que los disturbios en una de ellas repercuten en las demás; 

sin embargo, no deben condundirse, y reconocer que puede estar bien -­

conservada alguna, aunque las otras tengan fallas. 

Para explicar mejor lo mencionado anteriormente, 

se transcribe la siguiente tabla que nos será útil para explicar el C,! 

ma de los alienados mentales. 

IMPUTABILIDAD. 

Ih'TELIGENCIA VOLUNTAD AFECTO. EJEMPLOS. 

V V 

V V 

V F 

V F 

V 

F V 

F F 

F F 

(75)~¡;. cit. pag. 327. 

V 

F 

V 

V 

F 

V 

F 

Normal. ( Imputable ) 

Psicópata, sociópata 1 paranoide. 

ToxicómanO, trastornado transitorio 
(tóxico), neurosis con abulia. 

Neurosis con abulia y aplanamiento 
afectivo. 

Debil Mental superficial. 

Aislamiento social, s!ndromes liga­
dos a la aculturación. 

Celot!pico, depresivo, pasional, sui 
cida, Oebilidad mental con abulia. -

Oligofrenia, esquizofrenia, otras 
Psicosis. 
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La tabla antes transcrita, señala las posibilid! 

des lógicas (tabla de verdad), en el que 11
\'

11 significa que la esfera -

está conservada y la "F" que está dañada. 

Como se puede observar se va de una imputabilidad 

absoluta hasta una inimputabilidad total, como es el caso del oligofré­

nico profundo. 

Es de hacerse notar la influencia del intelecto, 

al grado de que, cuando éste falta, la voluntad se ve seriamente afec­

tada. 

Con éste esquema podríamos avizorar una solución 

al problema de la personalidad psicopática, que no ha sido satisfacto­

riamente resuelto, ya que se considera imputable puesto que entiende -

perfectamente lo que hace y quiere hacerlo, pero afectivamente no le -

importa. 

De lo anterior se desprende la dificultad de tr!_ 

tar el probl~ma de la imputabilidad a nivel general, y la necesidad de 

estudio del caso concreto. 

No se puede perder de vista que la personalidad, 

se mueve dentro de un marco social, por lo que, además de una capacidad 

mental podr{a pensarse en una capacidad cultural, que hace referencia 

en mucho a un problema de inforcación. 

Las esferas evolucionan siempre dentro de un ma_E. 

co de referencia cultural, el sacar al individuo de su contexto cultu­

ral puede llevar a equivocaciones graves. 

La imputabilidad debe considerarse, por lo tanto, 

cooo un desarrollo biopsicosocial que da al sujeto la capacidad para e~ 

nacer hechos, entender la trascendencia normativa, adherir la voluntad 

y la afecti\'idad a la nonna. (76) 

(76) op. cit. pag. 327. 
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En el caso de imputabilidad en menores, existen 

doctrinariamente casi un criterio uniforme en considerar al menor de 

edad como un sujeto inimputable. 

Sin embargo, autores como López Rey, nos explica 

que la tesis de que un menor penalmente es irreponsable por el hecho de 

serlo, es tan il6gica 1 asocial y anticient!fica como la de ~stimar que 

todo adulto es responsable por serlo. Una y otra niegan el principio de 

individualización. (7 7) 

La ley Mexicana, nos señala el Profesor Luis Ro­

drtguez Manzanera, no distingue ni hace excepción al principio de inim­

putabilidad de los menores de edad, haciendo una presunción conforme a 

derecho de que carecen de la suficiente madurez para entender y querer 

lo que hacen. 

Analizando la Ley Penal, ésta nos señala, al ha-­

blar de inimputables, refiriendose a los menores, por lo que el legisl_! 

dar al tratar éste tema no se refiere a los menores, as! temenos que al 

redactar el capítulo V del título tercero, aplicación de las sanciones, 

en los artículos 67, 68 y 69, de su lectura se puede observur que en -­

ningúna parte se habla de inimputables "adultos" por lo que se puede i!!_ 

terpretar que éstas normas se pueden aplicar a menores inimputables, ast 

mismo de su lectura se desprende que al hablar de tratamiento continua­

do por la autoridad sanitaria, se trata de regular el caso de los inim­

putables permanentes, enfermos mentales o drogadictos. 

Dentro del mismo Código Penal, en el Título sexto 

libro primero. "delincuencia de menores" (derogado), no aparece tacpoco 

utilizado el término inimputabilidad, coo:o n.o aparece tampoco en la Ley 

que Crea el Consejo Tutelar para Menores Infractores del Distrito Fede­

ral. 

De lo anterior se desprende que en la legislación 
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Penal, en ningún momento se dice que los menores, por el solo hecho de 

serlo, son inimputables por lo que ésta interpretación solo es doctri­

naria. 

Así podemos observar que en el caso de los menores 

de edad, éstos pueden ser imputables o inimputables 1 según reúnan o no 

loe requisitos de capacidad de comprensión del ilícito y la facultad de 

adecuar su conducta a dicha comprensión. 

La anterior idea fué manejada en el Primer Congr_! 

so Mexicano de Derecho Penal. (78) 

Elpidio Ramírez Hernández, nos dice que: ºlas no! 

mas penales describen todas las particularidades y concretas acciones u 

omisiones antisociales de todos los sujetos adultos imputables, adultos 

inimputables permanentes. Esta afirmación se apoya en dos hechos evi-

dentes: a) son antisociales tanto las conductas de los adultos (imputa­

bles o in imputables permanentes)¡ b) Son represivas tanto las normas que 

se refieren a los adultos (inimputables o 1.rtiqJutables) ¡ y son represivas 

porque unas y otras, en su culminación ejecutiva, se traslucen en la -­

privación o restricción coactiva de algún determinado bien del sujeto.º 

(79) 

En lo que respecta a la Punibilidad, se debe de 

diferenciar plenamente lo que es punibilidad, punición y pena. 

Pun!b1l!dad. Es la amenaza de la privación o -

restricción de bienes para el caso de que se realice algo prohibido o se 

deje de hacer algo ordenado por la legislación penal. Esta conminación 

debe estar consignada en la ley. (principio de legalidad) 

Punición. Es la fijación al caso concreto de la 

amenaza descrita por la ley, es decir, es la detenninación e individua-

lización d~ la punibilidad. 

(78) 

(79) 

Pena. 

Es una función propia del poder judicial. 

Es la efectiva a¡>licación de la sanción, -



enunciada por la ley y pronunciada por el Juez. 

Los inimputables no pueden ser sometidos a puni-

ción, pero sr. a medida de seguridad. Por canto los menores no pueden 

ser sometidos en nuestro derecho a punición, sino a diversas medidas. 

Las excusas absolutorias, deben beneficiar taibién 

a los menores de edad¡ por ejemplo cuando se aborta siendo e.1 embarazo 

el resultado de una violación. 

De todo lo explicado con anterioridad, se puede -

ver claramente coco un menor de edad puede cometer un delito en base a 

los elementos del mismo 1 por tal motivo será completamente imputable, -

pero conforme con el Derecho Penal y Procesal Penal Mexicano, a éste m.!:. 

nor se le excluye de la regulación penal, sometiendolo a un régimen di! 

tinto que es el consejo tutelar para el Menor infractor que se estudia­

rá con posterioridad. 

2.2) REGLAS COllSTlTUClOllALES QUE IUGE!I EL DERECHO DE LOS l!ENORES. 

Durante largo tiempo se encontró sujeto a debate 

el ajuste constitucional del régh:en mexicano sobre menores infractores 

as1 en su faceta sustantiva como en sus proyecciónes procesales. 

El Profesor Se.riso Garc{a Ram!rez, nos dice que 

el silencio de la Constitución no determinó omisión por parte del l.egi! 

lador en el rl!:gimen de los menores. La inimputabilidad tajante, con 

sus naturales consecuencias para el procedimiento, arribó en 1931. Al 

cota.ponerse el Código Penal de ese año, se postuló de codo expreso: "D! 

jar a los niños coc.pleta::ente al t!largen de la función penal represiva, 

sujetos a una policia tutelar y educativa. 11 

Los redactores de tal ordenamiento tuvieron a la 

vista, abundantes cuestiones de constitucionalidad, cuya suerte confi! 

ron a la jurisprudencia. Fué ésta, en efecto, deseosa de aportar una 
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solución progresista a semejante tema, quien constitucionaliz.ó el ré­

gimen de los menores infractores, particularmente a partir de la fam.2 

sa ejecutoria que recayó en el caso Castañeda. Hubo de considerarse 

que el Estado no ejerce ante los menores que incurren en conductas ª!! 

tisociales funciones punitivas, sino se sustituye a la autoridad pate.:: 

na y asume una misi6n tutelar. De ah{, pues, que el desempeño estatal 

no apareje violación de las garant!as constitucionales penales: no ex:t:?. 
te delito ni delincuentes ni, por lo tanto, proceso criminal. 

La dominante interpretación constitucional halla 

apoyo, adet:uís. en los art!culos del código civil (413 y 449) que suje-, 

tan el ejercicio de la patria potestad y de la tutela. respectivamente 

en lo que concierne a la guarda y educación de los menores, a las mod!!, 

lidades que t'esultan de las decisiones dictadas por los tribunales pa-

ra ~stos u organismos equivalentes. En efecto, debe entenderse que -

la remisión que aquellos preceptos hacen a la Ley sobre Previsión So-­

cial de lo Delincuencia Infantil en el Distrito Federal cobijó también 

al ser ésta sustituida. a la Ley de los Tribunales de Menores. y ahora 

merced de una nueva legislación la Ley que crea los Consejos Tutelares 

para Menores Infractores del Distrito Federal. 

El debate constitucional se redujo considerable­

mente a partir de 1965, grncins a la reforma. introducida en ese año al 

artículo 18 Constitucional que pasó a referirse a las instituciones e! 

pec111les para t!l trat~"lmiento de menores infractores, giro amplio que f!! 
volucra cuneo a las destinadas al juigamientv de dichos sujetos 1 como 

a las que tienen por cometido la impartición de terapia correctiva. 

Anterion::iente, por lo demás, se hab!a modificado 

el texto constitucional par.:i ccntemplar a los tribunales admini.strat:L-

vos creados por leyes Federales. Aqu! no se tuvo a la vista, por ---

cierto. el caso de los Tribunales para menores. que sólo en reducidis! 

ma proporci6n deben su existenciaJ en verdad, a orde:nacientos de la f!:_ 

de ración. 

En derecho !iexicano. la Jurisdicción para menores 
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infractores se plantea en dos peldaños: la Constitución el pricero, a -

través del recordado art!culo 18, y las leyes federales y localt!s co~ 

pondientes, en segundo término en el órden federal, son tanto el Código 

Federal de procedimientos penales cono la Ley orgánica del poder Judi-­

cial Federal, que mutuamente se complementan, y en el ámbito distrital. 

la Nueva Ley de los Consejos Tutelares para Menores Infractores del Di!_ 

tri to Federal 1 aprobada en 197) que ha venido a renovar ampliamente la 

materia orgánica, sustantiva y procesal. (80) 

2.3) LA PERSONALIDAD DE LOS MENORES. SO INFLDEHCIA 

EN LA COKISION DE llELITOS. 

Al tratar el preseñte tema 1 debemos de tomar en 

cuenta en la pel"5alalidad del Menor infractor varios factores criminógenos 

que son aquellos que favorecen la comisión de conductas antisociales. -

es decir todo aquello que concurre para estimular o impulsar al crimi-­

nal a cometer su conducta antisocial. 

El Profesor Luis Rodr{guez Manzanera. nos explica 

que Estos factores a nivel individual se pueden clasificar en endogenos 

y exógenos. Estos factores, generalmente se encuentran combinados el 

uno con los otros y asI. no es raro encontrar la miseria acompañada de 

ignorancia, pro:niscuidad, desnutrición, desempleo, etc. 

Por lo anterior 1 siempre se tratará de un conjun­

to o de una reunión de factores, en que éstos se entrelazan, se mezclan 

se juntan hasta dar ese fatídico resultado que es la agresión a esos V_! 

lores sociales. (81) 

Se tratará de explicar por separado los factores 

m4s importantes que influyen en la comisión de delitos por parte de los 

menores. En general éstos factores criminógenos de la antisocialidad 

precoz son de la misma naturaleza de los que conducen al adulto a deli!! 

(80) op. cit. pags. 545 y 546. 
(81) op. cit. pag. 70. 
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quir. 

Los factores que se explicarán y que influyen en 

la personalidad del menor son los factores somáticos. el hogar, la fa­

milia, lo Psicológico, lo Psicopatológico, el Medio escolar, el medio 

económico, el medio ambiente y las diversiones con los medios de difu­

sión. 

Loe factores anteriormente señalados se explica­

rán someramente uno por uno para ast: tener un balance en relación a la 

personalidad de los menores. 

Factores Somáticos. 

Un antiguo refrán, producto de la sabidur!a de -

los antiguos, que señalaba Mente sana en cuerpo sano, induscutiblemen­

te tenian razón, pues de un niño ftsicamente enfermo no podemos exigir 

un comportamiento recto y honesto, y menos cuando esa enfermedad se d,!: 

be nl hambre y la falta de atención. 

El esfuerzo nacional para remediar los males f! 
sicos ha sido notable. Hemos visto cómo ha disminuido la mortalidad 

infantil, gracias al aumento de hospitales y centros de atención médi­

ca en general. 

Para estudiar los factores somáticos lo haremos -

en tres grupos: a) aquell(>S congénitos o hereditarios. b) los adquiri­

dos en el momento del nacimiento. c) los postnatales. 

Dentro de los factores somáticos crimin5genos, d!:_ 

hemos mencionar en primer lugar, los congénitos, sean éstos actuantes -

antes de l.a concepción, en el momento de la concepción, o durante el e~ 

bar azo. 

La heredosHili.s es aún un problema grave, aunque 

ha disminuido notablemente, gracias al uso de antibióticos y a la mayor 

atención médica. 
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La heredos!filis puede p-roducir una amplia gama. -

de anomalías, de la oligofrenia profunda a la inestabilidad mental, de 

la epilepsia a la deformación del carácter. 

bunales para menores. 

Los heredoalcoh6licos continúan llenando los Tri­

El alcoholismo sigue siendo uno de nuestros se-

rios problemas, no obstante en su nefasta influencia sobre. los futuros 

hijos, sino por la precocidad con que se principia a beber. 

Se ha encontrado que, de los menores que llegan a 

el ex.tribunal. hasta el 53: tiene al menos un ascendiente (padre) ale~ 

holico, lo que da una idea de la gravedad del problema, as! lo cenciona 

el Profesor Guiller:no Calderón Narváez. "(82) 

Para Franz. E.xner, ·quien ha practicado investigaci~ 

nes internacionales se ha detectado, coco tara directa al alcoholismo. 

(83) 

Sabemos que, independientemente de los casos en -

que el heredoalcoholiscv es totalmente anol:"'m.11, generalmente es inest!_ 

ble, con fuerte tendencia a la perversión de los instintos, de constit!!_ 

c16n enfemiz.a, escasa inteligencia y falta de yoluntad. 

Hacei:;os la aclaración de que el alto procentaje de 

heredoalcohól.icos se debe no sola~ente a los padres alcohólicos crónicos 

sino tacb1én 3 aquellcs qu.? hJ.n sil!C1 e:1gendrados por los padres en est!_ 

do de ecllriague:, cosa cocún en los prin:.0.s~nitos, cuyos padres los pro­

crearon después de la boda, cuya fiesta consistió general:::::ent~ en beber 

grandes cantidades de alcohol, y en todos los casos sioilares, de niños 

engendrados despu~s de una fie:;ca, ?ues en x¿xico el alcohol es elet:1e~ 

to indispensable en toda celebración. 

Ll Tuberculosis 1'!S otra i::nfer=.endad de los padres 

que repercute hereditaria::.ente en los hij.Js, ya que produce er.. los des­

cendientes d!.\'ersas anc:19.l!as nerviosas {e::::otividad, iopulsividad). La 

C82) calderón ~az:vae:. Gulller;:o. "Alcoholisoo ,. Oel1ncu.nc~a JuY0<1il" 
Revista ~11?::.;:ican.3 de Prevención y Readaf)tactón social. s.2 l'1/l p.37 

(SJ) E~~:~a. rr;~~: Siolog!a Crii::.inal. Bosch, C~•sa Editorial. Barcelona 
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lucha antituberculosa ha sido bastante importante en México, pero los i!! 

dices son aún elevados. 

En la herencia debemos mencionar también la freo.le!! 

cia con que encontramos, entre los menores delincuentes, hijos de psicó­

patas, enfermos mentales y criminales. 

El Profesor Quiroz Cuarón afirma que: "la Herencia 

no es una fatalidad, pero cuando es abundante, cuenta". (84). 

Lo anterior nos demuestra la importancia de la he­

rencia en la criminalidad 1 lo que nos lleva a la idea de prevenir aun ª!!. 

tes de la concepción, evitando que se reproduzcan personas enfermas, y e~ 

yo patrimonio biológico contiene factores predisponentes, definitivamen­

te indeseables. 

En cuanto a las aberraciones cromosomáticas, el -­

Profesor Luis Rodríguez Manzanera, nos señala que cada célula humana co_!! 

tiene en su núcleo un númerc fijo de cromosomas, éstos son 46, y se sup~ 

nla que no podía haber variación. 

Sin embargo, en 1959 se descubre que el exceso de 

un cromosoma en el par 21, es la causa del llamado Síndrome de Oown o 

idiotez mongoloide. 

En 1959 Patricia Jacobs descubre las aberraciones 

gonosomáticas en la mujer (XXX) y en 1961 se localiza en el hombre(XYY) 

Los gonosomas son los cromosomas que determinan el 

sexo, son "XX" en la mujer y "XY" en el hombre, y pueden presentar abe-­

rraciones cariot!picas por exceso o por defecto. 

Por aberración cromosomática debe encenderse las 

malformaciones carioc!picas por exceso o por defecto. 

Las aberraciones crooosomáticas traen consigo pr2. 

cs4
i ~iiifüaY~;ón, Efü~n~1Y J~~1m/~:~í~án~~m~~Hc~: 1rm~1~~ 1hg01 -
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blems tanto físicos como psíquicos. 

Se buscó la correlación entre aberración cromos~ 

ináticas y criminalidad, no encontrándose en las mujeres con anomal!a en 

el careotipo mayor conducta antisocial. 

Los hombres que han delinquido y presentan el fa.s. 

cor ºXYY", son delincuentes precoces (principian su carrer8 criminal -­

cinco años antes que el común de los delincuentes) t no tienen una sign.! 

ficaciva herencia cr!oinal o patológica, son de estatura alta ( 1.80 m) 

y generalmente fuertes y agresivos, con un "yo11 mal estructurado, esca­

sa tolerancia. a la frustración y alta reincidencia. (85) 

En las factores somáticos que se adquieren en el 

momento del nacimiento, encantraoos que durante el embarazo~ múltiples -

causas pueden obrar para tarar al feto, entre ellas mencionareoos las e!! 

fen:i.l!dades infecciosas, las intoxicaciani?s, principalmente las alcohól.! 

cast tan usuales en algunos medias, y los tranquilizantes y calmantes -

nerviosos. 

El parto influ>·e también en la personalidad del -

individuo y, por lo tanto, en la delincuencia del menqr. Independien-

tement:e de todos los trá.umas y dificultades del parto, es de tenerse en 

consideración que un elevado número de madres mexicanas no recurren al 

ni.édico, sino que dan a luz auxiliadas generalmente de una partera prác­

tica, la que, además de las dt?ficientes condiciones asepticas, no puede 

dar ningún auxilia efectiva en caso de parco dificil. 

En los factores somáticos después del nacimiento, 

los podemos encontrar en los factores biológicos que en ln criminalidad 

son innegables, asI tenemos que las glándulas endocrinas tienen relación 

con el comportat::iento y con la criminalidad. 

El funciona.ciento de l.1s glándulas endócrinas es 

por demás co::i.plejo, recordando tan solo en t?ste punco, que la disfun-
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cic'.Sn endocrina provoca serios cacbios teoperamentales, y que son de e! 

pecial cuidado el hipertiroidismo, que hace al niño particularmente -

inestable e hiperactivo, y el hipotiroidismo, que lo hará, por el con-

trario abúlico y flojo. En los dos casos tendrá serios problemas 1 -

principalmente en lo referente a su conducta escolar. 

Las principales glándulas end6crinas que se ese~ 

dian, son la hipófisis 1 las suprarrenales, t lroides, paratiroides, te!_ 

t!culos, y ovarios (gónadas) 

En general los autores coinciden en que se encue!!_ 

eran nocas de hiperfunción de la hip6fisis en ladrones, disfunción gon! 

dica en delincuentes contra las buenas costumbres. 

Aunado a lo anteriormente señalado, el Profesor -

Luis Gómez Correa, nos explica que las anomaltas fisicas y funcionales, 

son importantes en cuanto pueden i~pedir al menor de estudiar o traba-­

jar adecuadamente. 

Los defectos f!sicos 1 desde el labio leporino, C_! 

trabismo, defornaciones congénitas, defectos de fonaci6n, hasta la si~ 

ple obesidad o las cicatrices poco estéticas, causan inhabilitaciones y 

traumas que llevan con frecuencia a conductas antisociales¡ prueba de -

ello es que, en las escuelas pr1.marias se encuntra un 9% de estos casos 

en las secundarias un l4t y en las casas-orientación para menores ant t­

sociales, el indice es de 35! o sea que uno de carla tres cenares dt?li!}_ 

cuentes tienen defectos f!sicos notables; la cifra se eleva a un 70% t~ 

mando el total de menores llevados al ex Tribunal para Menores. {86) 

Finaloente el mal más grave doloroso: la desnu-

trición. El autor Salvador Zubirán, nos dice que: "E.n el pa!s nacen, 

aproximadamente cuarenta mil niños por s!!oaña. Al año son aproximada-

mente dos olllcnes. Una cifra .z:uy alta, pero antes i:Je cuoplir sus cu~ 

tro años de edad fallecen 350,000.00 ¿las causas? En forma directao i!! 

directa sie::ipre está presente una de carácter global: la desnutrición -

(86) ~6mez Correa, Luto y cola~oáa~or~s¡ D¡:fectos qs!tos 1u• grovoÍan 
r~~!6~~tS~rf~1 ¿~ dgÍr~~~~r= ªH~xi2o~eÍ9'1~~greso Nac ona so re e -
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que puede ser por s! misni.a o aliada a la!i enfenn~d-~d;~ -~ºñr~cciosa_s~J~_?) 

El autor Joaqurn Cravioto, nos -~Xp~i~-;-,eri--s.ll--Óbra. 
La desnutrición del Mexic:ano, qlle; ºla d~ficiencia de ·protei!nás-, o lá. -

carencia espec'tfica de aminoácidos esenciales, puede causal" lC:siontls e! 
truc:turales y fisiológtcas al ~ema nervioso central. {88) 

El problema alimenticio es quizó el. Cie más llrgente 

solución para ntJ.estro pats~ Ante el aha desenft"enada de precios en -

los art!.c:ulos de pritnera necesidad deben tomarse soluciones de emergén­

c:ia1 lo más alejadas posible de la demagogia, pues se está jugando con 

el futuro real de la patria~ que no puede aer el de nuevas generaciones 

que vienen taradaa y sub.alimentadas desde el seno materno, y cuya única 

salida será la triminalidad. 

De todo lo anteriormente planteado de una manera -

somera pCldemos concluir que ln necesidad dí! prevención es evidente, nec!_ 

sicamos una niñez sana y una juventud fuerte, no J)Odemos esperar a que 

enfermedades y an!>maU'.as se declaren o produzcan actos il!eitos. Deb_! 

mos vacunar más que curar, debemos hacer un amplio plan pata descubrir, 

las enfermedades ~n estado embrionario, y por esto se insiste en la ne­

cesidad de los exámenes médicos p<?riódicos. 

Ahora bien en el casn en que la enfertne:dad por de:! 

gt"acia se ha declarado, debemos curar. para evitar ulteriores consecue!!. 

cias, Un autor español ~scrlbe que: "Los oligofrilnicos, los epil~pt! 

cns, los postencefal!ticos~ los llJé~icos, los dipléjicos, los neurósi-­

cos, los sordomudos y agnósticos, las abandonados socialtnente por causas 

endógenas y exógenas, forman un desgraciado cortejo de anomalías somát! 

cas y psíquicas, entre las cuales la criminalidad puede pr'!nder si a -­

ttempo no se sabe protegerlos y ClJidarlos par-a evitar la evolución fot.al 

h11cia el pocado. (89) 

($7) 

(88) 

($9) 

t~g~~g~Ca~ªA~~Í~b: 19~f g~~~uz:1c1ón del Mexicano. Fondo de Cultura 

~~g~!giga~ºA~~f~O, Lf9~f:nutrici8n del Mexicano .. Pondo de Cultuta -­

m~Ín~M~3df~mhr: ~~em~re:n.1g~n. l~~o n~w P~i?1Z~!~·· de la 
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Hogar y Familia. 

Tratare1:tios el caso específico de la fam!lia cri­

minógena en virtud de que existen inumerables clasificaciones de fru::t.1-

lia.s que influyen en las personalidades de los menores que posceriots:el 

te se pu~den convertir en infractores de leyes o normas. 

Existe 1.m tipo de fatU.lia que podriamos llamar -

típicamente criminógena. En ésta familia es casi icposible que el m,! 

nor no llegue a delinquir, ya que generalmente sus primeros delitos EUl 

dirigidos por los aiiscios padres. Estas familias viven en un ambiente 

de absoluta promiscuidad, donde no es extraño el incesto, donde impera 

la iniseria y el hambre, donde los niños son oandados por los padres 

delinquir o a pedir limotina, y cuando son Cla)'Ores a prostituir:-se. 

El padre es alcohólico (o drogadicto}, y labora, 

en oficies má6 bajos y miserables ( recoger basura, cargador, pepen;dor, 

etcétera ) , o es delincuente habitual y de poca cuantía o monta (rate­

ro), su inteligencia es escasa. 1 es un sujeto instintivo y altacente !. 

grefl;ivo, en la aayorla de los caso!> se ttat:a de un psicópata. 

La oadre por lo común eatá viviendo en unión li­

bre. y los hijos que t:iene provienen de diversas uniones, y en más de 

una ocasión no podría identificar eterta:nente quién es el padre de sus 

hij<>S. 

Estas familias habitan en barrios o en regiones 

altamente criCllnógenas, verdaderos lugares donde ni siquiera la poli-­

cia a~ atreve a entrar. 

En la Ciudad de Hextco, estos barrios van desapa­

reciendo y quedando solainente su recuerdo, como tepito, la candelaria de 

los patos. pel'.'O el fenómeno de la familia tipo criminógeno subsiste -

aún, prtncipalt:l~nte en las llamada!:! ciudades perdidas de la periferia de. 

las grandes ciudades. 
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Sos señala el Profesor Luis Rodr!guez !ianzanera 

citando a Luis G. Urbina que éste autor describe con gran CJ.aestr!a. l.!. 

teraria al ::ienor que se desarrolla en éste tipo de familia cri:iinóg.e­

n.a y señala que es "un hijo del pueblo, para graduarse de doctor en~ 

cdcidio, se exa.Qina antes de ::i.enores, c.edianos y ::á:di:¡:os de robo: pr,! 

cero de ratero, luego de ladrón y en seguida de asesino. Su pri::iera 

ecbriaguez coincide, por lo regular, con su pri::iera puñalada. Sus P!_ 

dres le aconsejan robar y lo obligan al hurto, pero cuando sus padres 

lo dejan y lo toa.a el pulque por su cuenta, éste le ordena catar. E~ 

tos ciserables cuartos de '.'ecindad, 'o•erdaderas espeluncas, sirven de 

refugio a iracundas oiserias y a furias de ali~ña. Estos seres que 

viven en el vicio y se revuelcan en el sombrío y pestilente fango de 

la ignorancia y del cri::en, no tienen hijos, sino tienen cachorros, 

De su existencia golpeada, fustigada, inquieta; de sus amores primit,! 

vos, rudos, brutales, salen estas vidas tristes ya conta::iinadas porel 

anhelo selvático de destrucción y de aniquilaoiento." (90) 

Por lo anterior, el t1enor que sale de éstas fa­

ciilia.s es el de oayor peligrosidad, y es tacbién el de cás dificil ti"! 

taaiento, pues tiene en contra todo, herencia, faC1.ilia 1 formación, ~ 

biente, etc., pero adet:ás, en las instituciones de reeducación, será 

el jefe y maestro de los de::iás. 

Hay que aclarar que ta::bién no toda fa:oilia do!! 

de el padre es delincuente es una escuela del cri:ien, pero estas ex-­

cepciones no son cuy co:::runes, y dependen del contrapeso de las tladres 

del oculta::iienco de las actividades del padre, o de otros poderosos -

inhibidores. 

Lo Psicológico. 

El probleca. de la delincuencia de r:enores i:pl! 

ca el probletla de la adaptación. Esto ru quiere decir que todo menor -

inadaptado llegue a ser delincuente, pero se ha planteado el problema 

de si todo delincuente es un inadaptado y en delincuencia de menores, 

suele ser afir.:1Btiva la respuer.ta porque se ha sostenido que la deli_!! 
(9ii)-;;¡;, cit. pag. 94 
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cuencia es una de las manifestaciones de la inadaptación más comunes. 

La inadaptación ha sido definida por Roberto T~ 

cavén, como "una forma de conducta inadecuada, que afecta a la buena 

o buenas relaciones entre el sujeto y su medio ff.sico y social", por 

tanto se considera como adaptado al sujeto en quien, el desarrollo de 

sus posibilidades individuales, alcance el mejor grado posible, sin 

que las relaciones que mantiene con su medio se vean perturbadas de U!. 

nera ostensible. (91) 

Otro de los aspectos que quizá es la más preoc~ 

pante expresión de la inadaptación es la agresividad, producto de la 

frustración del inadaptado, y que puede llevar con gran facilidad a la 

agresión, entendida ésta como una conducta verbal o motriz, ejercida, 

con cierto grado de violencia sobre las personas y/o cosas. (92) 

Además del factor antes estudiado, tradicional 

mente se han considerado como relevantes en la personalidad antisocial 

los factores de la suspicacia, la destructividad la labilidad emo-­

cional. 

La suspicacia, consiste en una desconfianza i!! 

discriminada y exagerada por los demás, sin justificación respecto a 

una situación objetiva. El sujeto suspicaz no se da cuenta, por lo 

general, de su problema, y solo considera ser precavido o realista. 

La destructividad está ampliamente relacionada 

con la agresividad ya mencionada, y es la forma de agresión más elev!!_ 

da, pudiendo presentarse contra los demás o contra uno mismo. 

La labilidad emocional, ha sido muy estudiada -

como un rasgo constitutivo de personalidad antisocial, y consiste en 

una falta de estabilidad en la esfera de las emociones, que hace al s~ 

jeto de humor caprichoso, de reacciones variables e impredecibles y f,! 
cilmente accesible a la sugestión. 

(91)-Tiicaxén j¡ob~rto, La inf~'gtación j~fanto-Juvenil. Revista Messis. 
(92) t~~m. 'p~g: sS. Mexico, • pag. 
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Lo Psicopatológico. 

Los disturbios psicológicos son causa y raz.ón de 

multiples actitudes antisociales. As! una personalidad mal fort:lada es 

particularmente susceptible de cometer delitos, principalmente por su 

flata de resistencia a la frustración, su menor capacidad para manejar 

la agresividad, su escasa aptitud de adaptación. Con mayor razón es­

tán en peligro de delinquir aquellos que tienen una verdadera enferme­

dad, desequilibrio o disfunción ps!quica. 

En cuanto a la inteligencia insuficientemente d.!:_ 

sarrollada, tenemos que la inteligencia es la capacidad general del 1,!! 

dividuo para ajustar o adaptar conscientemente su pensamiento a nuevas 

exigencias, es una capacidad de adaptación mental general a nuevos d_!:.. 

be res y condiciones de vida 1 es el podei; enfrentarse a una situación -

nueva elaborando una respuesta, una reacción de adaptación nueva tam-­

bién, rlipidamente y con éxito. 

Las carencias intelectuales durante el desarrollo 

pueden ser causa de conducta antisocial, principalm.ente por la falta de 

entendimiento de los principios éticos, morales y jurf.di.cos. 

El problema de la debilidad mental es un proble­

ma social grave, as{ nos lo señala Roberto Solf.s Quiroga quien nos ex­

plica que en la población escolar existe un s: de debiles mentales y 
éste dato interesa de manera particular, ya que en el Tribunal para K!, 

nores de la Ciudad de México, las pruebas revelan un 67% de débiles -­

mentales entre los menores internados. Esta cifra resulta de haber a-

naliz.ado 75,000 casos. (93) 

De mayor importancia son los casos de personali­

dades psicopáticas, que por su gravedad y por la cantidad cada vez O! 

yor de casos que llegan a delinquir. El número de adolescentes que -

llegan a las delegaciones de policía, y que son psicopáticos, es preo­

cupante; los preadolescentes tienen problemas con la policia también, 

!~!!S!;!:_por faltas menores, como crueldad con los animales o conducta -
(93) ~olis ~lrº§ª• Roberto. Las Nyurosi~. l~s tÍastornos ecoc~onales y 

t~t PX~g l~. sH~ii~~~dY~§§ p~g. ºt ninos ebi es mentales. rimina--
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vand~lica. 

El psicópata se distingue del criminal común en 

que sus delitos son causa de fuerzas instintivas, de una malformación 

del carácter; su conducta es impráctica, sit1plet1ente placentera. El 

psicópata se distingue del psicótico en que sabe distinguir el bien -

del mal aunque no le icporte mayo~ente. Con escasa reacción afec:t.f. 

va, son sin eo.bargo bastante hábiles y listos. Una nota caracter!s­

tlca, es su ausencia de remordimientos y su poco poder de adaptación. 

Otro de los problec.as psiquiátrico graves actua! 

mente, es el de la farca.codependencia, entendiendo por ésta, en la de­

finición de la Organización Mundial de la Salud: La farmacodependencla 

es un estado psíquico y a veces f{sico, causado por la interacción de 

un organist:10 vivo y un fármaco: La farnacodependencia se caracteríza. 

por ciert.as modificaciones del co::iportaoiento y por otras reacciéines -

que comprenden sieQpre un impulso irreprimible a tomar el fármaco en 

forma continua o periódica, a fin de experimentar sus efectos psíquicos 

y, a veces, para evitar el ci.alestar causado por la privación. 

pendencia puede ir o no acompañada de tolerancia. Una misoa persona, 

puede ser dependiente de uno o más fánna.cos. así nos lo explica el Pr2 

fesor Luis Rodrlguez Manzanera. (94} 

Las otras drogas, inhaladas, inyectadas, ingeri­

das, o suministradas en cualquier forma, al igual que la mariguana, SU\ 

de gran peligro, y pueden producir lesiones cientales graves e irrever-

sibles. aún con una sola vez de uso. Es una obligación general adve!. 

tir a los jóvenes de éste peligro, ast cot::io detectar y tratar a tiempo 

a los que y.a cayeron. 

La psicopatolog!a tiene gran relación con la cr.!. 

minalidad de los menores y asr tenemos que en un estudio realizado por 

la Secretarla de Gobernación en el periodo de 1974 a 1978 1 en una mue! 

tra de 25.568 internados en el Consejo Tutelar para ttlenores infractores 

en el Distrito Federal, se observó que el 58 % de los internados tenia 

algún tipo de enfero.edad o alteración patológico en el a.rea mental 
(94)-~p. cit. pag. 129 
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el 17 .17 % presentaba baja capacidad de atención, impulsividad, agres! 

vidad 1 autoagresividad, destructividad, labilidad emocional, escasa -­

participación en tareas de grupo y bajo rendimiento escolar, lo que -

puede hacer pensar en daño o lesión cerebral mtnimos. 

El medio escolar. 

En los primeros cinco años de vida, .llamados por 

varios autores edad preescolar, la responsabilidad de la educación re­

side en la familia, ésto como regla general. A partir de esa edad el 

niño entra en una nueva etapa, la edad escolar, en la que la escuela -

comparte con la familia la responsabilidad de educarlo. 

Hay un acuerdo casi general en que el aumento de 

la criminalidad de menores refleja un fracaso en la educación. 

La crisis educacional no se encuentra tan solo -

en la carencia de aulas y maestros, sino también en cuanto a métodos y 

sistemas de enseñanza, que es necesario modificar y modernizar. Es -

también necesidad primaria transformar la finalidad y función de la E_! 

cuela, ampliándola y generalizándola. 

El mayor defecto de la escuela contemporánea nos 

explica el Profesor Luis Rodrt:guez Manzanera, consiste en creer que su 

misi6n es solamente llenar de conocimientos a los alumnos. El número 

de materias y de años de estudio no significa superioridad de educ.ac1ón. 

La esc~ela se dirige generalmente a educar la memoria; así. un alumno -

con buena memoria será consii.lerado un excelente estudiante. Se olvida 

por desgracia otros factores de la personalidad, como son la intelige!! 

cia y la voluntad. 

Al sistema fonnal educativo se le considera obS,2_ 

leto y atrasado, únicamente como un medio para la obtención de méritos 

académicos que aligeren el ascenso por la escala social del éxito, lo 

cual da lugar al predoro.ini..:i del deseo de escolarizarse sobre el afán -

de educarse. (95) 
(95)-~p. cit. pag. 134 
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Los fracasos escolares influyen en la personali­

dad del t:ienor que no aprende en la escuela por lo que será un i:ienor -

frustrado, acomplejado; su falta de interés se reflejará en fugas y -

errores de la conducta. 

Se ha comprobado en estudios realizados que es 

aproximadamente el 21% de la población escolar la que deserta. 

El investigador Vktor Urquidi, ha señalado que 

el problema de la deserción es tan grave 1 que si por cada LOO alumnos 

inscritos en la enseñanza primaria, en el primer año, sólo llegan 

a ingresar a la secundaria, y apenas dos a la educación superior, y si 

de éstos egresan de la universidad escasamente el 12%, el desperdicio 

de recursos en la educacHin es sencillamente prodigioso. (96) 

De lo explicado con anterioridad se desprende -

que existe una gran relación entre escolaridad y crimen, cuesti5n que 

ha estado a discusión desde hace cucho tiempo, considerandose por Pª! 

te de los autores que los retrasos y fracasos escolares están estre-­

chamente conectados con el problema antisocial. 

El medio socio-económ.ico. 

Se ha preguntado acerca de si el factor económi-

co es una causa directa de la delincuencia de menores. El proferor -

Luis Rodrf.guez Manzanera nos dice qu~ el medio económico puede determ.!, 

nar el tipo de delito, pero no la delincuencia en sL (97) 

En CLateria de delincuencia de menores se encuen­

tra que son los pa{ses con mayor adelanto y desarrollo y con más alto 

nivel de vida, los que tienen los peores problemas de delincuencia ju-

venil. Esto hace pensar que el factor económico y la miseria tienen 

importancia, pero no son determinantes como se les atribU)'Ó en varios 

estudios, o sea que, contraria:iente a lo que pudiera esperarse, la de­

lincuencia de menores (principalmente la juvenil), aumenta con la pro! 

e~!!~:~ económica. 

(96)U¡;~uid1 vrt~§;s· f5riit Gen~ral: i<ºYººÍª y 
(9 7 )~~- i~Yt~ºpag. 1 4~.ª· dicion. Vo • S glo 
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Lo que indudablemente es un factor cricinógeno, 

es la desproporción en la repartición de la riqueza; tenemos que ave­

riguar si en los países en que aumenta la prosperidad económica, a~ 

ta también la justicia social. 

Uno de los fenómenos que ha desconcertado a los 

investigadores es que, la mayoría de los menores internado;; en los -

Tribunales o Consejos para menores, pertenecen a las clases socioeco­

nómicas más bajas, pero esto tiene su explicación en que los menores, 

pertenecientes a las clases media y alta, generalmente no llegan a ser 

internados, a menos que cometan delitos verdaderamente graves, pues -

los padres los rescatan en la misma delegación de policía, sin dar~ 

po a su traspaso al Tribunal o Consejo, o una vez llegados a éste les 

son devueltos a los padres que demuestr~n ser gente honorable, tener 

un medio honesto de vivir y un hogar estable y normal. 

No se desconoce que muchos menores si siquiera -

llegan a la delegación, pues los particulares afectados llegan a un a­

cuerdo, o la familia da dinero al policia para que deje libre al menor 

por lo que es comprensible que el remanente que queda e~ los centros -

son los menores que, o cometieron un delito Vt!rdaderamente grave, o no 

tienen medios económicos o sociales, ni una verdadera ·familia, es decir 

que la posición socioeconómica funciona, al menos como un factor sele_s 

tivo de internamiento. 

Uno de los temas más controvertidos en materia 

criminógena, es el decidir cuál es la clase socioeconómica en la que 

se cometen más conductas antisociales, 

El Profesor Luis Rodr-íguez Manzanera, opina que 

la clase media es la más 11 sana11 y en mucho no encontramos multiplici­

dad de conductas desviadas por representar exactamente 11 la media" la 

generalidad, el punto de referencia. 

La clase media tiene una serie de mecanismos ps,! 

cológicos de contención, debemos tomar en cuenta su intimibilidad, 

ya que es la que más tiene que perder, pues la clase baja no tiene º! 
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da que perder ( o casi nada ) , y la· clase alta P':-'ede~ darse: hasta Cl l~ 

jo de perder algo, por esto se dice que "más tiene el rico cuando emp.2_ 

brece que el pobre cuando enriqueceº. (98) 

En nuestra ciudad, las estad!sticas oficiales P.! 

recer!an demostrar que es la clase baja la más delictógena, sin embar­

go, debemos tomar en cuenta lo dicho en paginas anteriores. 

El medio ambiente. 

El medio ambiente también influye en la personal.! 

dad de los tñenores infractores y as! el trabajo, la policia 1 la vagan-­

cia1 la mendicidad y el urbanismo influyen en el comportamiento de los 

menores infractores. 

En cuanto a los trabajos, el que tiene importan­

cia para 'el presente tema es el trabajo que se realiza en la calle, sin 

control de ninguna especie. 

Los menores que trabajan en un lugar fijo, como 

ayudantes o mozos, tienen la ventaja de poder acudir a la escuela, y -

de estar aprendiendo un oficio. Las desventajas son generalmente el~ 

jo salario y el hecho de tener compañeros más grandes, de los que va a 

aprender cosas impropias de su edad, 

Los menores que trabajan en la calle forman la -

parte más desamparada de nuestra infancia. Sin leyes laborales que -

los protejan, sin ningún control, se educan en la escuela más dura y 

cruel que existe que es la calle. 

El Profesor Quiroz Cuarón 1 les denominó los hijos 

de Chiclets Adams, se dedican a actividades como la venta de periódico 

de chiclets, al aseo de calzado, a recoger basura, a limpiar parabri.s1S 

o .i actividades similares, éstos pobres forman un ejército en el D. F, 

muy dificil de calcular. (99) 

(98}-~p. cit. pag. 159 

C
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Los menores dedicados a estas actividadc:s, por el 

tiempo que ·tienen de ocio. por su escasa educación, por carecer de fam.! 

lia, y por el ambiente en que viven, tienen frecuentemente problei:ias a:a 

la justicia, y es casi seguro que tarde o temprano sean conducidos a el 

Consejo Tutelar. 

Lo anterior no quiere decir que todo menor dedi­

cado a estas actividades sea un delincuente, lo que sucede es que este 

ambiente coincide con los demás factores señalados, por lo que conduce 

fácilmente a actitudes predilencuenciales o delictivas. 

nógeno. 

La Policia, 

La policia se puede convertir en un factor crimi­

Es triste reconocerlo pero en pa!ses civilizados como existen 

en todo el mundo, nuestras policías están aún en la etápa emp{rica y ! 

quivoca de la investigación. 

Se dice policias porque basca con analizar la p!!_ 

licia mexicana para darnos cuenta de que existen diversidad de cuerpos 

que ·trabajan en forma aislada, desorganizada, cada una para sí, sin -

la más m!nima coordinación. 

Dentro del caos de pol1cfas Judiciales, estatales 

federales, preventivas, secretas, de tránsito 1 de cacinos, de hacienda, 

de bancos, de seguridad, de drog.1s 1 sanitarias, privadas, etcétera, exi! 

tió tm::ibién una polic!a tutelar, la cual deb{a ocuparse de todos aque­

llos casos en que ínter-venían cenares de edad. 

Aunque esta policía hacia todo lo que estaba de 

su parte, su trabajo se concretaba a ir a las delegaciones, tomar a el 

menor y llevarlo al Tribunal. Su actividad por lo demás, estaba abs,!;! 

lutamente restringida, por falta de medios, de personal y de prepara--

ción. Poco a poco se ha ido sustituyendo por trabajadores sociales. 

E.xiste la opinión generalizada, en el sentido de 

crear un servicio especializado dentro de la corporación policiaca, que 
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se ocupe de los problemas relacionados con menores. canto a ni\•el pr! 

vent!•J"o como para intervenir en todos los casos en que se vea involu­

crado un aenor. 

En éste sentido se han pronunciado la ~yerta de 

los Congresos de la Organización Internacional de Policia Cri::dnal. -

(interpol), as! cot:t0 los congresos de Naciones Unidad sobre pre,rención 

del delito y trata:úento del delincuente. 

Vagancia y ~endicidad. 

La "·agancia y la ::i.endicidad, actitudes asociales, 

o parasociales, pueden convertirse en acciones antisociales con facili­

dad. 

La vagancia puede ser producida por varias causas 

entre ellas las psicopatológicas que he:::os analizado anter!omente. Ca~ 

sas ·ao patológicas son la cantidad cada vez o..ayor de horas libres y de 

v8ca.ciones, unidad a la falta de ocupación durante todo ese tiempo. 

Las horas libres se han !:?Ultiplicado al tratar t.!?_ 

das las escuelas, por co::odida.:1 propia, de hacer un horario corrido, es 

decir asistir a clase tan .:;olo de ~ñana o de tarde, y no a t:añana y U! 

de, coco antes se acostut:J.braba. 

Si a ésto correspondiera un au::ento de centres de 

recreo y reunión, de bibliotecas para niños y jovenes, el plan podría -

ser bueno, pero co::iio ahora el c.enor se encuentra con que tiene c¡ediodJ.a 

libre, sin nada que hacer, se dedicará a vagar por las ccllles con los 

amigos, o a buscar a\•enturas que ::uchas veces teminan en el Tribunal o 

en el Consejo Tutelar. 

Urbanismo y cria.inalidad de =.enores. 

Dentro de nuestro país se puede hacer clara:::iente 

la diferencia entre cricinalidad rural y criminalidad urbana. La te!! 

dencia de la población en concentrarse en las ciudades abandonando el 

ca~o, es muy notable. 

La superpoblación provoca agresividad, lo que ha 
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sido deo.ostrado· canto .en ari.úMl:es,,.cocio en ·Seres húl:,anOs. Las ciuda-. 

des de gran densidad de población Sufren 'mayores prOblemas de crimina­

lidad, y principalmente de violencia. 

La concentración urbana se ha acompañado de un -

relajamiento de los la:t:os sociales que antes un!an a los ciudadanos. 

Soledad y anonimato se extienden en ias grandas 

ciudades, y se convierten en la fuente de indiferencia a los otros. 

Efectiva:ience, en la ciudad se da la Clás terrible 

de las soledades: la soledad estando acompañado. No existe un verdade­

ro contacto social y, por lo tanto, las relaciones son superficiales. 

El anonimato se acxecienta., poco sabeoos de los 

demás y éstos conocen tilUY poco de nosotros¡ la mecanización de los se! 

vicios, las tiendas de autoservicio, los procedimientos escritos, Meen 

que se pierda el contacto humano. El anom!nato es un factor criminó-

geno, en cuanto que la identidad del crioinal es descanocida, y la vi~ 

tizna es cualquiera, y no una persona determinada. El criminal se Pie! 

de entre un o.ar de rostros anónimos. 

De lo anterior resultan dos· aspectos psicológi-­

cos de gran importancia criClinológica: la indiferencia y la insegurt-­

dad, 

Sos explica el Profesor Luis Rodríguez Manzanera 

que la indiferencia se manifiesta en un desinterés por los asuntos de 

los deraás. ;· aun por los problecas que atañen a toda la colectividad. 

Solamente se actúa cuando se ve amena::ado o perjudicado en sus muy pe!_ 

sonales intereses, lo que hace que no haya una defensa social y colec­

tiva contra el c.ritJen. 

De aqui la inseguridad, el temor a ser v[ccima, 

la sensac16n de estar solo, lo que lleva al sujeto a la defensiva, que 

en ocasiones toi:::.a. la. fotUla de agresión. ( 100) 
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Los menores que crecen en este ambiente de anon! 

mato, soledad y rechazo, desarrollan escasos lazos sociales. creando -

un peculiar egocentrismo. Por lo anterior es necesario evitar la ª!. 

gregación de barrios y la formación de ciudades perdidas y desarrollar 

los espacios sociales. dada vez más escasos. Se deben evitar las &! 
gantescas vías rápidas, que parten los barrios, deshumanizan la ciudad 

destruyen la función social de la calle y se convierten en factor cri­

minógeno. 

Las diversiones y los medios de difusión. 

Se ha dicho que los niños y los jovenes de hoy, 

tienen cada vez. más tiempo para divertirse, también tienen a su dispo­

sición más medios, por lo que ésto influye grandemente en su personal,! 

dad que cuando la influencia es negativa, ocasiona las conductas anti­

sociales de los menores infractores. 

Los medios de difusión, al entrar a los hogares, 

queriéndose o no tienen una influencia buena y mala, y producen todo 

tipo de efectos sociales, culturales y educativos. 

En cuestion familiar e infuntil no es verdad que 

deba atenderse primeramente a las necesidades materiales y después a 

las morales. Debe haber una atención conjunta, simultánea. 

No hay duda de que las fronteras no separan sino 

que unen para lo bueno y también para lo malo, no podemos aislarnos,%!. 

cibiremos siempre las influencias extranjeras. 

Hay autores que piensan que la televisión y la -

radio pueden determinar la forma de los delitos. pero no motivarlos. 

El autor Solis Quiroga nos señala que en éste ca!_ 

po falta mucho por estudiar y que propone como urgentes modificaciones, 

suprimir las noticias, retratos y datos de menares delincuentes, vicios 

inmorales o de conducta err6nea. las noticias respecto a victo, irunor.! 

lidades o delincuencia de adultas deben ser condensadas y realistas, d,! 

ben de respetarse las edades mínimas para los espectáculos, el DlF y el 
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Consejo Tutelar, deben estar representados en la comisión de censura, 

las transmisiones de radio y televisión de nota roja deben hacerse d~ 

pués de las 23:30 y antes de las 5:00 hrs., todo tipo de programas n~ 

civos por pornografía, iru:oralidad, delito, violencia etcétera, deben 

pasarse después de las 23:30 horas, las historietas gráficas deben ! 

vitar la procacidad, malicia, crimen, inmoralidad y cuidar su lengua­

je, además en cada emisora de radio y televisión se debe contar conun 

asesor educativo que vigile las programaciones que van dirigidas a los 

menores, asl como las publicaciones que en el cismo sentido dan una V! 
sión falsa y distorcionada de la realidad, tanto social como humana. 

(101) 

El Profesor Nestor.de Buen Lozano, nos dice que 

es necesario enseñar a los jóvenes los secretos de la comunicación i!!. 

terpersonal, descubrirles el arte de la 
0

charla, del diálogo, y la di! 

cusión 1 hoy olvidados a fuerza de ser testigos y no participantes en 

el juego de las ideas, (102) 

Para finalizar señalaremos que uno de los vicios 

más crueles e injustos de los medios de difusión, es aquel que consi! 

te en juzgar a priori a los presuntos delincuentes, y presentarlos a 

la opinit5n pública ya como criminales, es decir que la autoridad com­

petente, se atreve a violar una de las garantías constitucionales, 

que es la garantla de audiencia. los medios de difusión hablan del a­

sesino, y en ocasiones de la fiera, la hiena, antes de que el prewnto 

sea juzgado por las autoridades competentes. 

De lo explicado con anterioridad, nos podemos -

dar cuenta que son muchos los factores que influyen en la personalidad 

de los menores y por lo cual son más proclives a tener conductas ant,! 

sociales y por tanto a violar las leyes o normas previa.mente estable­

cidas. 

(!01) 

(102) 
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C) LOS ALIEllADOS llEllTALES E11 RELACION COK EL ILICITil. 

l) COHSIDERACIOllES GEllERALES. 

Para poder entender de una manera más clara el 

tema de los alienados mentales, explicaremos cuál es la ciencia que a­

yuda al Juzgador para determinar las enfermedades mentales. 

El Profesor Luis Rodríguez Manzanera, en su obra 

deno:iinada Criminologta, nos explica que es la Psiquiatr!a forense la 

ciencia médica que estudia las enfer.:nedades mentales. En su acepción 

de Forense, se ocupa de los problemas médico-jurídicos que surgen de la 

enfermedad mental. ( 103) 

Para Weygandt, la psiquiatría forense o judicial, 

es la disciplina que se propone aclarar los casos en que alguna persona 

por el estado especial de su salud mental, necesita consideración espe­

cial ante la ley, (104) 

Es importante diferenciar la psiquiatría forense 

de la Psicolog{a criminológica. pues hay casos en que son confundidas. 

La Psiquiatr{a estudia las enfermedades mentales 

la Psicologla estudia tanto procesos normales como anormales (psicopa­

tolog{a, pero hay una diferencia de grado, pues en la práctica el psi­

cólogo cl{nico atiende anomal{as neuróticas, en tanto que el psiquilltra 

se encarga de las psicosis. 

Para que se entienda mejor 1 explicaremos que roa:! 

do el paciente pierde el principio de realidad. es dectr, cuando ya no 

distingue lo verdadero de lo falso, lo real de lo imaginario, entonces 

es un psicótico, y debe ser atendido por un psiquiatra; mientras con-­

serve contacto con la realidad, en tanto sus problemas de personalidad 

puedan hacerse conscientes, puede ser auxiliado por un psicólogo. 

(103) ~g~~!§~º\i~~~~~~ernst"~~s. cfÓ'~nolog!a. 4a. Edición. Editorial -

(104) ~~1~ªR%~tc~: 1 9g;~u~;~:rf0:arense. 2a. Edición. Editorial Sacio-
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La Psiquiatr1a es una ciencia médica. la Psicol~ 

g!a es ciencia independiente, para ser psiquiatra se requiere, en la~ 

yorta de los pa!ses, ser previamente médico; para ser psicólogo bastan 

los estudios pre-universitarios. 

Los psicólogos utilizan técnicas de terapia psi­

col6gica (análisis, ludoterapia, laboroterapia) 1 los psiqu~atras se sf!. 
ven de técnicas médicas (fármacos, cirugta, shock), aunque por desgra­

cia hay continuas invasiones entre ambas profesiones, lo que indudabl_!! 

mente es indebido, 

La Psiquiatría forense es una ciencia de gran u­

tilidad en cuanto nos explica las enfermedades mentales y sus relacio­

nes con el crimen, pero no es una ciencia criminológica, y por lo ta!!: 

to no es componente de la criminologta, pues no todos los criminales -

son enfermos mentales, la idea de que una persona normal es incapaz de 

cometer un crimen es un error. 

Sin embargo, tratándose de enfermos mentales que 

cometen cr!menes es indispensable la participación de la Psiquiatría en 

la síntesis criminológica, y en estos casos el psiquiatra es un profe­

sionista clave para la solución del caso. 

Para el autor LangelUddeke dos son preferenteme.!!. 

te las funciones que tiene que cumplir el perito psiquiatra siendo la 

primera que tiene que ser un auxiliar del juez, debiendo de contribut:r 

con su informe a la aplicación del Derecho, y la segunda es que tiene 

que aportar los fundamentos científicos sobre los cuales pueda contri­

buirse el tratamiento jurídico de los anormales. (105) 

Ahora bien, concebido el delito COClO un error de 

conducta, tiene una génesis subjetiva en el inconsciente de quien lo 

realiza y en ello entra en juego un valor que es lo social, en el que 

cobra importancia capital una conducta o hecho, no ausente de agresiv! 

dad peligrosa, puesto que la ruptura de la norma engendra un desajuste 

(io5)-~~g~fü1~~·~.~fü•i§9~. P~Wi%da Forense. Editorial Espasa C.a! 
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cuyas causas u or!genes son, dado el caso, de diverso tipo y consecue~ 

cias. 

La función del Derecho bajo los supuestos señal!_ 

dos y desde un punto de vista psicoanalitico, es combativa, de repre-­

sión, y de prevención, aún por el temor mismo de ser afectados en las 

posibilidades de sobrevivir, de conservar una integridad moral o el tlll!!. 

tenimiento de una identidad, hasta para librarnos del temor personal y 

con ello tratar de obtener auto-afin:iación. 

En la etapa contemporánea, y especialmente en e! 

tos días, tensiones, violencia, agresividad, exenciones, presiones, ex 

torsiones, etcétera, engendran inseguridad misma que nos conduce a pe_!! 

sar en una regresión del ser humano a la Ley del Talión, en donde éste 

parece acercarse al instituto , desenvolviéndose de esa manera, espe-­

cialmente en las grandes urbes, en una especie de selva de concreto en 

donde, la fatiga, el desagrado, la desnutrición, el alcohol, y muchos 

otros factores son determinantes para conformar patrones de conducta -

que conducen necesariamente al llamado juicio de reproche, o a poner en 

juego, penas, medios asegurativos o francas medidas de seguridad. 

Cuando bajo semejantes premisas se hunde la con­

ciencia, se suprime o perturba la relación inter-huc.ana, o bién, se e!!. 

fen:aa y transforma en patolog!a, como en los casos de enfermedadtrental, 

crece en impo,rtancia la tarea de psicólogos, psiquiatras y de juzgado-

res, 

Las desviaciones, tanto individuales como colec­

tivas, contribuyen a la erosión de la vida en sociedad e incrementan -

las tensiones cocunitari<ls de la convivencia social, 

Tarea de icportar:.cia capital en el derecho de -­

procedimiento penal. es ·el conocimiento de la personalidad del delin-­

cuente, ello nos conduce a tomar en consideración, a estar cietos de 

los factores subjetivos del sujeto r del conjunto de fuerzas confluen­

tes favorecedoras o desencadenatcs o de disminución de resistencias en 

torno al infractor, al igual que las fuerzas sociales coincidentes, 
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la acción y constelación del sujeto y del delito; en otros t~rminos. -

al conocimiento de la mente. Esto último, no ignoramos que es d~ gr.m 

complejidad y que abarca vivencias individuales, tráumas 1 cultura, ed~ 

cación, estados emocionales, neurosis, ansiedad, prejuicios, obsesion, 

y otros elementos más, susceptibles de transforcarse en inhabilidad tII?!! 

tal que, de alguna manera, afectan también lo moral, lo intelectivo 

otros ámbitos. 

No hay duda que bien puede hablarse, dentro de m 

marco general de salud mental, de habilidad o inhabilidad y consecuen­

temente de aptitud de captación de lo correcto de un proceder social o 

de una falta de capacidad del pensamiento para diferenciar lo permisi­

ble de lo prohibido, lo que indica que la deficiencia mental, parcial 

o total, es causa determinante del proc~der humano. Todo ésto, sin 

ignorar afecciones de orden cerebral aunadas a factores ambientales, -

errores educat !vos, pasiones, ideologías y muchas cuestiones que puede 

trastocar los órdenes de la denominada normalidad de un sujeto. 

Todo ello explica el porqué médicos, psiquiatras, 

psicólogos, y juristas, estudian las denominadas causas 'o motivaciones 

de la conducta y de esa manera, al estudiar un caso concreto, parten -

siempre de la estructura biof{sica y psicológica de c~da ser humano, -

sin olvidar que, a final de cuentas, habrá que encontrar todos aquellos 

elementos denominados inductores, cauea encaminadora de las acciones o 

de la conducta, sin omitir las adyacentes y hasta las desencadenantes. 

Importa también tener presente los factores caus_! 

les y motivantes, que var1'.an en relación con la persona, situaciones, 

edad, etcétera, utilizados constantemente para llevar a cabo un análi­

sis de una conducta delictiva y sobre todo la detección de sujetos anJ.E. 

males o francos enajenados mentales que, en una u otra forma, quebran­

tan la ley penal. 

A nadie escapa la tendencia o en i:::;.uchos casos, -

porque no decirlo, la maniobra de malos, falsos o perversos defensores 

que bajo el señuelo del llamado "trastorno mental", en algunas de sus 
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formas , lo han utilizado común }. corrientemente para ºsalvar" a sus 

defensas, a lo largo de procesos tediosos y teatrales, de la aplica­

ción de la pena a la que en realidad se hicieron acreedores por haber 

transgredido gravemente una norma penal sustantiva. 

Frente a semejantes actitudes en las que algunos 

órganos jurisdiccionales han sido presa fácil para caer en el garlito, 

se ha advertido la repulsa indignación y desconfianza social por lo i_!! 

debido de hacer aparecer como enajenado mental 1 al que, hasta cierto -

punto goza de una salud, en el orden indicado, que oscila dentro de los 

ambitos 1 en los que es posible afirmar, normales. 

A estos procederes, no son del todo ajenos los -

denominados peritos que en su caso, valga el uno de la expresión, enll!:!. 

ches de los casos o situaciones, sirven lisa y llanamente de música y 

acompañamiento. 

De los casos evidentes, por su notoriedad, da -

cuenta la sociedad actual, ast como la de otras etapas de nuestro medio 

y muchos lugares del mundo. 

Los persistentes psiquiatras y psicólogos, dura~ 

te el presente siglo, dentro de lo que podrtamos considerar como anom!_ 

ltas mentales ( estructuras defectuosas de la personalidad o verdaderos 

criminales) ,dentro de un cuadro concerniente a lo psiquiatrico-crimin~ 

lógico, llevan a cabo una gran clasificación en torno a la psicopatol~ 

gta, involucrando dentro de la 'Clisma a anómalos de todo tipo que van~ 

de los débiles mentales hasta los toxicómanos, vagabundos, revoluciona­

rios, etcétera. 

Es tal el número de sujetos que podr!an incluir­

se, de acuerdo con quienes as! piensan, que resultarta innumerable, sin 

faltar, por supuesto, los que por razones de estructura defectuosa de 

la personalidad son calificados como presicóticos, cuyas desviaciones, 

instintivas les conducen con mucha fracuencia a la fácil ubicaci6n de~ 

tro del campo penal. 
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Las anomal{as que más destacan en la actualidad 1 

y que en una u otra forma tienen vinculación dentro de lo criminal son 

las neurosis. las psicosis, las psiconeurosis, la esquizofrenia y una 

serie Qás de conductas anomales que confoman toda una complejidad de 

cuadros de los cuales pueden desprenderse estados de peligrosidad inc_! 

pientes o definitivamente potenciales. 

2) LA 111IKPUTABILIDAD EN LOS ENFER!IOS MENTALES. 

2.1) CONCEPTO DE Illll!PUTABILIDAD. 

La inimputabilidad, lo misco que la imputabilidad 

e& conceptuación de los penalistas modernos. 

La imputabilidad éstá constituida por la capaci­

dad intelectiva y volitiva, necesarias para que el individuo sea ~ 

sable de sus actos. Estos eleüentos genéricos, son indispensables,~ 

gún la actual doctrina, para que un il{cito por acción u omisión, ~re! 

ca sanción penal, además de éstos elementos hay que tener en cuenta un 

tercer elemento que es la afectividad que como hemos meñcionado en pa­

ginas anteriores consiste en el conjunto de estados afectivos 1 senti-­

mientos, emosiones y pasiones, y que ocupa un lugar de singular impor­

tancia en la estructura de la personalidad y en un momento puede prev! 

lecer sobre las otras esferas, 

As{ podemos en éste trabajo c:1encionar que se es 

completamente imputable si no se encuetra daaadas las tres esferas que 

son la intelectiva. volitiva y afectiva y por el contrario, si alguna 

de ellas llegase a estar dañada 1 caemos en los supuestos de la inimpu­

tabilidad que ha sido definida a contrario sensu de la imputabilidad, 

como la falta de capacidad de querer y entender en el cacpo del derecho 

penal. 

Por lo anterior, las causas de inicputabilidad -

son pues todas aquellas capaces de anular o de neutralizar ya sea el -

desarrollo o la salud Je la mente, en cuyo caso el sujeto carece de ªE. 

titud psicológica para la delictuosidad. 
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2.2) HIPOTESIS DE lllll!PUTABILIDAD. 

2. 2 .1) TllASTORHOS llE!ITALES. 

Trataremos el presente teca, antes de la reforma 

de 1983 1 publicada en el d!ario oficial del 13 de enero de 1984, as! 

tenemos que antes de las reformas mencionadas, nuestro ordenamiento -

Penal contenta como causas de inimputabilidad las siguientes: a) Est! 

dos de inconciencia (pen:ianentes en el art!culo 68 y transitorios en la 

fracción II del articulo 15) ¡ el miedo grave (artículo 15 fracción IV); 

y la sordomudez (art!culo 67 del código penal). 

El Profesor Fernando Castellanos Tena, explicaba 

el Trastorno mental permanente de la siguiente manera: 11 Nuestro códi­

go penal en el articulo 68 dispone: " Los locos, idiotas, imbésiles, o 

los que sufran cualquier otra debilidad enfen:nedad o anomalías mentales 

y que hayan ejecutado hechos o incurrido en omisiones, definidos como 

delitos, serán recluidos en manicomios o en departamentos especiales, -

por todo el tiempo necesario para su curación y sometidos, con autoriz!!, 

ción del facultativo, a un régimen de trabajo. En igual forma proced! 

rá el juez con los procesados o condenados que enloquezcan, en los tér­

minos que determine el Código de Procedimientos Penales." Indudableme!!. 

te los casos planteados por el precepto son de ausencia de imputabili-­

dad¡ sin embargo, el código penal solo se refiere a los trastornos men­

tales transitorios para excluir la responsabilidad de quienen en tales 

condiciones ejecutan hechos t!picos del Derecho Penal; dispone, respec­

to a los enfermos mentales pemanentes, lo establecido en el precepto -

transcrito; por ende debe encenderse, que, en relación con los trasto!. 

nados mentales permanentes, sostiene erróneamente la imputabilidad. 

Carranca y Trujillo dice sobre el particular: 11 la comisión -confiesan 

lealmente Ceniceros y Garrido- se encontró ante un problema de imposi­

ble solución y optó por la menos mala, o sea la que había adoptado el 

legislador de 1929, consiste en apoyar la responsabilidad social en 

tos casos" ( 106) 
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Para el mismo autor el articulo en cuestión, p la_!! 

tea insolubles contradicciones desde el punto de vista procesal y cons­

titucional pues la reclusión en establecimiento adecuado es constituci~ 

nalmente una pena y como tal debe resultar un proceso; pero no hay po­

sibilidnd de procesar al enajenado, con quien debe de llenarse solt.!mnes 

fot"malidades todas las cuales son una cruel iron{a tratandose de un su-

jeto de psique inacible y fugaz. Otro problema constitucional arranca 

de la indeterminación temporal de la reclusión, contraria a la garantta 

ejecutiva consagrada por el articulo 14. 

El Profesor Villalobos nos explica que basta leer 

la declaración categórica del articulo 8 11
, sobre que los delitos son 1.,!! 

t~ncionales o de imprudencia, y recordar' las nociones unánimemente adm!. 

tidas respecto del dolo y de la culpa, gara comprender que los actos de 

un alienado, aun cuando sean ttpicamente antijur{dicos, no constituyen 

delito por falta del elemento subjetivo de culpabilidad; todo demente -

se halla 1 por lo mismo, exento de responsabilidad penal; y sólo cabe ! 

plicarle medidas de seguridad y no penas. Sin ésta interpretación, 

si el hecho de todo demente se tuviera como delito y la, reclusión de -­

los enfermos se equiparase a las penas, no podr1a tal medida tener una 

duración indeteminada, por prohibirlo nuestra c~nsti~uclón federal; y 

tampoco ser{an practicables los procedimientos libres instituidos para 

caso de menores (también socialmente responsables), ni los reglamenta-­

dos para enfermos ment<>les por los art1culos 495 y 499 del código Fede­

ral de Procedimientos penales. Aún las personas no avezadas en estos 

achaques jur!.dicos se extrañarán justamente al advertir que, según lo 

anterior, enjuiciado a un demente a un idiota, a un oligofrénico, a -

un loco, a un enajenado plenamente, el juez tendrá que despojarse de 9J 

serena majestad para sentarse junto a ésta clase de reos y simular t~ 

das esas diligencias encac.lnadas a tomarle dt!claración, carearle con 

los testigos y exigirle protestas y asumir otras muchas actitudes pin­

torezcas en que parecerá entablar una competencia con la desviación~ 

tal del enjuiciado. (107) 
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Para el mismo autor, el desideracum ser!a que 

en tales casos no se trate de exigir responsabilidades ni de decla­

rar derechos, sino de prevenir una peligrosidad patológica pues no -

se pretende imponer penas o sanciones a los demenr=es sino adoptar m~ 

didas adcdnistrativas, tutelares y de seguridad; Propone también la 

expedición de una ley para tales enfermos, de c.anera que se pudieran 

explicar, a través de los Tribunales, las cedidas elementales reque­

ridad por la seguridad pública con la sola comprobación de ese esta­

do peligroso y sin necesidad de esperar monscruosatlente, a que el e!! 

fermo cometa un homicidio o un incendio previsible y se tramite el 

sainete de un proceso penal, que no lo es, para decretar como sancio 

nes cales medidas. (108) 

En el caso del trastorno metal transitorio, el! 

te es causa de imputabilidad. por hallarse el acusado, al cometer la 

infracción, en un estado de inconciencia de sus actos, deten:i.inado -

por el empleo accidental o involuntario de sustancias tóxicas, embrie 

gantes o estupefacientes, o por un estado toxico infeccioso agudo o 

por un trastorno mental involuntario de caracter patológico y trans! 

torio. ( artículo 15 Fracción 11 del código penal antes de la refo! 

ma) 

Para que opere la eximente por estado de incon 

ciencia transitorio, precisa, por supuesto, la reunión de todos y ce. 

da uno de los elementos consignados por el legislador. 

Con la refon::ia de 1983 publicadas en el diário 

oficial de 13 de enero de 1984 1 han quedado los arc!culos de distin­

ta canera y así tenem.vs que esas farragosas y discutidas fórmulas l.!:_ 

gales sobre los estados de inconcien.:L1, han sido sustituidas por un 

precepto de gran amplitud, ubicado en el articulo 15 relativo a las 

circunstancias excluyentes de responsabilidad, cuya fracción Il est!!_ 

blece que es excluyente de responsabllidad, padecer el inculpado, -

al cooecer la infracción, trastorno i::ental o desarrollo mental reta! 

dado que le it:::?ida comprender el carácter ilícito del hecho o condu­

cirse de acuerdo con esa cociprensión, excepto en los casos en que el 
("iiiii)-Idem. pag. 406. 
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propio sujeto activo haya provocado esa incapacidad intencional o im­

prudencialmente. 

La Fracción transcrita abarca pues, dos grandes 

hipótesis, trastorno mental y desarrollo intelectual retardado. 

El Profesor Sergio García Ram{rez al comentar la 

fracción 11 refot'lll.ada, expresa u contempla cabalmente el fenómeno que 

se trata de abarcar, esto es, el caso de quienes no puedan comprender 

el carácter ilícito del hecho 11 incapacidad de entender11 o conducirse -

de acuerdo con esa comprensión 11 incapacidad de querer". Los puntos 

esenciales de este concepto proceden de la legislación italiana, pero 

es mexicana la formulación completa. En rigor, bastar{a con esta C!_ 

racterización de la inimputabilidad,. sin nect?sidad de expresar t?n el -

c5digo mismo, sus causas o sus especies. Sin t?cbargo, se creyó opor­

tuno hacer referencia a estas para favorecer la buena acpliación de el 

precepto, novedoso en el ordenamiento federal, aun bien conocido en o-

tras leyes nacionales. De ah! que se hable de los factores clásicos 

que aqu{ aparecen: Trastorno mental y dt?sarrollo intelectual retardado. 

(109) 

Con las reformas antes mencionadas, el trastorno 

mental consiste en la perturbación de las facultades psiquicas. La 

ley vigente no distingue los trastornos mentales transitorios de los -

perm.1nentes; por lo mis::::o, .ll interprete no le es dable distinguir. 

lnfieresc que puede operar la inioputabilidad tanto en un trastorno e-

f{mii?ro como t!n uno duradero. Pero indudablementt? no basta la demos--

traci6n de trastorno mental para declarar valedera la eximente; la ley 

es cuidadosa al referirse a un trastorno =iental de la magnitud que i~ 

pide a la gente comprender el carácter il!cito del hecho realizado, 

conducirse de acuerdo con esa concepción. 

Antes de la reforma de 1983 y co::o.o lo hemos ex-­

plicado con anterivridad, el código penal consignaba entre las excluy~ 

tes de responsabilidad los estados de inconciencia transitorios; por 
(109)-Garc{<J Rat:i{re; Serg¡o,._ La reforma penal sustantiva. Edición ci-

ciogra.fica, Xexico ~_,4 pa. JO 
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lo tanto, los amparados por la eximente, al no cometer delito, quedaban 

en absoluta libertad, sin sujeci5n a medida alguna, en cambio, los tra!! 

nados mentales permanentes autores de conductas penalmente tipificadas 

eran recluidos en manicomios o departamentos especiales, por el tiempo 

necesario para su curación. En igual forma debía actuarse con los pr,!!. 

cesados o condenados que enloquecieran. 

2.2.2) LOS SORIXlllUDOS. 

En el caso de los sodomudos, existia también una 

situación especial para los que fueran contraventores de los preceptos 

de la ley penal, ordenándose la reclusión en escuela o establecimiento 

para sordomudos, por el tiempo necesario para su educación o instruc-­

ción. 

Pero en la actual fonnula lagal sobre la inimput.!!. 

bilidad, pueden quedar comprendidos en los respectivos casos, además de 

loe trastornados mentales transitorios o permanentes, aquellos sordomu­

dos o ciegos con desarrollo intelectual retardado, que les impida com-­

prender el carácter il{cito del hecho, o conducirse de acuerdo con esa 

comprensión, aun cuando no presenten un verdadero trastorno mental. 

2.2.J) EL HIEDO GRAVE. 

En la Fracción IV del art!culo 15 del códJ.go penal 

establece como excluyente de responsabilidad: 11 El miedo grave o temor -

fundado e irresistible de un mal inminente y grave en la persona del co.!!_ 

traventor ••• 11 

En la fracción transcrita se habla de miedo grave 

y de fundado temor, que técnicamente no puede idt!ntificarse. El miedo 

grave constituye una causa de inimputabilfdad; el temor fundado puede 

originar una inculpabilidad. El miedo grave obedece a procesos causa-

les psicológicos, mientras el temor fundado encuentra su origen en pro-

cesas materiales. El miedo se engendra en la imaginación. 
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El autor Octavio Véjar Vázquez expresó en unas -

Conferencias celebradas en México D.F. en 1940 que ya se sabe que el 

miedo difiere del temor en cuanto se engendra con causa interna y el -

temor obedece a causa externa. El miedo va de dentro para afuera v -

el temor de afuera para adentro. Debemos agregar que es posible la 

existencia del temor sin el miedo; es dable temer a un adversario sin 

sentir o.ledo del mismo. En el temor, el proceso de reacción es cons-

ciente; con el miedo puede producirse la inconscie~cia o un verdadero 

automatismo y por ello constituye una causa de inimputabilidad; afe_s, 

ta la capacidad o aptitud psicológica. También en éstos casos, los 

dictámenes médicos y psiquiátricos son de enorme valía para el juzg!!_ 

dor. 

3) EL ESTADO Y LOS ALIENADOS MENTALES. 

El Estado como ente Soberano y atendiendo a que 

el mismo tiene la obligación de salvaguardar la seguridad social en -

relación a los enfermos mentales que hayan infringido la ley, en alg~ 

nos pa!ses la reclusión se lleva a cabo en manicomios comúnes; en -­

otros, se hacen anexos o secciones psiquiátricas dentro de las mismas 

prisiones, y, por último, en manicomios criminales, especiales para 

estos enfermos. Se puede mencionar que éstos últimos actualmente C!!, 

tan considerados coJ:Jo los ideales 1 puesto que poseen por una parte la 

organización de un hospital y los J:Jétodos de rehabilitación tanto ps.!_ 

quiátricos como penitenciarios. 

Es conveniente destacar la importancia que en -

el funcionamiento y organización de estas instituciones tiene la psi­

quiatría, pero enfoca fundamental:nente hacia la seguridad social en el 

aspecto jur{dico; es decir, aplicando dentro de las instituciones lo 

que llamamos psiquiatr!a torense la cual tiene relación estrecha con 

el derecho penal y procesal penal, como lo hemos mencionado en pagi-­

nas anto?riores. 

El Doctor Quiroz Cuarón. citado por el Profesor 
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Luis Rodr!guez Manzanera, nos ded'..a que 11dicha disciplina en lo penal, 

dictamina sobre la enfermedad mental o salud del sujeto, sobre su des!. 

rrollo o retardo mental, sobre el dificil diagnóstico de la personali­

dad o los estados de embriaguez y otra~ intoxicaciones, o sobre la &!. 
mulación, sobre simulación o disimulación, sobre los delincuentes que 

enferman mentalmente. 11 (llO) 

Sin embargo, la peligrosidad de estos sujetos ya 

ubicados dentro de estas instituciones, necesariamente tendrá que ser 

tratada bajo programas y grupos interdisciplinarios, ya que tiene gran 

importancia la actuación tanto de un personal jurídico, quién se enea!. 

cará de promover ante las autoridades competentes el cese de las medi­

das asegurativas, aunando también los conocimientos criminológicos al 

dictámen psiquiátrico como de igual forma resulta importante la labor 

que desarrollan las trabajadoras sociales, en el aspecto de sensibili­

zar a los familiares del enfermo para que se responsabilice de éste. 

Los servicios que presta un psiquiatra en el tr~ 

tamiento de los enfermos mentales es una labor permanente y trascende!! 

te puesto que no termina en el momento en que diagnostica la enfermedad 

y recomienda el tratamiento indicado, sino que debe atender y prever -

una posible reincidencia de los enfermos, ya que este tipo de deli~ 

tes jamás obtienen una curación total y los pone en situación de volver 

a delinquir en cualquier momento. 

Es evidente que el tratamiento de los enfermos -

mentales delincuentes es un aspecto muy especf.fico y delicado dentro -

de la administración de Justicia y es por lo que el Estado, por esta -

razón al personal que labora en un centro de esta naturaleza debe de -

proporcionarle la capacitación necesaria en disciplinas como legisla-­

ción penal, criminologf.a, criminalf.stica y vigilancia, de lo contrario 

estará la institución itii.posibilitada para cumplir con los fines para 

que fué proyt=ctada y que la ley le otorga. 

(110) op.cit, pag. 105. 
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D) CONSIDERACIONES PERSONALES. 

En el presente tema de los menores y de los ali!_ 

nados mentales, hay que tener mucho cuidado al regular tanto las medi­

das que se deben de tot:lllr como el procedimiento a aplicar para tales -

personal. 

As1 tenemos que es conveniente, en el' caso de men2 

res, legislar en todos y cnda uno de los Estados de la Federación par.a 

señalar las edades inferiores y las edades en las que se considera imp~ 

table a una persona ya que del estudio practicado se pudo observar que 

existe un total desacuerdo entre los Estados al regular los puntos antz. 

riores '/ no es lógico que si se fonna parte de una Federación no se pu! 

da legislar en un mismo sentido en un punto tan importante para toda la 

República Mexicana y no solo eso también para todo el mundo como es el 

caso de menores los cuales tienen tamhién derechos y deberes y qoe es -

de gran preocupnción para muchos especialistas. 

En todas partes del cundo hay preocupación por r.! 

gular de una manera correcta a los menores de edad y ast en t:l Séptimo 

Congreso de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento 

del Delincuente, se aprobaron las Reglas de Pekin, Congreso celebrado -

en la ciudad de Milán, Italia en 1985. 

También se han aprobado diversos documentos como 

la Declaración de los der~chos del niño, Reglas mínimas de las Naciones 

Unidad para la administración de la justicia de menores, Conclusiones -

sobre el primer congreso nacional sobre el Régimen Jurídico &el Menor, 

y otros documentos que sería indespensable que nuestros gobernantes y 

legisladores, tooat"an en cut:!nta para poder regular el derecho de los -

menores. 

Lo antérior lo debemos de to:nar muy en cuenta ya 

que es la iní.rncia y la juventud en la que se t!ttc:uentra sustentado --­

nuestro progreso ya que esa infancia y ju.,,•entud es la generación del -

futuro que va a apoyar nuestro Pa{s y que lo debe de sac.:tr adelante -
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por eso es importante regular la edad en relación con sus consecuencias 

lega~es, e~tudiar detenidamente cada caso en el que un menor o un OOole,! 

cente infrinja una ley y estudiar su personalidad, tomando en consider~ 

ci6n todos los factores que influyeron para esa comisión como son en -­

primer lugar su familia, su ambiente en el que se desenvuelve, su posi­

ción económica, el ambiente escolar, etcétera, toda vez que ésto tiene 

influencia en la comisión de delitos. 

También es necesario que se implemente un cuerpo -

de policía que tenga conocimientos acerca de menores y que no sea una p~ 

licia como la que existe en nuestros tiempos, corrupta, desorganizada, 

falta de moral, a la que en vez de tenerle confianza, se le hulla y en -

muchas ocasiones se abstenga la población de denunciar un delito porque 

sabe que dá lo mismo que lo haga o se abstenga de hacerlo, por tal mot!. 

va y más aún en materia de menores se debe ser muy cauteloso por parte 

del Estado para tener una infraestructura adecuada a las necesidades de 

cambio que sufre un pa!s y as! poder atender los mayores casos posibles 

dando soluciones y rehabilitando a los menores y jovenes que son los -­

que más facilidad de enmienda tienen para as{ hacer hombres de provecho 

que son los que le faltan a México y los reclama el mundo. 

En el caso de los alienados mentales, también debe 

de existir una regulaci6n acorde con el problema de éstas personas cons! 

deradas como inimputables siendo responsabilidad del Estado establecer -

de una manera objetiva y funcional el tratamiento que se le debe de pro­

porcionar a este tipo de personas as! como el procedimiento que se debe 

de seguir cuando cometan un ilícito penal esto en virtud de que como se 

ha explicado en paginas anteriores, las enfermedades mentales abarcan -

muchas facetas y es cada vez más necesario el estudio y la relación con 

otras arcas del conocimiento para dar una mejor solución a tan grave -­

problema actual. 

Lo anterior explica porqué médicos, psiquiatras, 

psicólogos, y juríst<is se deben de adentrar en el estudio de las cau-­

sas y motivaciones de la conducta y estudiar los casos concretos pan!~ 
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do siempre de la estructura biof!sica y psicológica de cada. s~r humano 

tomando en cuenta al igual que en mate.ria de menores. los factores ca~ 

sales y motivantes que var!an en relación con la persona, situaciones, 

edad, etc. y así poder prevenir situaciones delictuosas y no esperar -

hasta que un d!a se cometa una conducta il!cita por parte de un enfer­

mo mental para entonces s{, darle tratamiento para que no vuelva a co­

meter la misma conducta il!cita. 

Así también los abogados dedicados a la defensa -

de sus clientes, en materia de enfermos mentales, deben de tener la m.1-

nima ética para no ser malos falsos o perversos defensores que bajo la 

maniobra de trastorno tD.encal, en algunas de sus formas salvan a sus de­

fensas a lo largo de procesos que son tediosos y teatrales y no se les 

aplica a sus defensos la pena a la que c.n realidad se hicieron acreedo­

res por haber transgredido gravemente una norma penal sustantiva. 
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CAPITULO IV. 

PROCEDDflENTO EN RELACIOH CON LOS IHIMPOTABLES. 

A) PROCEDDflENTO PARA MENORES IHFRACTORES. 

1) CONSEJO TUTELAR. SO l.llTEGRACIOH. 

Para el Distrito Federal se instituye en materia 

de menores el Consejo Tutelar para Menores Infractores. El presente 

cap!tulo se estudiará apegado a la Ley que crea dicho consejo. 

El Consejo Tutelar se integra con un Presidente y 

los Consejeros que forman las salas. 

Existe un Consejo con el número de salas que de­

termine el presupuesto y cada sala está formada con tres consejeros º.!:!. 

merarios, hombres y mujeres, presidida por un médico y un profesor es 

pecialista en infractores. 

El artículo cuarto de la ley que se mencionó señ!!. 

la que el consejo tutelar y de sus organismos tutelares contará con el 

siguiente personal: Un Presidente, tre!i Consejeros numerarios por cada 

una de las salas que lo integran, tres Conse.i eros supernumerarios, un 

Secretario de. acuerdos del pleno, un Secretario de acuerdos para cada -

sala, el Jefe de promotores y los miembros de este cuerpo, los Conseje­

ros auxiliares de las Delegaciones Políticas del Distrito Federal, el -

Personal técnico y administrativo que determine el presupuesto. 

El nombramiento del Presidente del Consejo y los 

demás Consejeros, corresponde al Presidente de la República, a propue!!_ 

ta del Secretario de Gobernación, durando t?n su encargo seis años, esto 

en principio, ya que pueden ser recovidos por quien los designó. 

En cuanto a la competencia del pleno, las normas 

vigéntes atribuyen al pleno el que se aboque al conocimiento de los r.! 

cursos que sean presentados en contra de las resoluciones dictadas por 
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por las Salas, aspecto éste que es plausible por ajustarse a lineamie!!_ 

tos de orden constitucional. También corresponde al pleno: establecer 

los consejos auxiliares, calificar los impedimentos de los Consejeros, 

en los casos en que éstos deban actuar en Pleno, conocer y resolver el 

procedimiento consecutivo a la e;<citativa de formulación de proyecto, 

que haga el Presidente a los Consejeros Instructores, determinar las 

tesis generales a que quedan obligadas las salas, señalar la adscrip-­

ción de los Consejeros Auxiliares a los miembros del Consejo Tutelar y 

establecer criterio generales para el funcionamiento técnico y admini_!. 

trativo de los centros de observación. 

En cuanto a las atribuciones del Presidente del 

Consejo, del Presidente de las Salas y de los Consejeros, tenemos que 

el Presidente del Consejo, representa a. éste, preside las sesiones del 

Pleno y autoriza con el Secretario de Acuerdos las resoluciones que a­

quél adopte, es el conducto para tramitar ante otras autoridades, los 

asuntos del Consejo y de sus Centros de Observación, vigila el turno -

entre los t:1.iembros del Consejo, recibe quejas e informes sobre faltas, 

y demoras en que incurran los funcionarios y empleados del Consejo, -­

tramita y resuelve lo que le corresponde y por último, dicta las disp~ 

siciones para la buena marcha del Consejo y de lQs Centros de observa­

ci6n, de acuerdo con los lineamientos generales que acuerde el Pleno. 

A las Salas compete La resolución de los casos -

en que actuan como instructores los Consejeros adscritos a ellas y la 

resolución sobre los impedimentos que tengan sus miembros para conocer 

en casos concretos, acordando la sustitución que corresponda. 

El Presidente de la Sala: representa a ésta, pr.! 

side las sesiones y junto con el Secretario de Acuerdos autoriza las -

resoluciones que se dicten, es el conducto para tramitar ante el Pres! 

dt!nte del Consejo, en lo técnico y administrativo los asuntos de la S! 

la 1 debe denunciar al Presidente del Con:>ejo las contradicciones de que 

tuviese conocimiento en las tesis pronunciadas por las diferentes Salas 

y remite a la Prt!sidencia del Consejo el expediente tramitado ante la 
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Sala ·cuando exista inconformidad en relación con la resoluci6n dictada 

por la misma. 

A los consejeros incumbe: instruir los casos que 

le son turnados, para lo cual recaban todos los eleoentos conducentes a 

la resolución del Consejo, redactan y soceten a la Sala el Proyecto de 

resolución correspondiente, recaban infon:ies per!odicos de los Centros 

de Observación sobre los menores, en aquellos casos en que actúan como 

instructores, supervisan y orientan técnicacente a los auxiliares de -

su adscripción, vigilando la buena marcha del procedic:dento y respeta!!: 

do su co:ipetencia, visitan los Centros de Observación y los de trata-­

miento y solicitan de la autoridad ejecutora, la autorización pertine}l 

te para tener conocimiento sobre el desarrollo de las cedidas y el re­

sultado de éstas, en relación con los menores cuyo procedimiento hubi! 

sen instruido, sometiendo a la Sala informes y proyectos de resolución, 

debida!:lcnte fundados, para los efectos de la revisi6n. 

Al Secretario de Acuerdos del Pleno le correspo;! 

de: acordar con el presidente del Consejo los asuntos de la competen­

cia del Pleno, llevar el turno de los negocios que deba conocer el ce!!. 

cionado pleno, autorizar conjuntamente con el Presidente las resoluci.!:!. 

nes, auxiliar al Presidente del Consejo en el despacho de las tareas -

que le competan y en el manejo del personal administrativo adscrito a 

la Presidencia, documentar las actuaciones y expedir las constancias -

que el Presidente determine, librar citas y hacer notiíicaciones enlos 

procedicientos que se tramiten ante el Pleno y remitir a la autoridad, 

enecutora copia certificada de las resoluciones en que se acuerda la 

aplicación, modificaci6n y cesación de una medida. 

Los secretarios de Acuerdos de las Salas, en re­

lación con ésta, tienen las mismas atribuciones St!ñaladas a los secre­

tarios de acuerdos del Pleno. 

El Jefe de Promotores dirige y vigila el ejerci­

cio de las atribuciones del Cuerpo de Promotores y coordina con el Pr.!:_ 

sidente del Consejo, únicamente en lo administrativo, los asuntos de su 
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competenc1.a·, siempre conservando dicho cuerpo su autonom!a plena en las 

actividades t¡;cniCas que le señala la ley. 

En cuanto a los promotores, les corresponde inter­

venir en todo procedimiento que se siga ante el Consejo, en los supues-­

tos del art{culo segundo de la Ley que se comenta, desde que el menor~ 

de a disposición de aquel órgano, vigilando la fiel observ:incia del pro­

cedimiento, concurriendo cuando el menor comparezca ante los Consejeros, 

la Sala o el Pleno, proponiendo la práctica de pruebas y asistiendo 

su desahogo, formulando alegatos, interponiendo recursos e instando ante 

el Presidente del Consejo la excitativa a que se refiere el artículo 42 

y ante el de la sala de revisión anticipada, en su caso de las resolu-­

ciones de ésta, recibir instancias, quejas e informes de quienes ejer­

zan la patria potestad, la tutela o la guarda sobre el menor y hacerlos 

valer ante el ógano que corresponda, según resulte procedente 1 en el 0-'E. 

so del procedimiento, visitar a los menores internos de los Centros de 

Observación o examinar las condiciones en que se encuentren, poniendo -

en conocimiento del Presidente del Consejo las irregularidades que ad-­

viertan. para su inmediata corrección, visitar los cent;-os de tratamie!! 

to y observar la ejecución de las medidas impuestas, dando cuenta a la 

autoridad competente, de las irregularidades que .encu~ntren, para los -

mismos efectos de la fracción anterior y vigilar que los menores no sean 

detenidos en lugares destinados para la reclusión de adultos y denunciar 

ante la Autoridad correspondiente las contravenciones que sobre el par­

ticular adviertan. 

En el caso de Los Consejos Tutelares Auxiliares, 

El Pleno del Consejo podrá disponer el establecimiento de Consejos Tut!. 

lares Auxiliares en las Delegaciones Pol!ticas del Distrito Federal, P!! 

ra lo cual el Consejo Auxiliar dependerá del Consejo Tutelar que lo in! 

taló se integrará con un Consejero Presidente y dos Consejeros Vaca-­

les, 
Como auxiliares del Consejo Tutelar, funcionan -

los Centros de observación, integrados por un Director Técnico, un Sub­

director para cada uno de los centros de observación de varones y muje­

res¡ jefes de las secciones técnicas y administrativas y personal admi-
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El Director T~cnico de los centros de observaci6n 

acuerda con el Presidente del Consejo, tanto en lo técnico como en lo -

administrativo en aquellos asuntos referentes a los Centros cuya direc­

ci6n ejerce, dispone la realización de los estudios técnicos que por -­

conducto del Presidente ordenan los consejeros, la Sala o el Pleno, cu! 

dando que se realicen conforme a las normas cientf.ficas aplicables den­

tro del plazo más breve posible, maneja al personal adscrito a los~ 

tros de observación para varones y mujeres. 

Coco se advierte de esta organización y atribuci~ 

nes de las diversas autoridades que concurren a lo que es propiamente -

hablando algo más cercano a un enjuiciamiento de menores, se han insta­

lado Tribunales Colegiados, integrados por técnicos que por especiali-­

dad garantizan mayormente, no solo los procedimientos, sino el resulta­

do de éstos, cae.o se desprende del espíritu que anima en art!culo 15 en 

relación con la promotoría que se encarga de la vigilancia de la legal! 

dad. 

2) FUNCIONA!IIEllTO DEL CONSEJO TUTELAR PARA KE!IORES. 

La ley que Crea el Consejo Tutelar para Menores -

Infractores en el Distrito Federal 1 regula el procedimiento a seguir es 

tableciendo dos, uno ante el Consejo Tutelar y otro ante el Consejo Tu­

telar auxili~r. 

a) Ante el Consejo Tutelar. 

El Procedimiento ante el consejo Tutelar requiere 

necesariamente de la presencia del menor ante el propio Consejo 1 segur!!. 

mente por ello el artículo 34 de la ley que se comenta, ordena que cua! 

quier autoridad ante la que sea presentado un menor deberá ponerlo de -

inmediato a disposición del Consejo Tutelar, quien ordenará el tratami­

ento del Menor al Centro de Observación que corresponda, con oficio in­

formativo sobre los hechos, o copia del acta que acerca de los mismos -

hubiere levantado. 
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Lo hasta aquI anotado se justifica en razón de -

que, en la práctica, cuando se tiene conocimiento de que un menor ha -

cometido una infracción penal o contravenido alguna otra disposición de 

orden gubarnativo, ya sea la policía o quienes ejercen la patria Pote! 

tad, lo presentan ante la Oficina del Ministerio Público que correspo.!!. 

da, en donde se levanta un acta sobre los hechos, para ensequida dete!. 

minar que se remita a las autoridades competentes y en la actualidad -

lo es el Consejo Tutelar. 

En este procedimiento se prevén dos hipótesis; -

que el menor haya sido presentado ante el Consejo Instructor que esté 

en turno, mismo que en esas circunstancias y sin más requisito que la 

presencia del Promotor, en forna sumaria, se dice que establecerá las 

causas del ingreso y circunstancias pesonales del sujeto, con el prop_!! 

sito de acreditar los hechos y la conducta atribuida al menor, para -­

que con base en los elementos con que se cuente, el instructor resuel­

va de plano o a más tardar dentro de las 48 horas siguientes al recibo 

del menor, para concluir se éste queda en libertad incondicional, o se 

entrega a los que ejerzan la patria potestad o la tutel.;t, o a quienes, 

falta de aquéllos lo tengan bajo su guarda, sin perjuicio de que el 

menor quede sujeto al Consejo Tutelar para la continu~ción del proced! 

miento, o si debe ser internado en el centro de observación. 

Es obligado que, en todo caso, exprese el instru~ 

tor, en la resolución que para tales efectos debe emitir, los fundamen­

tos legales y técnicos que la justifiquen.· 

En cierta forma, lo hasta aquI señalado, es equ! 

parable a una instrucción procesal; tengase presente que ya se ha ini­

ciado en una primera fase, con la resolución que ordena el artfculo 36 

(a manera de auto de formal prisión) en la que se indica que el proce­

samiento se segurá para los casos mencionados en la resolución a que 

antes se hizo referencia, aunque con la modalidad de que, si durante la 

secuela procedimental aparece que el Consejo debe tomar conocimiento de 

otros hechos o de situación diversa en relación con el mismo menor, se 
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dicta nueva determinación, ampliando o modificando, según corresponda.­

los términos de la primeramente dictada. 

Tratando de ajustarse a los lineamientos de la -­

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente, se pre­

vé que el menor sea informado, al igual que en los encargados de éste, 

en lenguaje sencillo y adecuado a las circunstancias, de las causas p:Jr 

las que ha quedado a disposición del Consejo Tutelar, para que pueda~ 

ponder de las imputaciones que haya en su contra. Esto equivale a una 

especie de declaración preparatoria 1 como común y corrientemente ocurre 

en el procedimiento en general para mayores de 18 años. 

La segunda hipótesis puede darse cuando el menor, 

no hubiere sido presentado ante el Consejo (habiendo ya éste tomado co­

nocimiento del caso), situación en la que se procederá a citar al menor 

y a sus familiares; o bien, se dispone si así se considera, la present!!_ 

ción del menor a través del personal que para tal efecto tenga el Con 

se jo. 

La instrucción de este procedimiento tiene una se 

gunda etapa. Se inicia una vez dictada la resolución a que se hizo re 

ferencia y tennina al fenecer los quince días naturales señalados al 

Instructor para integrar el expediente. 

Esencialmente lo que se realiza dentro del plazo 

de los 15 d!as antes mencionados, es recabar todos los estudios de la -

personalidad del menor y que son ordenados por el Consejo (médico, Psi­

cológico~ social), informe sobre el corn.portar::iiento del menor, declara-­

cio1:1.es de éste, de quienes ejerzan la patria potestad o la tutela, te! 

tigos, \"!ctima, dictámenes de peritos y pedicentos del pro:::i.otor. 

Para los fines indicados, la ley que crea el Con­

sejo Tutelar para menores infractores del Distrito Federal, ordena para 

el conoci:dento de la personalidad del menor, se lleve a cabo la obser­

vación y naturaleotne' los estudios conducentes a ese fin, utilizando las 

técnicas que resulten aconsejables a cada caso. Esto in<lependientemen-
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de practicar los estudios anteriormente mencionados, adecuados a J•tic io 

del Consejo Tutelar. 

Dentro de la Ley en mención, su artículo 4b seña­

la que para que se puedan practicar los estudios anteriores. existiráun 

Centro o Centros de observación en donde deberán de quedar alojados aqu~ 

llos menores que vayan a ser objeto de los estudios citado~ los cuales, 

serán clasificados de acuerdo a su sexo 1 edad, condiciones de personal,!. 

dad, estado de salud y otras circunstancias. 

Estos centros, en cuanto a su régimen, deberán a­

justarse al que se sigue en los internados escolares, respecto a educa­

ci6n, recreo, higiene y disciplina. 

Las causas de la conducta negativa de los menores 

son muy variadas y complejas, personales, accidentales, patológicas, i!!_ 

ternas, ex.ternas, y que lo mismo se manifiestan en un momento dado, no 

solo en seres que casi todo lo tienen en lo econót:iico 1 afectivo, social 

edutativo, sino también en quienes se han desenvuelto en un ámbito de 

miserias, dolor y privaciones en general que han sido la causa, tal vez 

directa e inmediata, de lo que podríamos denominar vidas fracasadas. 

El Profesor Guillermo Colín Sánchez., nos explica 

que los estudios médicos, psicológico, patológico y social, tratan en 

lo posible de la obtención de todos aquellos datos concernientes a los 

factores biopsico-sociales de los menores y que no son más que aquellos 

que estructuran su personalidad y la situación de la oisma¡ es decir, -

la hist6ria del sujeto, desde el ángulo apuntado, que los especialistas 

en las diversas ramas llevan a cabo para obtener un índice aproximado~ 

pa reeducar y hasta para cotr.batir las aberraciones de la conducta. (l l l} 

Dentro de la dinámica procedimental, puede cons! 

derarse una tercera etapa de la instrucci6n comCI se desprende del art!­

culo 41 de la li!y en .:ención 11.ue nos señala que en vista de la complej.!, 

dad del caso, el Consejero lnstructor solicita de la Sala, se ampli.e por 

una sola vez el pla:.o concedido a la Instrucción, oisca que no podrá e! 
(íll¡-~p. cit. pag. 608 
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ceder de quince d!as, aunque sea por una sola vez. 

Aqui. de nueva cuenta, aunque se diga que es en -

forma sumaria. de todas cianeras se siguen los lineamientos de una ins~ 

ción procesal como si se tratara de un adulto, aunque con los matices -

que en los ordenes respectivos se ha impreso para los menores. 

Cuando los elementos, a juicio del instructor, sc::tl 

suficientes, éste redactará el proyecto definitivo, para que la Sala r_!. 

suelva, pero una vez que sea recibido por la Presidencia de la Sala, de:,! 

tro de los diez d{as siguientes, se celebrará audiencia para proceder a 

su conocimiento y en la cual el instructor expondrá y justificará su Pt'2, 

yecto. Habrán de practicarse aquellas pruebas cuyo desahogo se cons.!_ 

dere pertinente a juicio de la Sala y se escuchará siempre al proc:iotor, 

para que a continu<lción la sala d!ct<!, de plano, resolución que, en el 

mismo acto, se notificará al Promotor, al menor y a los encargados de~ 

te. 

Con posterioridad a la audiencia >" dentro del ter. 

mino de los cinco d{as siguienc.es, la resolución se entregará por eser! 

to >" será co1:1unicada a la autoridad ejecutora, cuando proceda. 

En cuanto al procedioiento que se establece ante 

el Consejo Tutelar AtJxiliar, éste procedimiento tiene lugar solamc.nt~ -

tratandose de infracciones a los Reglamentos de Policta y buen gobierno 

y de conducta·s referentes a golpes, amenazas, injurias. lesiones que no 

pongan la vida en peligro y tarden en sanar menos de 15 d!as y daño en 

propiedad ajena culposo hasta por la cantidad de 5 2,000.00. Pero~ 

do amerite el caso estudio de la personalidad e imposición de medida d! 
versa de la amonestación. o cuando se trate de reincidente, el Consejo 

Auxiliar lo remitirá al Consejo tutelar del que dependa, a efecto de.~ 

se tot:1.e conocir.iiento de i'!l coníonte al procedimiento ordinario, as! se 

establece en el artículo 48 de la ley en cención. 

La dinámica que se sigue en éste procedimiento se 

ideó en forma sucar!silil.:l sencillü. El cienor, sicplec:iente. es prese.!! 
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tado ante la autoridad y, sin privarlo de su libertad, se celebra una 

audiencia, previa cita del menor y de quienes sobre é.1 ejercen la Patria 

Potestad. procediéndose de inmediato al desahogo de las probanzas, ese.!:!_ 

chando al menor y a sus encargados y se entiende que de inmediato deb~ 

rá procederse a resolver el caso. 

De lo anterior hay que hacer nocar qpe el Capit.!:!, 

lo VI de la ley que crea el Consejo Tutelar para menores Infractores y 

especificamente en la Fracción II del artículo 48 se advierte que no -

todos las casos sujetos a este procedimiento ameritan estudios de per 

sonalidad que es equivoca porque si se tiene conocimiento de una conlu_E. 

ta que infringe un reglamento de policia y buen gobierno o conductas 

constitotivas de golpes, amenazas. injurias 1 lesiones, es obvio y nat:! 

ral que si se quiere seguir una pol!tic~ que se dice en pro de los me­

nores y de la sociedad, se ordene el estudio correspondiente y con éste 

y los elementos antes señalados 1 se pueda proceder de una manera más -

pertinente a que el Consejo Auxiliar dicte una resolución consistente 

y encaminada a reeducar. 

El Profesor Sergio García Ra.m.Irez. nos explica en 

relación con las normas que se estan estudiando que: "la instrucción -

del procedimiento para menores conviene, mejor dénomiñarla observación 

biopsicosoci.al, pues en ésta se cifra la primera etapa del procedimie!.!_ 

to 1 aunque se procurará llevar a cabo plenaria investigación sobre el 

individuo." (112) 

En cuanto a las resoluciones definitivas que diE. 

ta el Organo Tutelar para cada caso concreto, deberá ser sohre los h! 

chos y la conducta atribuida al :nenor en la detert:t1nación que, de acue! 

do con el articulo 35 hubiere dictado el Consejero Instructor de turno 

y que fue la base sobre 1.1 cual se sigu1tl el procedimiento, a noserquc 

hubiese sido modificada por algún otro que se hubiere dictado durante 

el curso del procedimiento, por haber aparecido otros 1:11uchos, o situa­

ciones diversas en relación con el mismo menor y que sirvieron de base 
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para modificar la antes dictada, situación ésta que nos patentiza lo -

ordenado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

respecto al procedimiento penal que se sigue a los adultos al establ! 

cer que todo proceso se seguirá por él o los hechos contenidos en el -

auto de formal prisión. 

Las resoluciones definitivas son dictadas por la 

Sala tratándose del procedimiento ordinario y por los Consejos Auxili!!, 

res, en el procedimiento que a estos compete. 

En la resolución definitiva habrá de hacerse~ 

tar los hechos por los cuales se siguió el procedimiento, así como ta! 

bién los estudios de persona_lidad, las declaraciones del menor y de -­

quienes sobre éste ejercen la patria potestad o la tutela, de los test! 

gos, la víctima, de los pericos y el Promotor, Contendrá también una 

parte resolutiva en la que, en forma concreta, se concluya respecto a 

las medidas a adpotar, mismas que, con fines a la readaptación social, 

podrán ser internamiento en la institución que corresponda, o la libe!. 

tad. Para estos efectos, el menor es entregado a quienes ejerzan la 

Patria potestad o la tutela, o bien, será colocado en hogar substituto 

pero siempre sujeto, todo esto, a vigilancia por la autoridad ejecuto-

ra. 

También se ordena en la sentencia la notificación 

misma que se hará de inmeJiato al promotor, al menor y a los encargados 

de éste. 

La notificación se hará también a la autoridad ~ 

jecutora (Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y -

Readaptación Social) a quien se hará saber que informe al Consejo &:.Ore 

los resultados del tratamiento que, en su caso, se ordene en la resol~ 

ción, sin perjuicio de la formulación de la instancia y las recomenda­

ciones que considere pertinentes con fines a la revisión. 

En la resolución dictada por los Consejos Auxi-­

liares, proceden a llevar a cabo la aconestación en la misma audiencia 

de conocimiento y resolución, al igual que la orientación al menor y a 

quienes lo tengan bajo su guarda. 
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para modificar la antes dictada, situación ésta que nos patentiza lo -

ordenado por la Constitución Pol!tica de los Estados Unidos Mexicanos, 

respecto al procedimiento penal que se sigue a los adultos al establ,! 

cer que todo proceso se seguirá por él o los hechos contenidos en el -

auto de fon:i.al prisión. 

Las resoluciones definitivas son dictadas por la 

Sala tratándose del procedilrlento ordinario y por los Consejos Auxili!, 

res, en el procedimiento que a estos co:::ipete. 

En la resolución definitiva habrá de hacerse~ 

tar los hechos por los cuales se siguió el procediciento, así como ta~ 

bién los estudios de personalidad, las declaraciones del menor y de -­

quienes sobre éste ejercen la patria potestad o la tutela, de los test! 

gos, la v!ctima., de los peritos y el Promotor. Contendrá también una 

parte resolutiva en la que, en for:::.a concreta, se concluya respecto a 

las medidas a adpotar, l!l.is::.as que, con fines a la readaptación social, 

podrán ser interna!:l.iento en la institución que corresponda, o la libe!. 

tad. Para estos efectos, el menor es entregado a quienes ejerzan la 

Patria potestad o la tutela, o bien, será colocado en hogar substituto 

pero siempre sujeto, todo esto, a vigilancia por la autoridad ejecuto-

ra. 

Tru::ibién se ordena en la sentencia la n.Jtificación 

misma. que se hará de inmediato al promotor, al cenar y a los encargados 

de éste. 

La notificación se hará también a la autoridad ! 

jecutora (Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y -

Readaptación Social) a quien se hará saber que informe al Consejo s:.i>re 

los resultados del tratamiento que, en su caso, se ordene en la resol~ 

ción, sin perjuicio de la for::iulación de la instancia y las recomenda­

ciones que considere pertinentes con íines a la revii>iÓn. 

En la resolución dictada por los Consejos Auxi-­

liares, proceden a llevar a cabo la aoonestación en la misma audiencia 

de conocimiento y resolución, al igual que la orientación al menor y a 

quienes lo tengan bajo su guarda. 
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Las medidas que se pueden dictar por el Cons~jo 

Tutelar son: a) Libertad vigilada, en su hogar original; b) Libertad 

vigilada en hogar sustituto; e) Internamiento en institución adecua­

da (pública, privada, o cixta; cerrada, semiabierta o abierta). 

La medida 1.mpuesta, como toda medida de seguri­

dad, es de duración indeterminada. La libertad vigilada es uno de los 

medios más eficaces para la adaptación del sujeto desviado; sin emba!. 

go, implica la existencia de personal muy especializado y abundante -

del cual por lo general no existe. 

En el caso de los Consejos Tutelares auxiliares, 

que funcionan en las D~legacioncs Políticas del D.F., dependiendo del 

consejo tutelar, éstos únicamente pueden aplicar la medida consistente 

en aplicar una amonestaci6n. 

Sus resoluciones pueden consistir en amonesta--­

ción, libertad incondicional, o en remitir al Consejo Tutelar en casos 

especialmente complejos, o que se denote peligrosidad, o de aquellos en 

que el sujeto sea reincidente. 

Estos consejos tutelares auxiliares únicamente -

se han establecido en tres delegaciones en la Cuauhtemoc, Alvaro Obre­

gón y Venustiano Carranza. 

3) PROCEDIMIENTO PARA EL KEllOR EllAJl!NAOO KEKTAL. 

En el caso de los menores de edad que sufren una 

anomalía mental, principalt:.ente encontramos la deficiencia mental e~ 

mo causa que influye en la personalidad de un menor para cometer un d! 

lito o una conducta que infrinja la le)' penal o un Reglamento de Pol! 

cia y tránsito. 

ta::i.bién dentro de los menores de edad, otro fac­

tor que influye en la delincuencia y actitudes antisociales, es la~ 

rosis, al grado que como lo señala el Profesor Luis Rodríquez H.anz.arera, 
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citando a Da.ca, Pierr.?, en l.! mayoría de los delincuentes menores en-

contra:ios s!nco:o.as neuróticos. En !!l caso d-e las neurosis infantiles 

rara::umce 5on profundas y por tal ::.ocivo pueden sanarse cls o cenos f_! 

cilmente a tie:lpo. 

En el caso de las neurosis Ju .. ·eniles, son ya t:lás 

coaplejas pues presuponen una base neurótica infantil. los íaccores -

que intervienen en und neurosis juvenil, son as{ a.is:::o de uayor \'arie­

dad, considerando que ahora intervienen con toda su fuer::a los instin­

tos y pulsiones se,.-uales. 

De e.ayer iI::.portancia son los casos de personali­

dades psicopácicas por la cantidad de casos en que se lleg,a a deli.rJ:iUir 

y el nú::iero de adolescentes que llegan a las deleg.lciones de policia, 

y que san psico¡:iáticos, lo que es preocupante. 

El psicópata se distingue del crit:i.inal co1:1ún en 

que sus delit..,s son causa de fuerzas instintivas, de una 'Qalforcación 

del carácter; su conducta es i~práctica, siople::iente placentera y se 

distingue del psicótico en que sabe distinguir el bien del mál aunque, 

no le icporte cayornente. 

En el casoJ del psicótico adolescente, éste no di_! 

tins,ue lo real de lo irreal, lo bueno de lo calo, y princ.ipalaente se 

presenta. i:..ás .co:úro;.ente la esqui::ofrenia, ya que ésta es la más común 

de las psicósis, presentandose en la niñe:: y en la juventud y es causa 

de gran núc.ero de actos antisociales cometidos por esquizofrénicos y 

preesqui:ofrénicos. 

Para les Qenores en!erwas t:entales que hayan in­

fringido una ley penal o un regla::enco de policía y buen ~obierno, t?:,! 

tos serán presentados ante el Consejo Tutelar y que coco lo señala el 

art!culo le de La ley que cre.l el Consejo Tutelar para :ienores infrac­

tores del Distrito Federal. :>u objeto es promover la readaptación so-­

d.41 de los oenores de 18 años en los casos a que se refiere el artÍC!!_ 

lo 2D 1 cedí.anee el estudio de la personalidad, la .aplicación de mOOidas 

(156) 



correctivas y de protección y la vigilancia del tratamiento, t:iotivo -

por el cual el Legislador señala en el artículo 46 de la ley en cuestiOO 

la existencia de los Centros de Observación. en donde deberán quedar ,!! 

lojados quienes vayan a ser objeto de los estudios para conocer su pe! 

sonalidad coco son estudios médicos, psicológicos, pedagógicos, soci.!!, 

les, clasificando a estos sujetos de acuerdo con su sexo, edad, condi­

ciones de personalidad, estado de salud y otras circunstancias. Po!!_ 

terioocnte al descubrir la enfermedad de que padece el menor internado 

y en observación, se va a tratar de cumplir con la finalidad del Consz.. 

jo Tutelar para Menores infractores, internando en institución adecua­

da al menor para su curación, institución que como se ha cencionado o:n 

anterioridad puede ser pública o privada. 

Esta ejecución de .las medidas dictádas en la re­

solución del Consejo Tutelar para menores infractores, las lleva a ca­

bo la Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y Reada~ 

tación social. 

4) PROCEDIMIENTO PARA EL llEllOR EllAJEllADO llEllTAL QUE SE ALIVIA. 

En cuanto a éste procedimiento, ºuna vez que se 

realizaron los pasos mencionados con anterioridad, si después del tra­

tamiento que se le proporcionó al menor, éste se alivia, el promotor, 

actuando de acuerdo con sus facultades, y una vez que vigiló la corre~ 

ta aplicaci6n de las medidas acordadas, vigila al menor hasta que pr! 

vio el procedimiento respectivo, el menor quede liberado. 

5) PROCEDIMIENTO PARA EL MENOR QUE SE COHVlf.RTE EN MAYOR RAJO EL 

RECDIEH DEL CONSEJO TUTELAR. 

En el presente caso, el Consejo Tutelar, no -­

tiene nnda que hacer y no solo en aquellos de gran gravedad, sino en ~ 

tros donde faltan escasos d.fos para la meyorta de edad, o el sujeto ya 

es m.ayor de edad, pero el hecho lo cometió siendo menor. 

(l57) 



El Código penal en su artículo 122, segundo pa­

rrafo, y que actual::-ente está derogado, esta!>lecia 1 que cuando el =! 

nor llegue a los lS años antes de ter-inar el periodo de reclusión q.ll:? 

se le hubiere fijado, la autoridad encargad.a de la ejecución de san­

ciones decidirá si debe ser trasladado al estableci.t:..i"C?nto destinado a 

c.ayores. 

De lo anterior se desprende que si bien es cie! 

to que la actuación del Consejo Tutelar se encuentra 11.:itada por la 

:z.ayor{a de edad, ta=.!1ién lo es que una ve% c;,ue se cu.:plen los 16 años 

de acuerdo ccn psicólogos 1 ::édicos, psiquiátras en sus estudios, los -

que en aquel entonces eran :enores de edad, alcanz.an un desarrolo int.!. 

lectual adecuado y por tal ::otivo caen dent"ro de la regulación del C'ª 

digo Pena y por canto se les podrá fincar un procedi::.iento penal a Pª!. 

tir de que cu.::plen la ::.ayoria de edad. 

B) PROCED Il!IEHTO P AllA ALIE!IAOOS IIDiTALES. 

l) PIHlOllllilEIITO A SECUlll PAll.A EL Pl!OCESADO QUE 

E1i EL IOIEXTO DE DELDIQUU. SO!! E!IYEl!ll)S IIDiTAU:S 

Este proced!:iento se encuentra regulado dentro 

del C&Hgo Federal de ?rocedi:::.!entos en los articulos 495 al 495 y los 

cuales establecen la situacién Ce G_ue se E:stá tratando. 

De acuerdo con lo dispuesto por el códig,o en t:.e,!! 

ción, si aquél a quien se il:.¡:iuta un hecho ¿elictuoso es un enfer=o :te!! 

tal, el ~inisterio Público habrá de practicar la averiguación previa y 

c.atural::ente dejar satisfechos los rec;,uisitos del art!culo 16 de l.a. -

Co~..stit'..!c!.ór:. P~l!.tica de les Estados Unidos ~exican.::is, para as! ejerc! 

tar la acción penal y el órgano jurisdiccicro.al este en aptitud de con~ 

cer la situación jur!dica ylanteada y ya en esas ccndiciones, tan pro!! 

to co::.-o se sospeche que el incul?ado esté loco. idiota, i:bé:cil, o su­

fra cualquiera otra debilidad, enfer::eCad o anc:..al1a :encales, lo tu!! 

dará exa.:inar po: peritos =~¿i.cos 1 sin pe-rjuicio de .:ontinuar el proc! 
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dim.iento ·en-la forma .ordinaria. 

Si· existe motivo fundado, ordenará provisional-­

mente la reclusi6n- del inculpado en manicomio o departamento especial. 

Al considerarse la enfermedad mental, ya sea tt"a! 

tomo mental o desarrollo intelectual retardado, como una circunstarx;la 

excluyente de responsabilidad penal, lo que es lo mismo qu'e ausencia de 

imputabilidad, no se puede justificar ni puede esperarse que bajo sem.! 

jante supuesto una persona responda de su proceder por indebido que e~ 

te sea, por tal motivo, y tomando en consideración la opinion de algu­

nos procesalistas, que mencionan que la causa de justificación debe Sc?r 

decretada por el Juez, se caer la en el absurdo de que si alguien en la 

o las condiciones anotadas cocerió un delito, habrá de ser consignado, 

para que en esas condiciones el juez le tome su declaración preparato­

ria y también durante el término constitucional de 72 horas, dado el C,! 

so, practique careos y otras diligencias más en las que habrá de inte!. 

venir el enajenado mental, creándose con ello una verdadera competen-­

eta entre dicho sujeto y la serena t:Jajestad del juez, para concluir C,!! 

mo lo señala el profesor Ignacio Villalobos en su obra citada con ant!_ 

rioridad, en cual de las dos enajenaciones mentales es mayor. (113) 

A esos excesos de esta naturalei.a se llega si no 

se tiene la firme y consciente voluntad de querer y entender que el e! 

tudio de la personalidad debe iniciarse, desde el momento mismo en que 

el Ministerio Público tiene conocimiento de la noticia crimin6gena, da!! 

do plena ingerencia al Perito, para que de corroborarse la situación, 

de inmediato, no solamente se lleven a cabo medios asegurativos, sino 

el tratamiento de quien delinquió bajo semejantes condiciones y no C_! 

perar a que concurran estas situaciones entre el juez y el procesado, 

para que ya con base en un auto de formal prisión se aplique la causa 

de justificación y se inicie el tratamiento curativo. 

De lo anterior, podemos mencicn.:lr que el ~inist!. 

rio público no comete ningún tipo de violación en el órden const1tuci5!. 

(113) op. cit. pag. 457 
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al no llevar a e.abo la consignación de enfermos mentales. independien­

temente de que haya quienes digan que es el juez quien debe decre­

tar la procedencia de la causa de justificación, pues si el Ministerio 

Público no consigna, es en razón de que no tiene elementos para ello.­

pues es evidente que si oo hay imputabilidad, no hay delito indeperrlie:! 

temente de la existencia de la tipicidad, todo lo cual nos lleva a co!!. 

e luir sobre la inconsistencia de una consignación bajo semejantes bases. 

No obstante lo anterior, suponiendo que el Mini!, 

terio Público no advirtió que el indiciado es un enfermo mental y que 

habiendo elementos en su contra por eso lo consignó, ante un caso asL 

el Código Federal de Procedimeintos penales, indica que tan pronto co­

mo se sospeche que el inculpado esté loco. imbécil o sufra cualquier -

otra debilidad, enfermedad o anomal!.a mentales, el tribunal lo mandará 

examinar por peritos médicos, sin perjuicio de continuar el procedillli-

ento en la forma ordinaria. Si existe motivo fundado, ordenará prov! 

sionalmente la reclusión del inculpado en m.anic.omio o en departamento 

especial, así se desprende de la lectura del art!culo 495 del código en 

menci6n. 

En el casa de que se compruebe lo anterior 1 es -

decir que el inculpado esté loco, imbécil o sufra cualquier otra debi­

lidad o enfermedad mental. cesará el procedimiento ordinat"io, y seit:ir! 

r& el especial, en el que la ley deja al recto criterio y a la pruden­

cia del TribÜnal la forma de investigación de la infracción penal imp!!_ 

tada, la participación que en ella hubiera tenido el inculpadol y la 

de estimar la personalidad de ~sce 1 sin necesidad d~ que el proced~ 

to que se e.tJplee sea similar al judicial. 

En el caso de que se cuuipruebe la infracc:ión a la 

ley penal y que en ella tuvo participación el inculpadoi previa solic.!, 

tud del Ministerio Píiblico y en .audiencia de éste, del defensor y del 

representante legal, si los tuviere, el tribunal resolverá' el caso, º! 
denando la reclusión en téminos del articulo 23 inciso tres, que es -

internamiento o tr.:ttamiento en libertad de inimputables y de quienes -
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tengan el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotr-ª 

picos, tomando en consideración que dichas personas inimputables po-­

drán ser entregadas por la autoridad Judicial o ejecutora en su caso a 

quienes legalmente corresponda hacerse cargo de ellos, siempre que se 

obliguen a tomar las medidas necesarias y adecuadas para su tratamiento 

y vigilancia garantizando por cualquier medio y a satisfacción de las -

autoridades correspondientes el cumplimiento de la obligación que con­

traigan. 

Esta autoridad ejecutora podrá resolver sobre la 

modificación o conclusión de la medida en forma provisional o definiti­

va considerando las necesidades del tratamiento, las que se acreditarán 

mediante revisiones periódicas con la frecuencia y características del 

caso y la medida impuesta, en ningún ca~o podrá exceder de la duración 

correspondiente a la pena aplicable al delito, y si concluido ést~ t.i8_! 

po la autoridad ejecutora considera que el sujeto continua necesitan­

do el tratamiento, lo pondrá a disposición de las autoridades sanita­

rias para que proceda conforme a leyes aplicables, 

Dentro del Procedimiento especial; la resolución 

Judicial que ordena la medida de seguridad, culmina con la resolución -

judicial que ordena la reclusión, pero propiamente hablando es un i!! 

ternam.iento o tratamiento en libertad como se desprende del párrafo me!! 

cionado anteriormente, y esta forma simple es a la que queda reducido el 

procedimiento especial, 

2) PIWCKDIKIEllTO A SEGUU PARA EL PllOCESADO QUE SE COliVLERTE 

EN IJIIMPUUBLE DENnll DEL PROCESO. 

Como es normal. todo procesado debe ser un sujeto 

imputable es decir que t~nga plena capacidad de querer y entender pero 

puede acontecer que durante la instrucción o el juicio la inimputabili­

dad se presentara, caso éste que no da lugar a un procedimiento especis.l 

en relación con el sujeto mencionado, sino a las consecuencias de suspe!!_ 

sión del procedimiento y el traslado del enfermo mental al establec1nÜ.e!!. 

to adecuado para su tratamiento. 

(16 l) 



Por supuesto tal determinación habrá de fundamen­

tarse en las peritaciones sobre la falta de salud mental del procesado, 

mismo que será recluido para ser atendido de su mal, observandose lo -­

dispuesto por el art!culo 69 del código penal que seOala que en ningún 

caso la medida de tratamiento podrá ser mayor a la duraci6n que corres-

ponda al máximo de la pena aplicable al delito. Si durante ese lapso 

de tiempo, la autoridad ejecutora considera que el sujeto continúa nec! 

&itando el tratamiento lo pondrá a disposición de las autoridades sani­

tarias para que procedan conforme a las leyes aplicables. 

Si la salud mental fue recobrada durante el trat! 

miento, el proceso continuará con todos sus legales trámites y efectos. 

3) LA KElllDA DE SEGURIDAD. 

3.1) CONCEPTO DE l!l!DIDA DE SEGUIUDAD. 

Para el Profesor Juan Jose Gonzalez Bustamente, -

las medidas de seguridad nos dice que se les podría llamar 0 seguros S,2 

ciales11
, tienen diversas aplicaciones como son el emplearse sin neces! 

dad de que exista delito, cuando una persona constituya un peligro para 

la soc:iedad. A nadie puede ocurr!rsele que exista \'iolación de gara.!! 

t{as en los casos en que la autoridad, d~creta la reclusi6n de un lepr.2 

so en un hospital, con fines esencialmente curativos y con el objeto de 

prevenir la transmisión de su mal. (114) 

Para Olga M. Berrios R., quien escribe un art{cu­

lo en la revista Criminal!a, nos expone que los conceptos de medidas de 

seguridad san tiuy variables, porque dependen de la posici6n que adoptan 

en relaci6n con dos inscitucionest la s3nción la peligrosidad. 

Nos explica que Flor{an estima COClO antecedente -

imprescindible de la. sanción en general, la it::1putabilidad y considera, 

la pena como consecuencia de la io.putabilidad y la medida asegurativa ~ 

E2-!!_!anc1Ón del no imputable, sin exclui.r la posibilidad de aplicarLls 
(114) op. cit. pag. 390. 
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a los icputables, como cooplemento suces:Lvo de la pena. De acuerdo C1X1 

estos fundamentos, define Florián la medida de seguridad como una inst.!, 

tuci6n administrativa 1 aplicable a los incapaces de derecho penal, a los 

capaces una vez. cumplida la pena. 

Para Mancini, citado por la misma autora del art.f 

culo que se cooenta, las cedidas de seguridad son medios d~ policia, j~ 

risdiccionalmente garantizados, con las que el Estado cumple un fin de 

tutela preventiva. La pena, cumple una sanción punitiva general y la 

medida de seguridad, trata de hacer al delincuente inofensivo, función 

de prevenci6n especial. La pena es impuesta por un delito, la medida, 

de seguridad, no es forzosamente delictiva. La pena es de caricter c~ 

aCtivo, la medida de seguridad, Tutelar. La pena se basa en la imput.! 

bilidad y en la responsabilidad y la me<lida de seguridad en la peligro­

sidad. (115) 

De lo anterior podemos deducir que las medidas de 

seguridad, son la sanción que se impone a las personas que son inimput.! 

bles como son menores y alienados mentales, sin que €st4s persigan el -

castigo sino la readaptación en el caso de menores y la curacilin del e!! 

fermo mental. 

Por lo anterior, las medidas de seguridad son in­

dependientes de las penas-castigo y aun de las sanciones, y por ello se 

debe de ocupar de señalar los procedimientos especiales que las leyes -

establecen en la aplicaci5n de éstas medidas de seguridad. 

3.2) PROCEDENCIA PARA APLICAR UNA Kl!lllDA DE SEGURIDAD. 

Las medidas de seguridad se aplican a los inim.put,! 

bles, son medidas coactiva, ya que la conformidad del destinatario no es 

presupuesto de su icposición 1 su efecto es una prh·ación o restricciónde 

derechos, con lo cual resulta inevitable ado.it ir que se traducen en pad.! 

=~~!~~;o para quienes las soportan, tienen fin exclusivar.:iente preventivo 

(115) gl~~lYa ~g~rkE'I. Rñuo:n~o~~~~bfü~ª~é~Ígg; r9J5~storno Mental. Cri­

(163) 



o tutelar. 

Estas medidas de seguridad se aplican al haberse 

llevado a cabo un procedimiento y como se ha mencionado su finalidad -

es preventiva como en el caso de los alienados mentales mayores y tut!. 

lar como en el caso de los menores. 

3.3) REGLAS PROCESALES QUE H.IGE!i LA APLICACIOll DE 

UNA llEDIDA DE SEGUH.IDAD. 

Estas reglas procesales se encuentran en materia 

de menores infractores establecidas en la Ley que Crea el Consejo Tu­

telar para Menores Infractores en el Distrito Federal que como se des­

prende de la lectura de sus articulos primero y segundo, ésta ley tiene 

como finalidad y objetivo, promover la readaptación social de los men!!_ 

res de 18 años mediante el estudio de la personalidad, la aplicación -

de medidas correctivas y de protecci6n y vigilancia del tratamiento en 

el caso de menores que sean enfermos mentales. As{ también dentro de 

la ley se desprende que las medidas que se pueden aplicar también, son 

la libertad vigilada, en su hogar original, libertad vigilada en hogar 

sustituto e internamiento en institucic'5n adecuada, as! también en lo -

que se refiere al Consejo auxiliar, también de la lectura de sus atri­

buciones impone reglas para proponer medidas de seguridad que en éste 

caso por ser la conducta il!cita no tan grave, solo impone amonestaci!!_ 

nes o libertad incondicional. 

En el caso de las reglas procesales para aplicar 

medidas de seguridad en materia de inimputables, enfermos mentales, e.! 

tas se encuentran establecidas dentro del Código de Procedimientos Pe­

nales Federal el cual las regula en los artículos 495 al 497 y estas -

medidas de seguridad podr§.n consistir en la reclusión del inculpado en 

manicomio o en departamento especial. As{ mismo como se desprende de 

los artículos 24 inciso 3, 68 y 69 del código penal vigente, también -

se pueden imponer como medidas de seguridad, el Internamiento o Trata-
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miento en libertad de ini:i:putables y de quienes tienen el hábito_ o la -

necesidad de consu.:iir estupefacientes o psicotrópicos. 

C) CONSIDERACIONES PERSOHALES. 

De acuerdo con lo anteriormente c.encionado en el 

inciso A) Procedio.iento para cenares infractores, es de vit.al importa~ 

cia que a nivel general exista una edad inferior y una edad superior -

para que a partir de estas, se entienda que los niños tienen determin.! 

do conocimiento y capacidad de discernic.iento )"8 que de la edad infe­

rior hacia abajo, es responsabilidad de los padres el educarlos pero 

posterio~ente entran en la escuela y coclenzan a recibir conocimientos 

y trato con diversas personas y cocpañeros, lo que influye en la pers~ 

nalidad del Menor. 

En cuanto a la edad superior, se debe de legislar 

a nivel Federal para tener una edad superior única para todos los E&t,! 

dos y no varias edades dependiente de los Estados y as1 se podria reg~ 

lar de mejor manera el Derecho de los menores ya que como lo explique, 

con anterioridad, hay ocasiones en que un adolescente se va convirtie~ 

do de imputable en inimputable y a contrario sen~u, a~ viajar de un E! 

tado a otro, as! misco se debe de legislar a nivel Federal sobre la m.! 
nor1a de edad ya que sucede lo que se mencionó en la edad superior p.JeS 

tampoco existe un criterio unánil:le al respecto. 

El derecho de menores ha sido considerado por ª.!:!. 

tares mexicanos ceo.o una ra.ca independiente o autónoma considerandose 

adecá.s como lo señala el Profesor Garcia Rac{rez Sergio, a los menores 

ocluidos del Derecho penal, por lo que se deber1a de tener una ley F!, 

deral toda vez que para asuntos de interés general, existen leyes Fe­

derale.s como son la Ley Federal del Trabajo, las leyes de hacienda, la 

ley de Amparo, la Ley de Salubridad, por oencionar algunas, luego ente!! 

ces, debería de legislarse a nivel Federal en materia de cieno res y no 

esa variación de un Estado a otro en cuanto a su regulación como si en 

verdad fuera diverso un t:iexicano de Sonora que uno de Sinaloa 1 o mere-
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ciera más atenci6n un niño de Chiapas que otro de tabasco. 

Considero que es necesario como lo señal6 el Pr~ 

fesor Franco Guzman Ricardo, en el Tema del Menor ante la Ley en elPr_! 

mer Congreso Nacional sobre el Régimen Jurídico del menor en México en 

1973, que es indispensable elaborar un Código del Menor, que regule -­

adecuada y eficazmente los derechos y obligaciones de los niños y de 

los adolescentes; siendo éste un código Federal. 

Con lo anterior no se piense que la situación de 

el menor es ex.tralegal en nuestro pa!s, por el contrario la legislación 

Mexicana protege ampliamente a los menores de edad pero en muchas oca­

siones no es aplicada o se hace de ella una inexacta aplicación de la 

misma por lo que causa un perjuicio a quien tiene derecho de ser bene­

ficiado, 

Por lo anterior se puede concluir que es indisc~ 

tible la necesidad de Crear un código único de Protección a la lnfan-­

cia y a la Juventud, donde se reunan, si no todas las disposiciones r!_ 

ferentes a los menores de edad, por lo menos aquellas que afecten de 

manera especial o que ponen en peligro los derechos humanos. 

Este código debe ser Federal, y debe contener no 

solamente las medidas de educación correctiva, sino también precisas -

normas de pre,vención, conteniendo éste normas de protección a los no~ 

lincuentes, as{ como normas de procedimiento y de tratamiento a los d,! 

lincuentes. 

Para los delincuentes, funcionaria el Consejo T~ 

telar y para los no delincuentes funcionaria como en la actualidad el 

DlF. 

Para el caso de los Estados, por su dificultad -

de crear organismos necesarios, se podr!a estudiar un organismo único, 

de carácter Federal, 'además este Código contemplaría no solo normas l'.!. 

ferentes a la infracción de la ley penal, sino también los aspectos e! 
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v1les, laborales, administrativos más importantes. 

Este código debe conferir de techos a los menores 1 

pero t4ll:ib1én debe imponer deberes y obligaciones pues esta ser!a la Gn!. 

ca forma de crear ciudadanos conscientes de sus deberes y no entes inc!. 

paces, inimputables~ inútiles y sobre tOOo desprotegidos. 

Estoy de acuerdo con lo que señala el Profesor -

Luis Rod.r!guez. Man:.anera en el sentida de que en t6.nto se estructure un 

Código del Menor, se deberían de adoptar a nivel Sncional las " Reglas 

Mínimas uniformes pnra la adoinist ración de Justicia de Menores 11 
• pro­

puestas por la Organización de Naciones Unidad en su VII Congreso para 

la prevención del delito y tratamiento del delincuente que tuvieron l~ 

gar en !a Ciudad de Hilán en 1985. 

Con la adopción de estas reglas y la creación del 

Código del Menor y la unificación de la edad penal, se dar!a un gran P!. 

so adelante en lo que a derecho del Menor se refiere. 

En lo que se refiere a los alienados o enfermo$ -

mentales y una vez que este problema se resuelve en el código sustanti­

vo, creo que es .adecua.do y correcto el procedimie.nto que establece el~ 

digo Federal para as! no Juzgarlos fict!ciamente conforme al procedillli­

ento ordinariC> regulandose el caso de los enfermos mentales que al aaue.E_ 

to de delinquir o cometer la infracción a. la ley penal, son inimputnbles 

ast como el ptocedimiento para el ce.sC> del sujeto que se convierte en -

initnputable en el curso de.l proceso, sugiriendose que los jueces en e! 

tos casos sean muy cuidad() sos y precavidos para no caer en la maniobi:a, 

de falsos, oalos y perversos defensores que bajo el señuelo del trasto!. 

no mental. lo utilizan pata salvar a sus defensos a lo largo de tediosos 

procesos teatrales salvnndolos de la pena a que en realidad se hicieron 

acreedores pot haber transgredido gravemente una norma penal sustantiva. 

Tomilndo en consideración los artículos del Código 

Federal, referentes a los enfermos mentales, se aprecia que los aliena­

dos mentales, se les apliean Medidas c:le seguridad y no penas. 



CAPITULO V. 

JUIUSPllDDEllCIA Ell MATERIA DE !IE!IORES Y ALll!llADOS llE!ITALES 

EN RELAClOM CON EL lLlClTO. 

En México, los Tribunales autorizados legal y con!_ 

titucionalmente para sentar tesis jurisprudenciales, son la Suprema Cor­

te de Justicia de la Nación, actuando en pleno o en salas, as! como los 

Tribunales Colegiados de circuito. 

El articulo 192 de la Ley de Amparo afirma que la 

jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando 

en Pleno o en salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que 

decrete el Pleno, y demás para los Juzgados de Distrito, los Colegiados 

de Circuito y Unitarios, los Tribunales Militares y Judiciales del orden 

común de los Estados, del Distrito Federal y Tribunales administrativos 

y del Trabajo, locales y Federales. 

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, --­

siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco ejecutorias no i_!! 

terrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo m! 

nos por catorce ministros, si se trata de jurisprudencia del Pleno, 

por cuatro ministros en los casos de Jurisprudencia de las salas. 

También constituyen jurisprudencia las resolucio­

nes que diluciden las contradicciones de tesis de salas y de Tribunales 

Colegiados. 

Las ejecutorias relacionadas con este trabajo son 

las siguientes: 

FUENTE: PENAL 
SECCION: JURISPRUDENCIA 
PAGINA: 93 
VOL. TOMO: 103-108 
EPOCA: 7A 

MENORES DE EDAD PROXlllOS A LA KAYORIA, MEDIDAS APLICABLES A LOS. QUE D!: 
LINQUEN. 
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Si al cometer los delitos que se le imputan, el i!!. 

culpado era menor de edad, es incuestionable que las medidas que deben -

aplicarsele son las prescritas en favor de los menores de edad. La Ci,f 

constancia de que le faltaran seis meses, tres meses o un día para cum-­

plir su mayor1a de edad penal, no permiten al Juzgador, por no autoriza!. 

los la ley, que lo trate en igualdad de circunstancias que a los mayores 

de edad, y si bien es verdad que el articulo 62 del código penal para el 

Estado de Tlaxcala, en su último párrafo, previene que "cuando un menor 

llegue a los dieciocho años de edad antes de terminar el periodo de re-­

clusión que se le hubiese fijado, la autoridad encargada de la ejecución 

de sanciones decidiré prudencialmente si debe ser trasladado al estable­

cimiento destinado a mnyores 11
, tal facultad no es sino una cuestión mer! 

mente administrativa que no puede trascender en facultades a las autori­

dades penales para que, de su propio arbitrio, puedan disponer que los -

menores de edad, según sus caracter1'..sticas físicas o mentales, puedan ser 

considerados como mayores y juzgarseles en igualdad de circunstancias que 

a estos, puesto que el régimen de minoridad es el que en codo caso debe 

ser aplicado. 

FUENTE: PENAL 
PAGINA: 37 
VOL. TOMO: 
EPOCA: 7A 

REINCIDENCIA NO CONFIGURADA EN CASO DE DELITO ANTERIOR COMETIDO DURANTE 
LA MINORIA DE EDAD. 

51 el reo se encuentra a disposición de un Tribu­

nal de menores cumpliendo una reclusión correccional, ello evidentemente 

lleva a la conclusión de que no se trata de un reincidente, pues en los 

delitos por los que se hizo acreedor a dicha reclusión correccional, no 

es culpable, ya que la culpabilidad, o sea el conjunto de presupuestos 

que fundamentan la reprochabllidad penal de la conducta antijur!dica, ~ 

pone, como presupuesto, la imputabilidad, o sea la capacidad de enten:far 

y querer, y un menor obviamente no está en la aptitud intelectual y vo­

litiva constitutiva del presupuesto necesario de la culpabilidad y, en 
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consecuencia, no puede incurrir en la omisión de un hecho delictivo.~ 

de incurrir como en el caso, en hechos antijur!dicos, en cuya consuma-­

ción su conducta se adecua a las hipótesis señaladas por la ley puniti­

va, pero su actividad no es constitutiva de delito, porque como se dijo 

no existe culpabilidad. 

Amparo directo 4929/68 PEDRO GOMEZ SANCHEZ. 19 de Febrero de 1969. Un_! 

nimidad de 4 votos. Ponente: Ezequiel Burguete Farrera. 

FUElfIE: PENAL 
PAGINA: 41 
VOL TOMO: 83 
EPOCA: 7A 

MENORES DE EDAD, INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES FEDERALES PARA EL ENJU,! 
CIAMIENTO DE LOS. 

De conformidad con lo establecido por el articulo 

cuarto del Código Penal del Estado de México, "no se aplicará la ley P! 

nal a los cienores de dieciocho años y si estos siendo mayores de siete -

años, ejecutan algún hecho descrito como delito, serán reeducados en los 

términos del código de protección a la infancia, por su parte, este ult!. 

mo código establece: 11 art!culo 55 En el Estado de México, los menores de 

18 años de edad no contraen responsabilidad criminal por las infraccio-­

nes a las leyes penales, por lo tanto, no podriín ser perseguidos crimina! 

mente ni sometidos a procesos ante las autoridades judiciales, pero por 

el solo hecho de infringir dichas leyes penales o los reglamentos, circ!!_ 

lares y demás disposiciones gubernativas de observancia general. quedan 

bajo la protección directa del Estado, que previa la investigación, obser 

vación y estudio necesarios, podrá dictar las medidas conducentes y en-­

cau~ar su educación y adaptaci5n social. •• 11 en tales condiciones, si 

tanto ante el Ministerio Público como ante el Juez de la causa el incul­

pado declara tener diecisiete años, y se omite por esas autoridades dete.!. 

minar su edad cllnica a través de peritajes médicos, por lo que el dato 

proporcionado por aquel es el único que obra en el expediente al respec­

to, debe tomarse coco cierto, y a pesar de que en el fallo se t:anift.este 

que el inculpado es de dieciocho años de edad, independientemente de que 
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no se diga si esa edad es la que contaba al cometerse el delito o :1 t li~ 

terse l:i sentencia, al no existir base alguna para considerarlo de tlec! 

ocho años, es obvio que el Tribunal de apelación y el Juez del pro.:eso, 

son incopetentes para juzgarlo, y al hacerlo violan sus garant[as indiv.! 

duales, siendo lo procedente que 1 de conformidad con el artículo 55 del 

código de protección a la infancia, se ponga a disposición del ejecutivo 

del Estado de México a dicho inculpado, para que sea esta aatoridad quien 

proceda a su reeducación. 

Amparo directo 4458/75 VICENTE MENDOZA MARIN 27 de Noviembre de 1975 5 -

votos. Ponente Abel Huitron y A. 

FUENTE: PENAL 
PAGINA: 66 
VOL TOMO: XVIII 
EPOCA: 6A 

CONFESION, PREMEDITACION (LEGISLACION DE TAMAULIPAS), 

Si el procesado manifestó tener diecisiete años de 

edad y aunc;ue sea cierto que no lo acreditó con el acta respectiva del -

Estado civil, también lo es que tal declaración no fué contrariada en fo! 

ma alguna, en esta virtud, si el acusado menor de dieciocho años, decla­

ra ante los Tribunales del Estado que cometió un homicidio, obrando con 

premeditación, y el delito se encuentra legalmente comprobado, lo mismo 

que su responsabilidad, pero no as! la calificativa, porque su declara­

ción solo tiene carácter de indicio no corroborado por otros elementos -

probatorios, el juzgador infringe el artículo 289 fracción I del código 

penal de la entidad de que se trata, al clasificar el delito, si lo hace 

sin descartar la calificativa. 

Amp3ro Directo 1415/58. ANTONIO URESTI FLORES. 26 de Noviembre de 1958 

5 votos Ponentt?: Luis Chi..:o Gocrne. 
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FUENTE: PE.'iAL 
PAGINA: 12 
VOL !0!10: CIII 
EPOCA: 6A 

ASOCIACIOS DELICTUOSA. CAPACIDAD DE UN MENOR PARA QUE QUEDE INTEGRADA UNA. 

No obsta la minoria de edad de algur.o de los miem­

bros de una banda de tres personas 1 formada con el proposito de delin:¡uir 

para integrar una asociacion delictuosa, pues si bien es cierto que el~ 

nor de edad no puede ser castigado conforme al código penal, ya que jur! 

dicamente es inicputable 1 sin eobargo tal circunstancia no implica que ro 

cometa delitos, sino solo que el menor de edad esta sujeto a diferente -

régimen legal para su corrección. 

Al:!paro Directo 7632/64. ARMA.\1JO PORRAS RUCOZ Y OTRO. 24 de Enero de 1966. 

Unanimidad de 4 votos. Ponente: Agustín Mercado Alarc6n. 

FUE.'ITE: PE.~AL 

PAGlSA: 6592 
VOL TO!!O: !.XXI Il 
EPOCA: SA 

MENORES, DELITOS DE !.OS. (LEGIS!.ACION DE OAXACA) 

Es cierto que conforme a los artículo 164 y 165 -­

del Código penal de Oaxaca, los menores de 18 años, pero mayores de 9, -

que cometan infracciones a las leyes penales 1 serán internados c.on fines 

educativos, sin que nunca pueda ser oenor la reclusi6n de la que les h;! 

hiere correspondido como sanción si fueren mayores de edad, y que las m.!. 

didas aplicables a los ceoores son apercibimiento e internamiento en la 

fonr.a que sigue: reclusión a domicilio. reclusión escolar, reclusión en 

un hogar honrado, pero esas medidas estan catalogadas en el art!culo 41 

de la wencionada ley punitiva que las clasifica co1:10 cedidas tutelares 

para menores, lo que indica qu~, aunque no constitu:;en estricta::;.ente una 

pena, es necesario aptehender al cenar para llevar a cabo la reclusión, 

privandolo de libertad, y el art!cu!o 16 de la Constitución, para apre-
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hender a un individuo, solo exige que la ley castigue con pena corporal 

el hecho que se le imputa. La circunstancia de que le ley local haya 

incurrido en algunas omisiones, solo indica que se deja a los tribunales 

del orden común la facultad para conocer de los asuntos en que interve_!! 

gan menores. y serta absurdo aceptar que por virtud de esas omisiones, 

no fuera posible dar cumplimiento a las disposiciones de los art{culos 

ya invocados del código penal de Oaxaca, pues tal cosa significar{s que 

se dejaba a los menores de 18 años en completa libertad para infringir 

las leyes penales. 

E!I MATEll!A DE EffYERllOS O ALlE!IADOS llElfTALES. 

FUEIITE: PENAL 
PAGINA: 28 
VOL TOMO: 11 
EPOCA: 6A 

ENFERMOS MENTALES, PROCEDIMIENTO RELATIVO A LOS. 

El Ministerio Público adscrito al Juzgado instruc­

tor es el unico facultado para solicitar la suspensión d~l procedimiento 

ordinario, con vista de los peritajes medicas y demás pruebas aportadas, 

a fin de que se acuda al procedimiento a que se coiltráe~ los artículos -

del 495 al 498 del Código Federal de Procedimientos Penales, en relación 

con los art{culos 24 1 inciso tercero, 68 y 69 del c6digo penal. 

Amparo directo Zl86/50. LEOPOLOO RODRIGUEZ ESPINOSA. 

1957 S votos. Ponente: Agustin Mercado Alarcón. 

FUENTE: PENAL 
PAGINA: 48 
VOL TOMO: II 
EPOCA: 6A 

ENFER.'105 MENTALES, RECLUS ION DE. 

de Agosto de -

51 bien es cierto que el articulo 68 del c6digo -
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penal comprende a los locos, idiotas, imbecil~s Y• en general, a quienes 

padecen de algún defecto o anomalia mentales, el~o no implica que el pr2 

nombre indeterminado 11 cualquier11
, empleado por el legislador, comprenda 

a todas las debilidades, enfermedades o anomaltas, sino exclustvamente a 

aquellas que por tene:: parecidas caracter!sticas 1 deban asimilarse a eoos 

ejemplos legales, como algunos casos de mudez por sordera, estados cre-­

pusculares y de desmayo de orden patológico, ya que una interpretación -

extensiva del precepto resulta inaceptable, st se tiene en cuenta que la 

"normalidad" ps!quica es tan solo una condición ideal y que se recurre a 

ella como termino de comparación, pues bien sabido es que la mayor!a de 

los humanos padecemos ciertas desviaciones psiquicas que implican una -­

anormalidad en relación con ese tipo ideal. Cuando el Legislador alude 

a cualquier anomal1a, esta claramente significando que se trata de cond!, 

clones ps1quicas que impidan conoi=er y valorar al hecho que se ejecuta, 

pues solo en estas circunstancias será inimputable penalmente el sujeto, 

pero mientras subsista en el la facultad de conocimiento y el sentido de 

autocr1tica, debe afirmarse su capacidad penal, cualquiera que sea la te;! 

dencia de su personalidad. 

Amparo Directo 2186/50. LEOPOLDO RODRlGUEZ ESPINOSA 5 de Agosto de 1957 

5 votos. Ponente: Agustin Mercado Alarcón. 

FUENTE: PENAL 
PAGINA: 2186 
VOL TOMO: LXXXVlll 
EPOCA: 5A 

ENFERMOS MENTALES RECLUSION DE. 

La reclusión de debiles, enfermos o anomales ment,! 

les en establecimientos adecuados para su curación, no es una pena sino, 

una medida de seguridad y por tanto, no puede hablarse de pena exactame!!_ 

te aplicable al caso, ni puede alegarse la violación del parrafo tercero 

del arttculo 14 constitucional. 

LOPEZ CASTILLO NlCOLAS. Pag. 2186 Tomo 1.XXXVlll. 10 de Junio de 1946. 
4 votos. 
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COKCLDSIOKES 

1.- La Averiguación Previa, es la primer etapa -

del procedimiento penal y que esta desarrollada por el Ministerio Púb~ 

co, quien practica todas las diligencias que sean necesarias legalmente 

para comprobar que existe delito y la responsabilidad de quienes en él 

participaron, procediendo al ejercicio de la acción penal ante los Tr_! 

bunales competentes. 

2.- En la actualidad, no existe un precepto legal 

que mencione el tiempo que debe de durar la Averiguación Previa a la -­

consignaci6n a los Tribunales, quedando al arbitrio del Ministerio PúbJ! 

ca determinarlo. 

3.- La Denuncia, es la relación de actos que se -

suponen delictuosos hecha ante la autoridad Investigadora con el fin de 

que ésta tenga conocimiento de ellos. 

4.- La naturaleza jurídica de la denuncia es la 

de ser un deber de toda persona de comunicar los hechos ·delictuosos a -

la autoridad competente siendo ésta su naturaleza jurídica y cuyo inte­

rés es el de conservar la paz social. 

5.- La autoridad competente para conocer de una 

denuncia el el Ministerio Público, con las excepciones de ley. 

6.- La querella es un derecho Potestativo que tie 

ne el ofendido por el delito para hacerlo del conocimiento a las autor! 

dades y dar su anuencia para que sea perseguido. 

7 .- La excitativa es la petición que hace el Re­

presentante de un país extranjero para que se proceda penalmente en <X!!. 

tra de quien profirió injurias al gobierno que represente o a sus Age!!. 

tes diplomáticos. 

8.- La autorización es el perciso concedido por 

una autoridad deteminada en la ley, para que se pueda proceder contra 
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algún funcionario que la misma ley señala 1 por la comisión de un delito 

del 6rden común. 

9.- Dentro de las determinaciones que puede dictar 

el Ministerio Público se encuentran la consignación. el archivo o la re-

serva. 

10.- La declaración Preparatoria, es el acto a tr!_ 

vés del cual, comparece el procesado ante el Organo Jurisdiccional, con 

el objeto de hacerle conocer el hecho punible por el que el Ministerio -

Público ejercitó acción penal en su contra para que pueda llevar a cabo, 

sus actos de defensa 1 y el juez pueda resolver su situación Jur!dica de~ 

tro del término de setentay dos horas. 

11.- El cuerpo del delito según criterio de la Su­

prema Corte de Justicia de la Nación, se debe de entender como el conju!!. 

to de elementos objetivos esternos que constituyen el delito, con total 

abstracción de la voluntad o del dolo. 

12.- Existe la presunta responsabilidad 1 cuando hay 

elementos suficientes para suponer que una persona ha tomado parte en la 

comisión, preparación, o ejecución de un acto típico 1 por lo cual debe -

ser sometido al proceso correspondiente. 

13.- El Ministerio Público, es una institución de­

pendiente del Ejecutivo Federal, presidido por el Procurador General, -­

quien tiene a su cargo la persecución de todos los delitos del órden co­

mún y federal y hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para 

que la administración de Justicia sea pronta y expedita, e intervenir en 

todo aquel negocio que la Ley determine. 

14.- El derecho de Defensa, es un derecho natural, 

e indispensable para la conservación de la persona, de sus bienes, de su 

honor, y de su vida, teniendo como funciones especiales, el coadyuvar a 

la obtención de la verdad y proporcionar la asistencia técnica al proce­

sado para evitar todo acto arbitrario de los dettás órganos del proceso, 

con lo cual cumple su función. 
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15.- Dentro del Código Penal se establecta la -

inimputabilidad absoluta a los menores de 18 años 1 disponiendo deter­

minadas medidas para su corrección educativa, art:tculos que actualm.e!! 

te se encuentran derogados. 

16.- Cuando un meoor de edad infrinja las leyes 

penales o los reglamentos de policia y buen gobierno, o ma?ifiesten -

otra forma de conducta que haga presumir fundadamente, una inclinad.fu 

a causar un daño así mismo o a su familia y sociedad, y ameriten por 

tanto la intervenci6n de una autoridad, será en estos casos competen­

te el Consejo Tutelar. 

17.- No existe unificación en cuanto a la menor 

edad y mayor edad de los menores sin que se hayan puesto de acuerdo -

en cada uno de los Estados integrantes cÍe la Federación, por lo que se 

puede caer en el absurdo de que una persona menor de 18 años, que via 

ja por territorio nacional, se va convietiendo en imputable e inimpu­

table y viceversa. según la legislación de cada Estado por el que vi!!_ 

je. 

18.- Los menores de edad pueden cometer delitos 

penalmente tipicos antijurtdic.os culpables siendo éstos menores c.ompl.! 

tamente imputables por tener capacidad de querer y encender dentro del 

campo del derecho penal, es decir que en base a codos los elementos i,!!. 

tegrantes del delito, pueden cometer un il!cito penal, quedando fuera 

del derecho penal y procesal penal 1t1.exicano. sometiendolo al Consejo -

Tutelar para menores infractores y aplicandole medidas de seguridad. 

19.- En la personalidad de los menores infracto­

res influyen factores coco los somáticos, el hogar, la familia, los -­

psicológico, lo psicopatol6gi.co, el medio escolar, el medio ec.onómico, 

el medio ambiente y las diversiones con los medios de difusión facto­

res que en detet1:linado comento son determinantes en la conducta negat.! 

va del menor. 
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20.- En el caso de lrs enajenados mentales, exi.! 

te la Ciencia de Psiquiatría forense, que es la ciencia médica que se 

encarga de estudiar las enfermedades mentales y en su acepción de fo­

rense, se ocupa de los problemas médico-jurídicos que surgen de la en 

fermedad mental. 

21.- La imputabilidad está constituida por la C,! 

pacidad intelectiva y volitiva, necesarias para que el individuo sea -

responsable de sus actos. Por tanto, la inimputabilidad será la fal-

ta de capacidad de querer y entender dentro del campo del derecho pe-­

nal, por lo que las causas de inimputabilidad son todas aquellas cap_! 

ces de neutralizar ya sea el desarrollo o la salud de la mente y el s~ 

jeto carecerá de aptitud psicológica para la delictuosidad. 

22.- Los enajenados mentales, aun cuando cometan 

delitos intencionales o imprudenciales y exista dolo y culpa, aún cua!!. 

do sean t!picos y antijur!dic.os, no constituyen delito por falta del .!. 

lemento subjetivo de culpabilidad por lo que todo demente se halla por 

lo mismo exento de responsabilidad penal y solo se le pueden aplicar -

medidas de seguridad y no penas. 

23.- Los trastornos mentales consisten en la pe! 

turbación de las facultades psiquicas, sin que se distinga en la ley -

los trastornos mentales permanentes de los transitorios. 

24.- El Consejo Tutelar, es la institución en-­

cargada de atender a los menores infractores a las leyes penales cuya 

funci6n principal es la de promo\•er la readaptaci6n social de los meo~ 

res de dieciocho años en los casos que se presenten, mediante el estu­

dio de la personalidad, la aplicación de medidas correctivas y de pro­

tección y la vigilancia del trata:niento. 

25.- Además de las infracciones a leyes penales, 

el Consejo Tutelar e~ competente para conocer de casos en los que los 

cenares infrinjan los reglamentos de policía y buen gobierno, o mn.ni-­

fiesten otra foma de conducta que haga presuc.ir, fundadamente, una i,!! 
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clinación a causar daños, a s! lllismo, a su familia o a la sociedad, y 

ameriten, por lo canto la actuación preventiva del Conseja Tutelar. 

26 .. - Es indispensable que en materia de menores, 

se cree o elabore un Código del Menor, que regule adecuadamente y efi­

cazmente los derechos y obligaciones de. los niños y de los adolescen­

tes. siendo éste un c6digo Federal que contenga no solamente medidas !. 

ducativas de corrección, sino también precisas normas de prevencHin, -

conteniendo éste normas de protección a los no delincuentes, as{ como 

normas de procedimienco y de tratamiento a los delincuentes. 
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